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Costa Rica ha venido 
realizando esfuerzos de 

planificación de su sistema 
de áreas protegidas desde 

alrededor de �0 años. 
Muchas de sus AP no fueron 
necesariamente establecidas 

bajo un marco de planificación 
sistemática, lo cual en buena 

parte coincidía con el poco 
desarrollo de los principios de 
la biología de la conservación 

y el nivel de conciencia 
ambiental del país en esos 
años. A partir de mediados 

de la década de 1980 se 
iniciaron esfuerzos para aplicar 

instrumentos indispensables 
en la planificación sistemática, 

como el análisis de vacíos.
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Resumen SummaryResumen Summary
La planificación sistemática de la conservación 
es uno de los mecanismos que permite identifi-
car redes de áreas protegidas que aseguren el 
mantenimiento a largo plazo de la biodiversidad y 
de los procesos que la sustentan. La planificación 
sistemática de las áreas protegidas (AP) puede 
servir como un instrumento que oriente a los paí-
ses miembros en la implementación de una buena 
parte de sus Programas de Trabajo en Áreas 
Protegidas y en sus esfuerzos de conservación 
efectiva de la biodiversidad. En Costa Rica, desde 
la década de 1960 se iniciaron esfuerzos para el 
diseño de un sistema de AP con el objetivo de 
conservar el mayor remanente posible de biodiver-
sidad. Recientemente, el país –junto con socios 
estratégicos ‑ ha empezado a actualizar y generar 
nueva información relevante para la planificación 
del sistema de AP y corredores biológicos. Este 
artículo quiere, como preámbulo del presente 
Número Especial de la Revista Recursos Naturales 
y Ambiente, ofrecer el marco conceptual de los 
instrumentos utilizados en la planificación sistemá-
tica de los sistemas de AP y corredores biológicos, 
así como los principales desafíos asociados con 
cada uno de ellos. Adicionalmente, se brindan 
algunas reflexiones que deben tenerse en cuenta 
para la planificación de sistemas de áreas protegi-
das en el futuro.
Palabras claves: Biodiversidad; Conservación 
de la naturaleza; áreas silvestres protegidas; plani-
ficación.

Systematic planning as an instrument for 
biodiversity conservation; recent experiences 
and challenges in Costa Rica. Systematic con-
servation planning is considered a solid mecha-
nism that allows the identification of protected area 
networks that ensure the long term maintenance 
of biodiversity and the ecological processes that 
generate and maintain it. The systematic conserva-
tion planning framework can be used to orient the 
signatory countries in the implementation of the 
Program of Work in Protected Areas and thus direct 
efforts towards effective biodiversity conservation. 
Since the 1960s, Costa Rica has been working 
on designing a protected area system in order to 
effectively conserve its biodiversity. Recently the 
country has updated its planning exercises and 
developed new information relevant for planning 
both for protected areas and biological corridors. 
The present article, a foreword for this special issue 
of Revista Recursos Naturales y Ambiente, reviews 
the conceptual framework of some methodological 
tools applied to conservation planning and some 
challenges associated with their use. Some addi-
tional technical considerations regarding system-
atic planning are also discussed.
Keywords: Biodiversity; nature conservation; wild 
protected areas; planning.
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Introducción

Ante las crecientes, diversas y cambiantes 
presiones sobre la biodiversidad, hoy día 
es una prioridad contar con sistemas de 

áreas protegidas que conserven efectivamente la 
biodiversidad ‑es decir, que mantengan su inte‑
gridad ecológica, que se controlen las amenazas 
a los espacios protegidos y que tengan una alta 
capacidad de gestión. La planificación sistemáti‑
ca de la conservación es uno de los mecanismos 
que permite identificar redes de áreas protegidas 

que aseguren, a largo plazo, el mantenimiento de 
la biodiversidad y de los procesos que la susten‑
tan (Margules y Pressey 2000). 

Durante la 7a Conferencia de las Partes de la 
Convención sobre Diversidad Biológica (COP‑7) 
realizada en el 2004, los países miembros adopta‑
ron el Programa de Trabajo en Áreas Protegidas 
(PTAP). El objetivo principal del PTAP es alcan‑
zar, para el 2010 en las áreas protegidas terrestres 
y para el 2012 en las áreas protegidas marinas, el 
establecimiento y mantenimiento de sistemas de 
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áreas protegidas (AP). Estos siste‑
mas deberán ser comprehensivos, 
estar efectivamente manejados y 
ser ecológicamente representativos, 
de manera que en forma colectiva 
reduzcan la tasa de pérdida de la 
biodiversidad (CBD s.f). El PTAP 
es, básicamente, el instrumento 
para implementar tales acuerdos. El 
marco de la planificación sistemática 
de AP (Recuadro 1), puede servir 
como un instrumento que oriente 
a los países en la implementación 
de una buena parte del PTAP y así 
dirigir los esfuerzos hacia la conser‑
vación efectiva de la biodiversidad.

En el caso de Costa Rica, ya 
desde hace varias décadas se vie‑
nen implementando esfuerzos para 
conservar el mayor remanente posi‑
ble de biodiversidad (SINAC 2006). 
Actualmente, el país tiene bajo 
diferentes categorías de protección 
alrededor del 25% de su territorio 

continental y un 1% de su territo‑
rio marino (SINAC 2007). A pesar 
de la relevancia de este porcentaje, 
muchas de estas áreas son relativa‑
mente pequeñas, se encuentran ais‑
ladas y rodeadas por áreas alteradas 
(Sánchez‑Azofeifa et ál. 2003), como 
es típico en Mesoamérica en general 
(Miller et ál. 2001). Para consolidar 
los logros en la conservación de la 
biodiversidad alcanzados hasta el 
momento es necesario fortalecer los 
procesos de planificación sistemá‑
tica en todos los niveles de gestión 
(nacional, regional y local).

El presente artículo tiene como 
objetivo establecer el marco concep‑
tual de algunos instrumentos utiliza‑
dos en la planificación sistemática 
de sistemas de AP, así como algunos 
de los desafíos asociados con cada 
uno de ellos. Adicionalmente, se 
rescatan aportes importantes sobre 
componentes adicionales que deben 

considerarse en la planificación de 
sistemas de áreas protegidas en el 
futuro. No es el fin de este trabajo 
profundizar en cada uno de los com‑
ponentes de la planificación siste‑
mática desarrollados, sino más bien, 
ofrecer una visión general de lo que 
implica la planificación sistemática 
y hacia dónde deberían los países 
dirigir los futuros esfuerzos en la 
conservación de la biodiversidad. 
Finalmente, se ofrece una síntesis de 
la experiencia reciente de Costa Rica 
en materia de instrumentos que apo‑
yan la planificación sistemática del 
sistema de AP y de corredores bio‑
lógicos (CB). Se resalta la importan‑
cia de las alianzas estratégicas que 
se han formado y consolidado entre 
diferentes instituciones nacionales e 
internacionales de carácter estatal, 
no gubernamental y académico para 
que estos avances sean posibles y 
fortalezcan las capacidades naciona‑
les en materia de conservación de la 
biodiversidad. 

Fundamentos de la 
planificación sistemática 
y algunas herramientas 
metodológicas asociadas
En general, las AP tienen como 
propósito principal resguardar los 
elementos de la biodiversidad, de 
los procesos que atentan contra ellos 
dentro del contexto donde dichas 
áreas fueron establecidas (Primack 
et ál. 1998). El logro de este pro‑
pósito general depende del grado 
de cumplimiento de dos objetivos 
básicos: representatividad y persis‑
tencia (Margules y Pressey 2000). 
La representatividad hace referen‑
cia al grado en que el sistema de AP 
protege todo el ámbito de escalas 
espaciales y de organización bioló‑
gica de la biodiversidad (Poiani et 
ál. 2000, Margules y Pressey 2000). 
La persistencia se refiere a que las 
AP deben asegurar la supervivencia 
a largo plazo de la biodiversidad, 
manteniendo los procesos ecológi‑
cos que la sustentan, la viabilidad 
de las poblaciones y la integridad 

Recuadro 1
Elementos del Programa de Trabajo en Áreas Protegidas de la 
CBD 

Elemento 1 “Acciones directas para la planificación, selección, 
establecimiento, fortalecimiento y manejo de sistemas de áreas protegidas. 
Las metas y actividades de este elemento, como un todo, definen los 
objetivos, naturaleza y extensión del sistema nacional de áreas prote‑
gidas que debe constituirse, en última instancia, en una red global de 
sistemas nacionales y regionales de áreas protegidas efectiva y ecológi‑
camente representativas. 

Elemento 2 “Gobernanza, participación, equidad y distribución de 
beneficios”. Alcanzar el fin último del PTAP requiere incorporar temas 
socioeconómicos e institucionales, además de criterios biológicos y eco‑
lógicos. 

Elemento 3 “Actividades habilitadoras” para crear un ambiente que 
asegure la implementación exitosa de los otros elementos del PTAP. 
Incluye, entre otros, el desarrollo de políticas y mecanismos institucio‑
nales, generación de las capacidades para la planificación y manejo de 
áreas protegidas, sostenibilidad financiera, aplicación de tecnologías 
apropiadas, concientización pública. 

Elemento 4 “Estándares, evaluación y monitoreo” para el desarrollo 
y adopción de mejores prácticas que promuevan la evaluación y mejora 
de la efectividad de manejo de las áreas protegidas, la evaluación y el 
monitoreo del estado y tendencias de las mismas. El fin es asegurar que 
el conocimiento científico contribuye al establecimiento y efectividad de 
las áreas protegidas.

Fuente: Tomado de CBD (s.f.)
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de los ecosistemas (Poiani et ál. 
2000, Margules y Pressey 2000). El 
objetivo de persistencia debe incluir 
explícitamente elementos asociados 
con la redundancia, la resiliencia y 
la definición de límites de las AP 
(Primack et ál. 1998, Margules y 
Pressey 2000).

La planificación sistemática de 
AP incluye seis etapas generales 
(Recuadro 2). A continuación se 
presenta un breve marco conceptual 
de algunas de las herramientas apli‑
cadas en la planificación sistemática 

de sistemas de AP, relevantes para 
el cumplimiento del PTAP. 

El análisis de vacíos en la 
representatividad ecológica 
El diseño de una red representa‑
tiva de áreas protegidas, compo‑
nente fundamental de una plani‑
ficación sistemática (etapas 1, 2, 3 
y 4 en el Recuadro 2), requiere un 
marco conceptual y metodológico 
que permita la evaluación del cum‑
plimiento de su objetivo de repre‑
sentatividad. El análisis de vacíos 

en la representatividad de la biodi‑
versidad es una de las herramientas 
utilizadas para estos efectos (Dudley 
y Parrish 2005). El análisis de vacíos, 
en su forma más simple, es un méto‑
do que evalúa la biodiversidad de 
una determinada región, la compara 
con aquella que se encuentra dentro 
del sistema de áreas protegidas, e 
identifica dónde quedan especies 
o ecosistemas sin protección o con 
protección insuficiente (Dudley y 
Parrish 2005). Esta es una herra‑
mienta ampliamente utilizada y 
desarrollada sobre sólidos principios 
ecológicos (Scott et ál. 1989) que ha 
permitido fundamentar acciones de 
conservación en diferentes regiones 
del mundo y en diferentes escalas 
de planificación (ver García 1996, 
Kohlman et ál. 2007, Powell et ál. 
2000, Arias et ál. 2008b). Una condi‑
ción para el uso efectivo del análisis 
de vacíos es la existencia de una 
clasificación nacional o regional de 
tipos de vegetación bien fundamen‑
tada y oficial; la descrita por Zamora 
(2008, en este número de la RRNA) 
es la que se aplica para la planifica‑
ción sistemática de la conservación 
en Costa Rica.

Un desafío asociado al análi‑
sis de vacíos, que hasta ahora no 
ha sido debidamente analizado, 
es la potencial contribución de la 
biodiversidad a la conservación en 
paisajes fragmentados y con dife‑
rentes usos del suelo. El tamaño 
pequeño de la mayoría de las AP 
en Mesoamérica (Miller et ál. 2001) 
obliga a que se tome en cuenta 
esta contribución; de acuerdo con 
Ranganathan y Daily (2007), los 
paisajes alterados y dominados por 
usos intensivos de la tierra pueden 
albergar remanentes de vegetación 
y especies únicas y, por ende, jugar 
un rol fundamental en la conserva‑
ción de la biodiversidad. La biodi‑
versidad dentro y fuera de los espa‑
cios protegidos es un pilar –aunque 
no necesariamente el único ‑ para 
la producción de servicios ecosis‑
témicos críticos para la sociedad 

Recuadro 2
Etapas en la planificación sistemática para la conservación de 
la biodiversidad 

1. Compilación de información sobre la biodiversidad 
• Revisar datos existentes y decidir cuáles representan la biodiversidad 

de la región de estudio.
• Recolectar nuevos datos para mejorar o aumentar los disponibles.
• Recolectar datos sobre especies raras o amenazadas, tipos de vegeta‑

ción y procesos ecológicos.
2. Definición de  metas de conservación 
• Definir metas cuantitativas referidas a especies, tipos de vegetación y 

otros elementos.
• Definir metas cuantitativas referidas al tamaño mínimo, la conectividad 

y otros criterios asociados con el diseño de áreas protegidas.
3. Revisión de las áreas de conservación existentes
• Medir el grado de representatividad de las áreas protegidas existentes.
• Identificar las amenazas y las áreas poco representadas en términos de 

especies o tipos de vegetación (análisis de vacíos).
4. Selección de  áreas de conservación adicionales
• Identificar nuevas áreas a ser protegidas con base en el análisis de 

vacíos.
5. Implementación de acciones de conservación
• Identificar la estrategia de manejo más factible para conservar las áreas 

identificadas como prioritarias.
• Si una o más de las áreas seleccionadas se considera difícil o poco fac‑

tible de conservar, se debe reevaluar el paso 4.
6. Mantenimiento de los valores de las áreas de conservación 
• Definir objetivos y metas de conservación para cada una de las áreas 

del sistema.
• Implementar acciones de manejo y realizar la zonificación dentro y 

fuera del área de conservación.
• Monitorear indicadores claves para la evaluación de la efectividad de 

las estrategias de conservación y la zonificación propuesta. El manejo 
deberá ser adaptado de acuerdo a esta información.

Fuente: Adaptado de Margules y Pressey (2000). Traducción libre de los autores.
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moderna (MEA 2005); por ello, 
la planificación debe considerar el 
manejo y protección de la biodiver‑
sidad fuera de los espacios naturales 
protegidos, incluyendo los paisajes 
fragmentados (Ranganathan y Daily 
2007). Las reservas privadas son un 
elemento clave de la conservación 
dentro de este contexto (Delgado 
et ál. 2008, en este número de la 
RRNA). Lo anterior implica un 
cambio en el modelo de conserva‑
ción: se persigue ahora una gestión 
integrada del territorio que incluya 
tanto las AP como las áreas de 
amortiguamiento, paisajes con dife‑
rentes usos de la tierra y corredo‑
res biológicos (Bennett y Mulongoy 
2006). Por supuesto, es dentro de 
este contexto que las reservas pri‑
vadas pueden jugar un papel impor‑
tante en la conservación; de hecho, 
ya existe un estándar para su manejo 
efectivo e inserción en una planifica‑
ción sistemática a escala de paisaje 
(Delgado et ál. 2008).

Otro desafío relevante para la 
planificación sistemática de AP gira 
alrededor de la continuidad de los 
estudios de análisis de vacíos a esca‑
la nacional y regional. Este es un 
reto para las instituciones naciona‑
les encargadas de la planificación y 
establecimiento de programas per‑
manentes que actualicen, colecten, 
almacenen y analicen datos, según las 
necesidades específicas de planifica‑
ción, de forma que la base científica y 
técnica se mejore con el tiempo.

Los corredores biológicos
Es claro que la planificación sistemá‑
tica es indispensable para el mante‑
nimiento de los procesos ecológicos 
y poblaciones de especies (Recuadro 
2). Esto es especialmente relevante 
en aquellos paisajes vulnerables al 
impacto humano o donde la inte‑
gridad ecológica se encuentre fuera 
de su estado óptimo (Bennett 1998, 
Parrish et ál. 2003). La conectividad 
–el grado en que un uso de la tierra 
facilita o impide un proceso ecoló‑
gico, tal como la migración de aves 

o la dispersión de semillas – es un 
atributo ecológico clave en la funcio‑
nalidad de los ecosistemas que debe 
incorporarse dentro de la planifica‑
ción sistemática. El estudio realizado 
en Costa Rica por Arias et ál. (2008a) 
y Paaby (2008) ejemplifican la impor‑
tancia de este enfoque en la con‑
servación de biodiversidad a escala 
nacional. Asimismo, Céspedes et ál. 
(2008) muestran cómo los análisis de 
la conectividad pueden servir de base 
para la planificación de la conserva‑
ción a escala de paisaje, aplicando el 
enfoque de corredores biológicos.

El diseño y gestión de los CB 
es una estrategia de conservación 
de uso común en América Latina 
y otras partes del mundo (Bennet y 
Mulongoy 2006). La meta de los CB 
(cuestionada por algunos, como se 
verá más adelante) es contribuir a 
mejorar las probabilidades de per‑
sistencia de muchas poblaciones de 
especies, proveer hábitats y recursos 
necesarios para completar el ciclo de 
vida de un rango amplio de especies 
y facilitar el movimiento en caso 
de cambios abruptos en los facto‑
res ecológicos asociados (Bennett 
1998). Adicionalmente, los CB son 

unidades de gestión de la biodiver‑
sidad (Canet et ál. 2008) con un 
alto grado de participación social 
(Rojas y Chavarría 2005), por lo que 
se han convertido en un elemento 
estratégico de la conservación en 
Mesoamérica. Sin embargo, a pesar 
del nivel de gestión alcanzado y del 
conocimiento generado, los CB con‑
tinúan siendo un gran desafío en la 
gestión de la biodiversidad. Según 
Finegan et ál. (en prensa), la efica‑
cia de los CB en la conservación 
de la biodiversidad ha sido tema de 
debate entre investigadores durante 
algún tiempo. Sin embargo, los prin‑
cipales autores citados señalan que 
es más probable que las poblacio‑
nes, las comunidades y los procesos 
ecológicos naturales se mantengan 
en paisajes que incluyen un sistema 
interconectado de hábitats (o sea, 
un corredor biológico) que en pai‑
sajes donde los hábitats naturales 
están compuestos por fragmentos 
dispersos y ecológicamente aislados 
(Finegan et ál. en prensa). En un 
sentido científico estricto, las funcio‑
nes de los CB siguen siendo hipoté‑
ticas, ya que los estudios necesarios 
para demostrar que los CB cumplen 
con las funciones que se les atri‑
buyen son complejos. Los CB de 
Mesoamérica son, en gran medida, 
paisajes fragmentados con las con‑
siguientes implicaciones negativas 
para su funcionalidad ecológica; más 
que nunca, la participación local 
es condición imprescindible para el 
éxito de cualquier propuesta de con‑
servación (Finegan et ál. en prensa, 
Rojas y Chavarría 2005). Es en este 
contexto donde se debe ampliar y 
profundizar el conocimiento sobre 
la funcionalidad de los CB.

Finalmente, con el fin de que las 
acciones de conservación diseñadas 
e implementadas estén acordes con 
los objetivos de conservación y que, 
a la vez, pueda evaluarse la efecti‑
vidad de los CB como estrategia de 
conservación, es necesario realizar 
un ordenamiento conceptual y prác‑
tico de acuerdo con los objetivos de 

Cuadro 1.  
Diferencias entre RFAA (agricultura/biodiversidad de 
cultivos) y recursos fitogenéticos silvestres

RFAA Recursos fitogenéticos silvestres

Son valiosos por su diversidad dentro de la 
misma especie

• La diversidad entre las especies es el 
principal interés

•

Esencialmente, son producto de la selección 
humana; dependen de los agricultores para 
su supervivencia

• Son producto de la selección natural; 
sobreviven por sí mismos

•

La diversidad de RFAA se concentra 
alrededor de su lugar de origen; diversidad 
de plantas cultivadas y sus parientes 
silvestres

• La distribución de recursos fitogenéticos 
silvestres no depende de la actividad humana 
(aunque sí son afectados y desplazados por 
el hombre)

•

La evolución de los cultivos y el crecimiento 
de su diversidad genética se debe al 
intercambio de semilla entre agricultores y el 
cruce con material exótico para mantener/
aumentar la productividad

• La evolución del recurso fitogenético 
silvestre depende de las fuerzas naturales de 
selección

•

Se requiere el acceso global para el 
desarrollo agrícola continuo

• El acceso global al recurso fitogenético 
silvestre y especies de uso económico 
potencial, incluyendo el uso farmacéutico 
potencial, es un tema en discusión

•

Fuente: adaptado de Fowler y Hodgkin (2004) y Dhillon et ál. (2004)

En general, las AP 
tienen como propósito 
principal resguardar 
los elementos de la 
biodiversidad, de los 
procesos que atentan 
contra ellos dentro 
del contexto donde 
dichas áreas fueron 
establecidas. El logro de 
este propósito general 
depende del grado 
de cumplimiento de 
dos objetivos básicos: 
representatividad y 
persistencia.
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los CB, tal como se ha hecho con las 
diferentes categorías de manejo de 
las áreas protegidas (Finegan et ál. 
en prensa).

El monitoreo en el contexto de 
la planificación sistemática 
El manejo de las AP y los CB debe 
asegurar que sus valores (naturales 
y culturales) se mantengan en el 
espacio y en el tiempo (Primack et 
ál. 1998). Muchos de estos espacios, 
sometidos a múltiples fuentes de 
presión que reducen sus valores, 
sólo existen en el papel ya que en 
ellos nunca se han implementado 
acciones efectivas de manejo. La 
gestión efectiva de la biodiversidad 
requiere un flujo de información 
constante que permita evaluar la 
efectividad del manejo de las AP y 
CB y el cumplimiento de las metas 
de conservación (Herrera y Corrales 
2004, Herrera 2006). Esto implica el 
ajuste de metas, objetivos, estrate‑
gias y acciones implementadas con 
una visión adaptativa (Herrera 2006, 
Margules y Pressey 2000).

Uno de los retos principales en 
la gestión de la biodiversidad es la 
evaluación de la hipótesis de si una 
estrategia de conservación especí‑
fica abatirá las amenazas críticas y, 
por lo tanto, mejorará la integridad 
de un determinado componente de 
la biodiversidad sobre el cual se 
focalizan las acciones (Salafsky y 
Margoluis 1999). Un programa de 
monitoreo que acompañe los instru‑
mentos de planificación sistemática 
(p.e. análisis de vacíos ecológicos) 
constituye el eje fundamental en el 
proceso de evaluación de acciones 
de conservación y es clave en la 
retroalimentación, el aprendizaje, la 
mejora y la adaptación de las estra‑
tegias de conservación implementa‑
das (Hockings et ál. 2000).

Los sistemas de monitoreo deben 
contribuir con el manejo adaptativo 
y con la evaluación del impacto de las 
estrategias de conservación (Salafsky 
y Margoluis 1999). Asimismo, el 
manejo adaptativo debe contribuir 

a que las comunidades y los ejecu‑
tores de un determinado proyecto 
obtengan la información requerida 
para manejar los recursos locales de 
una forma efectiva y modificar las 
acciones de acuerdo con la nueva 
información recopilada. En lo que 
al impacto del manejo se refiere, la 
información generada por el monito‑
reo permite a los equipos del proyec‑
to, donantes y socios, conocer más 
sobre los efectos de los proyectos de 
conservación y extraer lecciones en 
cuanto al diseño e implementación 
de las estrategias de conservación 
(Margoluis y Salafsky 1998, Salafsky 
y Margoluis 1999).

Un reto adicional, tal y como lo 
señalan Herrera y Corrales (2004), es 
la necesidad de medir la integridad 
ecológica de las AP, ya que hasta 
ahora las metodologías desarrolla‑
das e implementadas para evaluar 
la efectividad de manejo han sido 
dirigidas principalmente a la evalua‑
ción de la capacidad administrativa 
de las AP (p.e. Mena y Artavia s.f.). 
El monitoreo del impacto de las 
acciones de conservación sobre los 
procesos ecológicos que mantienen 
la diversidad biológica en los espa‑
cios protegidos sigue siendo uno 
de los retos más importantes en el 
manejo de las AP. Esto se aplica 
no solo en las AP sino también en 
los CB. El estándar diseñado por 
Canet et ál. (2008) para CB plantea 
principios, criterios e indicadores 
prácticos y relevantes para este fin, 
y constituye un hito en la evolución 
de las herramientas de manejo para 
los CB en América Latina. Ante 
los compromisos señalados por el 
PTAP es clave la medición de la 
integridad ecológica y la viabilidad 
de las poblaciones de especies claves 
y de la efectividad de estrategias de 
conservación a nivel de los sistemas 
nacionales de conservación, como lo 
señalan Finegan et ál. (2008).

Hacia una visión integrada de 
la gestión de la biodiversidad
Desde el punto de vista de los 

autores, los siguientes elementos 
deberán ser incorporados en el ciclo 
de la planificación sistemática para 
la conservación de la biodiversidad.

Áreas funcionales de 
conservación
Dado el tamaño reducido de muchas 
AP, por lo menos en Costa Rica, 
existe la probabilidad de que muchas 
estén perdiendo poblaciones de 
aquellas especies más vulnerables 
a la reducción de su hábitat. Es 
probable que la mayoría de las AP 
no alcancen un tamaño suficiente 
como para ser consideradas libres 
del peligro de extinción de especies, 
o bien que no se den interferencias 
en los procesos ecológicos y evo‑
lutivos (Miller et ál. 2001). Resulta 
por lo tanto prioritario y urgente, 
el desarrollo e implementación de 
redes de territorios interconectados 
que permitan cumplir con los obje‑
tivos y metas de conservación, y que 
consideren en su diseño y planifica‑
ción las diferentes escalas espaciales, 
usos e intensidades de uso de la 
tierra (Poiani et ál. 2000, Bennett y 
Mulongoy 2006). Tales redes pueden 
denominarse áreas funcionales para 
la conservación (Poiani et ál. 2000), 
e integran AP, CB, paisajes domina‑
dos por diferentes usos de la tierra y 
áreas de amortiguamiento (Poiani et 
ál. 2000, Bennet y Mulongoy 2006). 
El reto es establecer estas áreas de 
gestión y dotarlas con los mecanis‑
mos institucionales necesarios para 
su implementación.

Gestión del conocimiento e 
investigación para la toma de 
decisiones
El modelo de conservación exis‑
tente ha tenido limitaciones en el 
aprendizaje para la gestión de los 
recursos naturales. Muchas de las 
organizaciones dedicadas a la con‑
servación de la biodiversidad tienen 
como objetivo generar y transferir 
información técnica y científica que 
fundamente, en forma comprensiva, 
la toma de decisiones. Este proceso 
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de toma de decisiones, desde el 
punto de vista de la gerencia social, 
se orienta a la solución de pro‑
blemas ‑proceso mediante el cual 
quienes toman decisiones valoran 
diferentes opciones para finalmente 
orientarse hacia un curso de acción 
que apunte a resolver o atenuar un 
problema determinado (Coronado 
et ál. 2007). Este proceso requiere 
de conocimiento para identificar sín‑
tomas, comprender causas y valorar 
acciones correctivas (Coronado et 
ál. 2007) para así generar organiza‑
ciones que modifiquen su accionar y 
se adapten a nuevas ideas y conoci‑
miento (Garvin 2003).

Ante un mundo cambiante ‑y 
para aprender y adaptarse a nuevos 
escenarios que traen los paradigmas 
actuales del desarrollo económico, 

político y social ‑, un sistema de AP y 
CB dentro de áreas funcionales para 
la conservación requiere de cono‑
cimiento y de enfoques de manejo 
adaptativos (Margoluis y Salafsky 
1998). Esto implica aprender de las 
experiencias exitosas y poco exi‑
tosas, reconocer la incertidumbre 
en el proceso del manejo y aceptar 
e incorporar cambios inesperados 
en el contexto dentro del cual se 
aplica el manejo. En este contexto, 
es indispensable que los diversos 
usuarios aprovechen la investiga‑
ción generada para la toma de deci‑
siones y así orienten la formulación 
de políticas públicas nacionales. La 
experiencia muestra que esto ha 
sido difícil; por lo general, los resul‑
tados de la investigación científica y 
del monitoreo han influido mínima‑

mente en el diseño e implementa‑
ción de estrategias de conservación. 
En consecuencia, es necesario desa‑
rrollar e institucionalizar modelos 
de gestión del conocimiento que 
permitan al personal de las insti‑
tuciones encargadas de la gestión 
de la biodiversidad, la generación 
y difusión del conocimiento como 
medio para mejorar el proceso de 
toma de decisiones.

Participación e integración de los 
grupos de interés
El papel central que tienen todos 
los grupos de interés es reconocido 
en los procesos de planificación e 
implementación de estrategias para 
la conservación de la biodiversi‑
dad, y se vuelve particularmente 
importante en la definición de los 
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Dado el tamaño reducido de muchas áreas de protección, por lo menos en Costa Rica, existe la probabilidad de que muchas 
estén perdiendo poblaciones de aquellas especies más vulnerables a la reducción de su hábitat
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objetivos de manejo y en los proce‑
sos de toma de decisiones (Knight 
et ál. 2005). Desde el punto de vista 
de la CBD, el PTAP identifica tres 
grandes retos que deben ser debida‑
mente abordados durante el proceso 
de planificación de sistemas de AP: 
a) la necesidad de ampliar los mode‑
los de gobernanza, b) la necesidad 
de mejorar y ampliar la participa‑
ción social y c) la distribución equi‑
tativa de costos y beneficios de las 
AP (Dudley et ál. 2005). 

En cuanto a los modelos de gober‑
nanza, parece inminente la necesidad 
de ampliar el espectro de modelos 
y mecanismos de gobernanza de las 
AP para que vayan más allá de los 
esquemas centralizados que dominan 
actualmente la gestión (Graham et 
ál. 2003). Dado que la protección y 
manejo de la biodiversidad afecta los 
intereses de muchos grupos interesa‑
dos, su involucramiento en el proceso 
de planificación es un elemento estra‑
tégico (Graham et ál. 2003). Otro 
reto mencionado es la necesidad de 
diseñar mecanismos para que los pro‑
cesos de manejo y toma de decisiones 
incorporen y respondan a los intere‑
ses de un amplio rango de grupos de 
interés, particularmente las comuni‑
dades locales que habitan alrededor 
de las AP (Worah 2002). Algunas 
experiencias en Costa Rica y otras 
parte de Mesoamérica muestran que 
los procesos participativos aseguran 
que la planificación se ajuste a los 
intereses y objetivos de la sociedad 
que gestiona la biodiversidad a con‑
servar; asimismo, estos esquemas pro‑
mueven planes más comprensibles, 
adaptados al lenguaje y la capacidad 
de interpretación de aquellos que 
tienen que ejecutarlos o que se ven 
afectados positiva o negativamente 
por ellos3 (Solís et ál. 2002). 

Finalmente, hay que asegurarse 
de que los costos y los beneficios 
generados por las AP se compartan 
en forma equitativa (Carrizosa et ál. 

2004). El establecimiento de mecanis‑
mos de compensación y distribución 
de beneficios, debido al estableci‑
miento o manejo de un AP, no es una 
tarea fácil. Igualmente compleja es la 
identificación de los grupos involu‑
crados que deben compensar costos 
o compartir beneficios; de hecho, este 
es, tal vez, uno de los mayores retos 
en la planificación de sistemas efecti‑
vos de áreas protegidas a nivel mun‑
dial (Dudley y Parrish 2005). Para 
un análisis sobre este último tema se 
recomienda consultar Carrizosa et ál. 
(2004).

Desarrollo de planes de 
implementación y planes 
financieros
Los diferentes instrumentos de 
planificación, como por ejemplo 
el análisis de vacíos o propuestas 
de monitoreo del sistema de AP, 
brindan buena información espacial 
de dónde deben concentrarse los 
esfuerzos de conservación, pero muy 
poca información sobre el modelo 
de manejo, los actores involucrados 
y los recursos necesarios para que 
los sitios identificados se conser‑
ven en forma efectiva (Knight et ál. 
2005). Es por esto que la estrategia 
de implementación de los planes 
debe incorporarse dentro del pro‑
ceso y construirse en conjunto con 
los grupos de interés o actores per‑
tinentes; sobre todo si estos actores 
se relacionan con la implementación 
de tales estrategias.

La planificación del sistema de 
AP, tal y como lo aborda el PTAP 
de la CBD, requiere, paralelamente, 
un desglose de los recursos necesa‑
rios para cumplir con los objetivos 
y metas de conservación definidos. 
Esta planificación integrada ‑no 
incluida en el marco conceptual de 
planificación sistemática propues‑
to por Margules y Pressey (2000) 
‑ es útil tanto para revisar el estado 
actual de las finanzas, como para 

el desarrollo de planes operativos 
anuales, el establecimiento de nece‑
sidades financieras y prioridades 
para los siguientes años (Emerton 
et ál. 2006). El estudio de caso 
brindado por Suárez et ál. (2008) es 
un buen ejemplo de planificación 
financiera para sistemas de áreas 
protegidas.

Integración a procesos 
intersectoriales
Los sistemas de AP están inmersos 
en una matriz de múltiples usos y 
escalas de intensidad de uso de la 
tierra y los CB que los unen son 
parte de esa matriz. Eso implica la 
inherente interacción de procesos 
biofísicos (p.e. el ciclo del agua), 
ecológicos (p.e. rutas migratorias) y 
antropogénicos (p.e. cambio de uso 
del suelo) que tienen un impacto 
directo o indirecto sobre los objeti‑
vos de conservación de las AP y los 
CB. La planificación sistemática de 
la conservación de la biodiversidad 
puede proveer información estraté‑
gica (p.e. priorización de sistemas 
ecológicos que deben conservarse, 
rutas críticas para el mantenimiento 
de la conectividad) que influya en 
los procesos regionales de plani‑
ficación del uso de la tierra. Por 
otra parte, esta información gene‑
rada puede también influir en las 
políticas de aquellas instituciones 
nacionales y regionales relacionadas 
con los procesos de ordenamiento 
territorial (p.e. municipalidades). 
Sin embargo, deben definirse meca‑
nismos formales para integrar esta 
información en los procesos de pla‑
nificación del uso de la tierra y el 
ordenamiento territorial. Además, 
deben definirse mecanismos para la 
concientización sobre la importancia 
del mantenimiento de procesos eco‑
lógicos a escalas regionales, así como 
el desarrollo de mecanismos legales 
e institucionales que respalden los 
procesos de toma de decisiones. 



12 Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

La planificación sistemática de 
la conservación: la experiencia 
de Costa Rica 
Costa Rica ha venido realizando 
esfuerzos de planificación de su sis‑
tema de áreas protegidas desde alre‑
dedor de 30 años. Muchas de sus AP 
no fueron necesariamente estableci‑
das bajo un marco de planificación 
sistemática, lo cual en buena parte 
coincidía con el poco desarrollo de 
los principios de la biología de la 
conservación y el nivel de conciencia 
ambiental del país en esos años. A 
partir de mediados de la década de 
1980 se iniciaron esfuerzos para apli‑
car instrumentos indispensables en 
la planificación sistemática, como el 
análisis de vacíos (García 1996). Los 

procesos actualmente en desarrollo 
en Costa Rica, sintetizados en el 
presente número de la RRNA, cons‑
tituyen la base para la planificación 
de la conservación a nivel nacional. 
La institucionalización de la clasifi‑
cación de los ecosistemas terrestres, 
junto con la información biológica 
recolectada por universidades y el 
Instituto Nacional de Biodiversidad 
(INBio), la actualización del análi‑
sis de vacíos de conservación en el 
componente terrestre y los análisis 
de vacíos de la representatividad de 
la biodiversidad en los sistemas de 
aguas continentales y marinos, los 
avances en cuanto a herramientas 
para el manejo de los corredores 
biológicos y la implementación del 

PROMEC‑CR ponen en evidencia 
el buen estado de avance y el poten‑
cial que tiene este enfoque de con‑
servación en el país. Paralelamente, 
se ha formalizado el seguimiento a 
la implementación de las recomen‑
daciones de dichos estudios a través 
de un programa permanente dentro 
del SINAC; así, a cuatro años plazo, 
se ha definido la ruta crítica que el 
país debe seguir para cumplir con 
las metas de conservación propues‑
tas (SINAC 2008). Los procesos de 
implementación incluyen la instau‑
ración dentro del SINAC de un 
programa nacional de CB, con el fin 
de fomentar el manejo y gestión de 
los CB del país y la oficialización del 
PROMEC‑CR. 
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El Mapa de Unidades 
Fitogeográficas está 

compuesto de unidades 
espaciales que comparten 

características en sus 
patrones de vegetación. Esta 

segregación divide el país 
en �� unidades, dos de las 

cuales pertenecen a la Isla del 
Coco. La representatividad de 
cada UF es variable a lo largo 
del territorio nacional; así por 
ejemplo, las “tierras bajas del 

río Tempisque” es la categoría 
más abundante, en tanto que 

las “laderas de los edificios 
volcánicos de Guanacaste”, 
los “páramos de la cordillera 

Volcánica Central”, las 
“laderas y zonas bajas de la 

península de Nicoya” y las 
“cimas de la península de 

Osa” son las más raras o de 
menores dimensiones.
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Resumen Summary
Se ofrece un nuevo sistema de clasificación de los 
sistemas ecológicos terrestres para Costa Rica. 
Se proponen 33 unidades fitogeográficas con su 
respectiva descripción. Las unidades fitogeográfi-
cas se definen por patrones florísticos, los cuales, 
para propósitos de su delimitación, son combina-
dos con factores abióticos.
Palabras claves: Ecología vegetal; ecosistema; 
vegetación; taxonomía; biogeografía; composición 
botánica, bosques, Costa Rica.

Phytogeographical units for the classifica-
tion of terrestrial ecosystems in Costa Rica. 
A new terrestrial ecosystem classification system 
for Costa Rica is presented. Thirty‑ three phytogeo-
graphic units are proposed; a detailed description 
of each unit is also offered. The phytogeographic 
units are defined on a floristic pattern basis, and 
for delimitation purposes, these patterns are com-
bined with abiotic factors.
Keywords: Plant ecology; ecosystem; vegetation; 
taxonomy; biogeographic; botanical composition.

Introducción

Los esfuerzos de clasificación 
de la vegetación en Costa 
Rica se iniciaron hace unos 

143 años. Durante el siglo XVIII 
se hicieron esbozos generales de 
la cobertura por medio de espe‑
cies o grupos de ellas para designar 
tipos particulares de vegetación. Sin 
embargo, no fue sino hasta el siglo 
XIX que el empleo de los elementos 
florísticos tomó mayor importancia 
para identificar regiones fitogeográ‑
ficas; entre los estudios más rele‑
vantes y detallados de esa época se 
destaca el de Wercklé (1909) sobre 
la subregión fitogeográfica costarri‑
cense. En 1969 se publicó el Mapa 
Ecológico de Costa Rica (Tosi 1969), 
basado en el concepto de zonas de 
vida de Holdridge (1967); a partir de 
ese momento cambia la concepción 
y se da mayor énfasis a los elemen‑
tos abióticos. En esa misma época 
se inicia también el movimiento de 
conservación en Costa Rica, con la 
creación de parques nacionales y 
reservas biológicas. A pesar de que 
estos dos últimos eventos se dieron 
casi al mismo tiempo, el desarrollo 
de ambas líneas de investigación ha 
ido en paralelo por muchos años y 
su integración es apenas de origen 
reciente.

Las contribuciones de Gómez 
(1986) y Herrera y Gómez (1993) 
proponen una concepción distinta 
sobre la clasificación de la vegeta‑
ción, ya que añaden otros elementos 
no considerados por el sistema de 
Holdridge. Uno de gran importancia 
es el número de meses secos o esta‑
cionalidad. La reciente publicación 
de un mapa de regiones botánicas o 
florísticas integra de nuevo los ele‑
mentos florísticos como elementos 
claves para el modelado de tipos de 
vegetación en el país, dando énfasis 
a patrones de composición (ver jus‑
tificación y descripciones en Zamora 
et ál. (2004). 

La presente propuesta de uni‑
dades fitogeográficas pretende dar 
seguimiento y ajuste a la propuesta 
de regiones florísticas, con el fin de 
alcanzar una mayor complementa‑
riedad con sistemas recientes como 
los ya mencionados. Nuestra meta 
es lograr una propuesta más evo‑
lucionada y práctica que asegure 
la conservación y funcionalidad de 
la biodiversidad representada en 
Costa Rica. Para estos efectos se 
procedió a hacer una fusión de 
ambas iniciativas para generar las 
“unidades fitogeográficas” como 
elementos de filtro grueso para los 
sistemas terrestres.

La definición de las unidades 
fitogeográficas parte de la premisa 
de que existen patrones de vegeta‑
ción determinados por un conjunto 
o porcentaje de elementos florísticos 
que, por su abundancia y distribu‑
ción, pueden ser utilizados como 
indicadores para identificar áreas o 
regiones (núcleo, de procedencia, 
de origen), desplazamiento (altitu‑
dinal, latitudinal) y dominancia en 
el espacio. A partir de tales identifi‑
caciones se logra delimitar patrones. 
El modelado de los patrones (o 
unidades) se define, entonces, por 
el comportamiento de la compo‑
sición florística como elemento de 
mayor significancia. No obstante, 
en la definición final se consideran 
factores abióticos como los regíme‑
nes de precipitación, la variación de 
la temperatura, el número de meses 
secos, la variación topográfica del 
terreno, los rangos altitudinales, los 
factores edáficos, y, en ocasiones, 
elementos geológicos.

El mapa actual es el resultado de 
un proceso que conjuga información 
de mapas y escritos de publicación 
reciente (Tosi 1969, Gómez 1986, 
Herrera y Gómez 1993, Zamora et 
ál. 2004). Además, como fuente de 
información primaria, se usó la base 
de datos Atta del Instituto Nacional 
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de Biodiversidad (INBio), la cual 
contiene cientos de registros de 
especies de plantas provenientes de 
más de 15.000 localidades o puntos 
de inventario de la flora del Costa 
Rica.

El proceso de análisis buscó lle‑
gar a una propuesta basada en fun‑
damentos científicos, pero que a la 
vez fuera sencilla, lógica y práctica 
para facilitar y guiar la conservación, 
protección, investigación y adminis‑
tración de la biodiversidad. El con‑
torno o “límite” de las unidades está 
definido, en la mayoría de los casos, 
por curvas de nivel (o gradiente 
altitudinal) o por un accidente geo‑
gráfico, como un río o cuenca ligada 
estrechamente a condiciones climá‑
ticas. A partir de un análisis vege‑
tacional previo, estos factores per‑

miten dibujar, grosso modo, dónde 
ocurren los cambios en la composi‑
ción florística. Los factores edáficos 
se han utilizado hasta el momento 
sólo para identificar áreas bajo la 
influencia de inundaciones o ane‑
gamiento, ya sea temporal o perma‑
nente. Este último factor ‑además 
de otros como nubosidad perma‑
nente, suelos calcáreos, aluvionales, 
etc. ‑ se ha empleado para dividir 
unidades en áreas más pequeñas, 
pero su unicidad siempre es guiada 
por la composición florística impe‑
rante. Las categorías de división 
deseadas son unidades, subunidades 
y polígonos o ecosistemas.

La propuesta de clasificación
El Mapa de Unidades Fitogeográficas 
(Fig. 1) está compuesto de unidades 

espaciales que comparten caracterís‑
ticas en sus patrones de vegetación. 
Esta segregación divide el país en 33 
unidades, dos de las cuales pertene‑
cen a la Isla del Coco. La descripción 
de cada una de las UF se encuentra 
en el Cuadro 1. La representatividad 
de cada UF es variable a lo largo del 
territorio nacional (Cuadro 2); así 
por ejemplo, las “tierras bajas del 
río Tempisque” (UF 06b) es la cate‑
goría más abundante, en tanto que 
las “laderas de los edificios volcá‑
nicos de Guanacaste” (UF 07b), los 
“páramos de la cordillera Volcánica 
Central” (UF 11a), las “laderas 
y zonas bajas de la península de 
Nicoya” (UF 12a) y las “cimas de la 
península de Osa” (UF 17a) son las 
más raras o de menores dimensiones 
(Cuadro 2).

Figura 1. Mapa de Unidades Fitogeográficas de Costa Rica



17Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

Cuadro 1. Descripción de las unidades fitogeográficas de Costa Rica

UF Descripción

01a. Llanuras de 
Guatuso, tierras 
bajas

Tierras bajas con topografía plana, 10-40 m, inundadas la mayor parte del año; esa condición de 
anegamiento tiene un efecto directo sobre la composición y estructura de la vegetación y provoca 
la formación de asociaciones de pocas especies que cubren extensiones significativas; la diversidad 
general de plantas es reducida.

01b. Llanuras de 
Guatuso, tierras 
elevadas

Tierras elevadas con topografía plano-ondulada o levemente irregular, entre 40-500 m, con una buena 
condición de drenaje de los suelos y ausencia de anegamiento permanente, lo cual disminuye la 
formación de asociaciones de especies a gran escala y permite el sustento de una vegetación más 
heterogénea o diversa.

02a. Llanuras 
de San Carlos, 
tierras bajas

Tierras bajas con topografía plana o ligeramente ondulada, 30-100 m, inundadas o semi-inundadas la 
mayor parte del año, con presencia de vegetación heterogénea en suelos de mejor drenaje y dispersas 
formaciones de asociaciones de especies en áreas influenciadas por el anegamiento.

02b. Llanuras 
de San Carlos, 
tierras elevadas

Tierras elevadas entre 100 y 500 m, con topografía mayormente ondulada a irregular, suelos en general 
con buen drenaje, con vegetación heterogénea y alta diversidad de plantas. Sotobosque con abundancia 
de palmas, mayor concentración en las elevaciones bajas de esta unidad. Esta subunidad cuenta con 
la más alta diversidad de plantas, con presencia de unos pocos elementos florísticos de bosques 
montanos, que refleja cambios e indica inicios de una unidad superior.

03a. Llanuras 
de Tortuguero, 
tierras bajas

Tierras bajas con topografía plana, entre 0-100 m, inundadas la mayor parte del año, lo que provoca la 
formación de extensas masas de bosque dominadas por unas pocas especies, en especial en aquellas 
áreas con inundación permanente. En general, esta condición de humedad de los suelos diminuye 
relativamente la diversidad de plantas y eleva la abundancia de unas pocas.

03b. Llanuras 
de Tortuguero, 
tierras elevadas

Tierras elevadas, entre 100 y 700 m, con topografía mayormente ondulada a irregular que provee un buen 
drenaje a los suelos y eleva la diversidad de plantas y la formación de una vegetación más heterogénea. 
Esta subunidad tiene una alta diversidad de plantas, con presencia de unos pocos elementos florísticos 
de bosques montanos, lo que refleja cambios e indica inicios de una unidad superior.

04a.Tierras bajas 
del Caribe Sur

Tierras bajas con topografía plana, de 0-100 m, con apariencia de llanura, permanecen inundadas la 
mayor parte del año, con presencia de asociaciones vegetales dominadas por unas pocas especies lo 
cual provoca una disminución general en la diversidad de plantas. Algunas áreas con un mejor drenaje 
albergan una vegetación más diversa y una estructura de bosque distinta.

04b. 
Estribaciones 
del Caribe de 
la cordillera de 
Talamanca

Tierras elevadas, entre 100 y 700 m, con topografía de ondulada a irregular que provee un buen drenaje 
a los suelos y eleva la diversidad de plantas o la formación de una vegetación más heterogénea. Esta 
subunidad cuenta con alta diversidad de plantas, con presencia de unos pocos elementos florísticos de 
bosques montanos, lo que refleja cambios e indica inicios de una unidad superior.

05a. Península de 
Santa Elena

Tierras con topografía irregular o quebrada, 0-719 m, con algunas áreas de llanuras de formación 
aluvional entremezcladas, principalmente en la desembocadura de ríos de mayor caudal. Alberga una 
vegetación propia de climas secos, en general caducifolia con elementos que se distribuyen en áreas 
áridas y subáridas, arbustiva, con sabanas arboladas y bosques de galería en las cuencas. Una pequeña 
muestra aislada de vegetación siempre verde con características de bosques nublados montanos 
aparece en la cima de mayor elevación (719 metros). Geológicamente, es uno de los sitios más antiguos 
de Centroamérica.

06a. Tierras bajas 
del Tempisque

Tierras bajas con topografía plana, 0-40 m, inundadas la mayor parte del año; esta condición de 
anegamiento por largos periodos y niveles de agua relativamente altos albergan una diversidad de 
plantas exclusiva de sitios lacustres o palustres; la condición topográfica y edáfica de esta subunidad 
restringe o provoca un aislamiento de la vegetación.

06b. Pie de 
monte de la 
cuenca del 
Tempisque

Tierras bajas con topografía plana a ondulada, de 40-600 m, incluye el pie de monte de las cordilleras 
de Guanacaste y Tilarán y lomas bajas del noroeste de la península de Nicoya, y se extiende al sur hasta 
el Valle Central occidental. Alberga una vegetación mayormente caducifolia, con pequeñas manchas de 
vegetación siempre verde o bosques de galería, en especial en áreas donde la capa de agua es más ele-
vada; así como sabanas arboladas en la parte noroeste limitadas por una formación edáfica especial. Su 
composición cuenta con un patrón de dominancia (mayor-menor) y distribución norte-sur a lo largo del 
litoral hasta el Pacífico central.

06c. Cerros 
cársticos de 
la cuenca del 
Tempisque

Cerros cársticos con topografía ondulada o irregular; formaciones calcáreas inmersas en una matriz gene-
ral de llanuras a su alrededor provocan un aislamiento de la vegetación que se asienta sobre este sustrato 
tan exclusivo en la región, varias especies de plantas están restringidas a esta condición edáfica.
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UF Descripción

07a. Laderas 
de los edificios 
volcánicos de 
Guanacaste

Tierras de laderas con topografía desde ondulada hasta quebrada, entre 600 y 1500 m por el Pacífico 
y 500-1500 m por el Caribe. Esta banda de elevación alberga una vegetación con características más 
húmedas por el lado Caribe y con un ligero efecto de estacionalidad por el lado pacífico. Su fisonomía en 
general es de vegetación compacta, con un sotobosque denso con muchos tallos. Modelada principal-
mente por factores climáticos como la neblina y fuertes vientos.

07b. Cimas de 
los edificios 
volcánicos de 
Guanacaste

Tierras de las cimas de los edificios volcánicos, arriba de los 1500 m, con topografía quebrada, vege-
tación bajo condiciones de humedad relativa alta constante o permanente la mayor parte del tiempo, 
lo que hace que su diversidad sea más o menos homogénea. Los pasos abruptos que separan estos 
edificios volcánicos también tiene un efecto en la particularidad de la flora que albergan dichas cimas. 
Su fisonomía, en general, es de vegetación compacta, con un sotobosque denso con muchos tallos. 
Modelada principalmente por factores climáticos como la neblina y fuertes vientos.

08a. Cordillera de 
Tilarán

Tierras de laderas con topografía ondulada a quebrada, a partir de los 800 m (por el Pacífico) y 500 m 
(por el Caribe). Por su condición de cordillera relativamente baja, de topografía general relativamente 
uniforme en toda su extensión, carece de pasos abruptos que le den una cierta “fragmentación”, lo cual 
incide en una vegetación, en la banda indicada, más o menos homogénea, con una fisonomía determina-
da por la nubosidad y fuertes vientos. En general esta cordillera es más húmeda y con menos estaciona-
lidad que la cordillera de Guanacaste.

08b. Cordillera 
Volcánica Central

Tierras de laderas con topografía ondulada a quebrada, a partir de los 1200 m (por el Pacífico) y 700 m 
(por el Caribe), hasta los 2900 m. En general es una cordillera más húmeda y menos afectada por fuertes 
vientos contrario a cordilleras anteriores con un ámbito altitudinal mayor. Su origen es volcánico reciente. 
Su vegetación, en especial hacia las partes más altas, presenta una mayor cantidad de elementos florísti-
cos montanos de origen suramericano o bien de mayor relación florística con la cordillera de Talamanca.

09a. Valle Central 
Occidental 
y Cerros de 
Turrubares

Tierras de baja elevación, con una combinación de topografía plana, ondulada a quebrada, su elevación 
está entre 700-1200 metros. Alberga una vegetación que resulta en una mezcla de elementos de distribu-
ción pacífico-costera, caducifolios a semi-caducifolios con elementos propios de elevaciones medias de 
la vertiente pacífica, en especial de distribución norte-sur y con un clima transicional provocado en mayor 
grado por efecto orográfico de la cordillera Central y estribaciones de la cordillera de Talamanca.

10a. Laderas del 
litoral Caribe de 
Talamanca

Laderas del litoral Caribe, con elevación entre 700 y 3000 metros, de topografía quebrada a muy que-
brada en casi toda su extensión. Esta región cuenta con una serie de pequeñas cordilleras o serranías 
de mediana elevación que corren más o menos en forma transversal o con dirección noreste y con dis-
minución de elevación progresiva hacia la costa Caribe. Aunque el gradiente altitudinal es muy amplio, 
se asume (por ausencia de suficiente información) que debido a esa variada topografía, se da un cambio 
gradual en la composición de la vegetación, lo cual hace difícil identificar límites discretos para subdividir 
el área en más subunidades. En general esta vertiente es más húmeda, dada su exposición directa a los 
vientos alisios del norte.

10b. Laderas del 
litoral Pacífico de 
Talamanca

Tierras de laderas del litoral Pacífico, con altitudes entre 1000 y 3000 metros, de topografía a quebrada. 
Esta unidad conforma una banda a lo largo de la cordillera que alberga una vegetación expuesta a una 
estacionalidad climática provocada por el efecto orográfico de la misma cordillera; además, el sistema 
montañoso que va paralelo a la costa (Fila Chonta, Dominical, Fila Cruces) y opuesto a esta subunidad 
captura la mayor parte de la humedad que proviene del Pacífico, favoreciendo aún más esta condición 
de estacionalidad y por ello varios elementos de las partes bajas alcanzan esta subunidad. Esta condi-
ción climática genera entonces una flora distinta, tanto en estructura como en composición de los bos-
ques.

11a. Páramos 
de la cordillera 
Volcánica Central

Tierras elevadas con topografía quebrada, entre los 2900-3432 metros de elevación, sometidas a bajas 
temperaturas o variaciones abruptas entre el día y la noche. Este factor, asociado con la elevación, con-
diciona el desarrollo y existencia de una flora con características parameras, no solo en su apariencia, 
sino en su composición. Además, su sustrato de origen volcánico, le da un carácter único en compa-
ración con su similar en la cordillera de Talamanca. La depresión del valle del Guarco y valle del río 
Reventazón separa la cordillera Volcánica Central de la cordillera de Talamanca.

11b. Páramos de 
Talamanca

Tierras elevadas de topografía ondulada, entre los 3300-3819 metros de altitud, sometidas a bajas tem-
peraturas o variaciones abruptas entre el día y la noche. Este factor, asociado con la elevación, condicio-
na el desarrollo y existencia de una flora achaparrada y arbustiva, de características y especies únicas. 
Por lo general, arriba de los 3500 m, la flora es constituida únicamente por musgos y líquenes; hay pre-
sencia de glaciación en algunos casos y no tiene sustrato volcánico.
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UF Descripción

12a. Laderas y 
zonas bajas de 
la península de 
Nicoya

Tierras bajas y laderas con topografía plano-ondulada a irregular, entre 0-700 metros de elevación. Su 
condición geológica de península relativamente estrecha bordeada por el océano y con un gradiente 
altitudinal relativamente amplio provoca la existencia de una vegetación de condiciones húmedas, espe-
cialmente hacia el flanco occidental.

12b. Cimas de 
la península de 
Nicoya

Tierras elevadas o cimas de la península, arriba de los 700 metros de altitud, con topografía plano ondu-
lada o irregular; la cima alberga una vegetación cuya fisonomía y composición está determinada en 
mayor grado por factores climáticos como niebla y viento, dándole características de bosque nuboso.

13a. Llanuras de 
Parrita

Tierras o llanuras con topografía plana del litoral Pacífico, mayormente de formación aluvional, de 0-40 
m, con frecuencia inundadas o afectadas por el movimiento de las mareas. La mayor parte del área 
alberga una vegetación de tipo palustrino o de ambientes estuarinos.

13b. 
Estribaciones 
occidentales de 
la cordillera de 
Talamanca

Tierras de laderas bajas, con topografía plano-ondulada a ondulada, entre 40 y 700 metros de altitud. 
Dada su proximidad con la costa alberga una vegetación con características húmedas, donde un porcen-
taje de las especies, en especial las arbóreas, son caducifolias. Esta región, por su posición central en el 
litoral Pacífico, representa un punto donde se conjugan elementos florísticos de la vegetación caducifolia 
del Pacífico noroeste y vegetación de climas más húmedos del Pacífico suroeste.

14a. Fila Chonta

Tierras de elevaciones medias, entre 600-1700 metros de elevación, de topografía quebrada, básica-
mente conformada por estribaciones de la cordillera de Talamanca. Presenta una combinación climática 
influenciada por el clima caliente costero y de neblina proveniente de la cordillera de Talamanca; proba-
blemente esta característica climática hace que elementos florísticos montanos ocurran a elevaciones 
relativamente bajas y, a la vez, elementos florísticos de bosques muy húmedos de elevaciones bajas 
ocurran a elevaciones relativamente altas. Dada la cercanía de esta fila con la costa, la cual corre paralela 
a la fila, y la característica climática antes mencionada, se genera una flora muy particular que la convier-
te en una unidad distinta.

15a. Valle del 
General

Tierras con topografía plano-ondulada, conformada principalmente por la cuenca del río Grande de 
Térraba, con elevaciones de entre 300 a 1000 metros. La sombra orográfica, causada por la cordillera de 
Talamanca al noreste y la fila costeña al sur, encierra este valle provocando un clima más seco, lo que 
permite la formación de una vegetación semi-caducifolia, de sabanas arboladas y parches de bosques 
muy húmedos, con una composición única y con varios elementos florísticos restringidos a esa unidad.

16a. Valle del 
Coto Brus

Tierras de elevaciones medias desde 400 a 1000 metros, conformado principalmente por las cuencas de 
los ríos Coto Brus y Cotón. Delimitado por la cordillera de Talamanca al norte y la Fila Costeña sureña al 
sur. Florística y geomorfológicamente, es una extensión del Valle de General, pero con un clima menos 
estacional y una combinación de especies de plantas de distribución sureña y más de elevaciones 
medias (800-1000 m), así como algunos elementos endémicos importantes.

17a. Cimas de la 
península de Osa

Tierras elevadas, de topografía quebrada, comprende las cimas de la península, arriba de los 500 m 
hasta los 745 m. Estas cimas presentan una condición climatológica especial, principalmente de niebla, 
que permite la formación de bosques nubosos a baja elevación; contienen un número considerable de 
elementos montanos que se entremezclan con los elementos propios de la zona núcleo, lo que crea una 
composición única dentro de esta unidad.

17b. Laderas 
de Osa y filas 
Costeña, Cruces 
y Cal

Tierras de laderas, con topografía ondulada a quebrada, con elevaciones de 40 a 500 metros. Incluye la 
vegetación al interior de la península, punta Burica y las filas Costeña sur, Cruces y Cal. Esta unidad está 
definida por el patrón de vegetación núcleo al interior de la península, cuyos elementos han tomado apa-
rentemente tres rutas de distribución, norte hacia las filas citadas, latitudinalmente en sentido noroeste 
a través de la costa y latitudinalmente en sentido sur y suroeste. La incorporación de las filas indicadas 
exige una mayor evaluación.

17c. Llanuras de 
la península de 
Osa

Tierras bajas con topografía plana a plano-ondulada, de 0-40 m, mayormente de formación aluvional, 
permanente o temporalmente inundadas; vegetación lacustre, palustre o con una estructura y composi-
ción a menudo dominada por unas pocas especies, en especial en el estrato arbóreo.
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Cuadro 2. Abundancia (ha) de las unidades fitogeográficas de Costa Rica

UF Extensión (ha) UF Extensión (ha)

11a 1966.88 17c 154554.86

17a 2799.56 08b 157996.50

12a 3528.33 15a 164698.97

07b 3588.55 13b 172491.15

11b 20795.76 03b 181456.45

06c 24660.91 12b 223789.50

14a 43475.41 02a 229139.80

13a 48720.45 06a 231126.68

05a 54641.17 08a 251997.16

16a 74036.83 10b 257632.55

04a 82069.56 01b 291649.68

01a 92509.46 17b 331824.47

04b 125072.21 03a 401348.54

02b 128979.11 10a 420430.63

09a 133392.28 06b 639534.73

07a 150385.70

Comentario final
El fin último de la presente propues‑
ta es que sea utilizada como una base 
científica para la planificación del 
uso y protección de la biodiversidad 
del país. En este mismo número de la 
RRNA se ofrecen dos trabajos adi‑
cionales sobre el mismo tema (Arias 
et ál. 2008 y Finegan et ál. 2008, en 
este mismo número de la RRNA). 
No obstante, y como es de esperarse, 
esta propuesta deberá ser actualizada 
conforme se recolecte más informa‑
ción de campo. Asimismo, todavía es 
necesario hacer algunos ajustes en los 
límites entre algunas UF, finalizar la 
fase de documentación y la nomen‑
clatura del mapa. Nuestra meta es 
ofrecer bases científicas para la plani‑
ficación y manejo de la biodiversidad 
con un mayor grado de precisión 
para mejorar los procesos de toma 
de decisiones.
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Identificación de vacíos en la 
representatividad de ecosistemas 

terrestres en el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas de Costa Rica

Elvis Arias�, Oscar Chacón�, Gustavo 
Induni3, Bernal Herrera-F4, Heiner 
Acevedo5, Lenin Corrales6, James R. 
Barborak7, Mario Coto8, José Cubero9, 
Pia Paaby�0

El análisis de vacíos es 
una herramienta crítica 

que permite, en su fase 
de implementación, el 
fortalecimiento de los 

esfuerzos dentro de un 
sistema administrativo de 

conservación, a partir del cual 
se debe realizar un proceso 
de planificación sistemática 

que permita el logro de 
metas de conservación 

establecidas. Este enfoque 
ayuda, entonces, a valorar 
si las actuales estrategias 

de manejo contribuyen 
al mantenimiento de la 
biodiversidad o si, por 
el contrario, más bien 

contribuyen a erosionar las 
poblaciones y/o procesos 

ecológicos sujetos a 
conservación.
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Resumen Summary
En el año 1996 se realizó el primer análisis de 
necesidades para el mantenimiento y conserva-
ción de la biodiversidad en Costa Rica. Durante los 
últimos diez años se ha generado gran cantidad 
de información nueva y más detallada, incluyendo 
una clasificación de los ecosistemas, que permiti-
ría la revisión y actualización de las prioridades de 
conservación en el país y la orientación en la toma 
de decisiones. El objetivo del presente artículo es 
presentar una propuesta de conservación a nivel 
nacional que permita que el sistema nacional de 
áreas protegidas, a través de procesos de pla-
nificación a corto, mediano y largo plazo, proteja 
muestras representativas y viables de la biodiver-
sidad del país.
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
conservación de la naturaleza; biodiversidad; eco-
sistema; política ambiental; planificación; corredor 
biológico; uso de la tierra.

Gap identification in terrestrial ecosystem rep-
resentation within the Costa Rican National 
System of Protected Areas. Costa Rica’s first 
national‑level gap analysis was undertaken in 
1996, in order to determine needs for the adequate 
conservation of biodiversity nationwide. Since then, 
additional information has been generated, includ-
ing a more detailed national classification system 
for ecosystems, which has facilitated a revision 
and updating of national biodiversity conservation 
priorities. This article offers the results of this new 
analysis of in-situ biodiversity conservation pri-
orities for Costa Rica. Through a short‑, medium‑, 
and long‑run planning process representative and 
viable biodiversity samples are going to be kept 
and protected.
Keywords: Wild protected areas; nature con-
servation; biodiversity; ecosystem; environmental 
policy; planning; biological corridors; land use.

Introducción 

Costa Rica cuenta con un 
sistema de áreas protegi‑
das que abarca alrededor 

del 25% del territorio, producto 
de un esfuerzo sostenido del país 
por más de cuatro décadas para 
proteger su biodiversidad (Obando 
2002, SINAC 2007). A pesar de este 
esfuerzo, muchas de las áreas pro‑
tegidas del país son pequeñas, cada 
vez más aisladas y rodeadas por 
áreas alteradas (Sánchez‑Azofeifa 
et ál. 2003); la conectividad, diver‑
sidad altitudinal y diversidad eco‑
lógica, necesarias para mantener 
a largo plazo la funcionalidad de 
los ecosistemas y la viabilidad de 
muchas poblaciones de especies, 
tampoco son las más adecuadas 
(Parrish et ál. 2003). La dinámica 
en el cambio de uso puede ser de tal 
magnitud que se pongan en peligro 
muestras únicas de ecosistemas o 
poblaciones que deberían, por su 

importancia nacional o regional, ser 
protegidas (Scott et ál. 1989).

El análisis de vacíos se ha iden‑
tificado como un método efectivo 
para determinar qué biodiversidad, 
en sus diferentes niveles de orga‑
nización biológica, no está siendo 
debidamente conservada dentro de 
una red de áreas protegidas o por 
medio de otras medidas de con‑
servación a largo plazo (Scott et 
ál. 1989, Dudley y Parrish 2005). 
Este análisis es una herramienta 
crítica que permite, en su fase de 
implementación, el fortalecimiento 
de los esfuerzos dentro de un siste‑
ma administrativo de conservación, 
a partir del cual se debe realizar un 
proceso de planificación sistemáti‑
ca que permita el logro de metas 
de conservación establecidas. Este 
enfoque ayuda, entonces, a valorar 
si las actuales estrategias de manejo 
contribuyen al mantenimiento de la 
biodiversidad o si, por el contrario, 

más bien contribuyen a erosionar las 
poblaciones y/o procesos ecológicos 
sujetos a conservación (Dudley y 
Parrish 2005).

En Costa Rica, si bien en años 
anteriores hubo varias propuestas 
para consolidar el sistema nacional 
de áreas protegidas, no fue sino hasta 
1996 que se realizó el primer análisis 
basado principalmente en principios 
de biología de la conservación y en 
necesidades para el mantenimien‑
to y adecuada conservación de la 
biodiversidad (García 1996). Este 
estudio (conocido como GRUAS I) 
tuvo como objetivo asegurar la con‑
servación de al menos el 90% de la 
biodiversidad del país (García 1996), 
usando los macrotipos de vegetación 
como indicadores de la biodiversi‑
dad (Gómez y Herrera 1986). Este 
esfuerzo culminó con la definición 
de una estrategia de conservación 
que proponía nueve macrotipos de 
vegetación (adicionales a los 22 ya 



2�Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

existentes en ese entonces dentro 
de los parques nacionales y reservas 
biológicas). La idea era expandir las 
áreas protegidas existentes e incluir 
otros ocho macrotipos de vegeta‑
ción mediante esfuerzos de con‑
servación en la propiedad privada. 
Adicionalmente, Powell et ál. (2000) 
presentaron un análisis preliminar 
de vacíos basado en la representati‑
vidad de las zonas de vida en el siste‑
ma nacional de áreas protegidas, de 
acuerdo con el sistema de clasifica‑
ción de Holdridge (1967). Asimismo, 
Kohlmann et ál. (2007) elaboraron 
un análisis de vacíos, utilizando la 
riqueza de especies y endemismos en 
zonas de vida a partir de la distribu‑
ción de escarabajos coprófagos como 
indicadores de biodiversidad. 

Diez años después de GRUAS 
I, solo se ha logrado implementar el 
12% de la superficie total propuesta 
para la ampliación de parques nacio‑
nales y reservas biológicas (conser‑
vación estatal), y 11,3% de la super‑
ficie propuesta para conectividad 
mediante iniciativas de conservación 
privada (SINAC 2006b). Para el año 
2007, el 29,94% de la superficie 
nacional continental y el 0,09% de 
la extensión marina se encontraban 
bajo alguna categoría de protección 
(SINAC 2006a, SINAC 2007).

Durante los últimos diez años se 
ha generado en Costa Rica una gran 
cantidad de información detallada, 
incluyendo una clasificación de los 
ecosistemas (Zamora 2008), que 
permitiría la revisión y actualización 
de las prioridades de conservación 
en el país y la orientación en la 
toma de decisiones. Ante esta nueva 
realidad, –y a partir del enfoque de 
manejo adaptativo – se propone un 
nuevo esfuerzo para evaluar el grado 
de representatividad de la biodiver‑
sidad bajo del sistema nacional de 
áreas de conservación, utilizando la 
metodología del análisis de vacíos 
como herramienta principal.

El objetivo del presente artícu‑
lo es presentar una propuesta de 
conservación a nivel nacional que 

permita que el SINAC, a través de 
procesos de planificación a corto, 
mediano y largo plazo, proteja mues‑
tras representativas y viables de la 
biodiversidad del país. Esta propues‑
ta se complementa con un análisis 
de rutas de conectividad, la cual se 
detalla en Arias et ál. (2008, en este 
mismo número de la RRNA).

El proceso metodológico para la 
identificación de vacíos constó de las 
siguientes etapas generales (Dudley 
y Parrish 2005):
a. Definición de los elementos de 

la biodiversidad. Los elementos 
focales de la biodiversidad bus‑
can representar la gama completa 
de biodiversidad. Para lograr esta 
representatividad, se utilizó una 
clasificación a nivel de sistemas 
terrestres (i.e. un enfoque de filtro 
grueso). Adicionalmente, se inclu‑
yeron en el análisis la distribución 
potencial o presencia de algunas 
especies que, por su estado de 
conservación, exigen una conside‑
ración especial (ver detalles más 
adelante). Para cumplir con este 
paso se preparó un mapa que con‑
tiene la descripción de las unida‑
des fitogeográficas (UF) del país, 
el cual es una combinación de 
la clasificación por macrotipos de 
vegetación, propuesta por Gómez 
y Herrera (1986), y la clasificación 
de regiones florísticas propuesta 
por Hammel et ál. (2003).

 Las UF son unidades geográfi‑
cas que comparten características 
similares en sus patrones de vege‑
tación (Zamora 2008). En el país, 
se determinaron 33 unidades, dos 
de las cuales pertenecen a la Isla 
del Coco; estas no se consideran 
en el presente análisis pues la 
totalidad de la superficie terrestre 
de la isla está bajo una categoría 
de manejo estricto. La descripción 
de cada una de las UF se ofrece 
en Zamora (2008, en este mismo 
número de la RRNA).

 Adicionalmente, con el fin de 
garantizar su representatividad 
en el sistema de áreas silvestre 

protegidas (ASP), se incluyeron 
en el análisis las especies global‑
mente amenazadas (Lista Roja 
de la UICN 2006), las especies 
endémicas y las cuatro especies 
señaladas, para Costa Rica, como 
prioridad mundial por la Alianza 
para Cero Extinción (Alliance for 
Zero Extinction s.f.). Los taxones 
analizados fueron: aves, anfibios, 
reptiles y mamíferos, para un total 
de 68 especies. Para las plantas 
(principalmente árboles) se usó la 
lista generada por Estrada et ál. 
(2005), quienes emplearon varios 
criterios de análisis (presencia en 
Lista Roja de UICN, endemis‑
mo, etc.) para definir especies de 
alta preocupación (40 spp.); en 
total se seleccionaron 108 especies 
vegetales. Para todas estas espe‑
cies se utilizó el área de distribu‑
ción potencial para determinar si 
las poblaciones existen dentro de 
las áreas cubiertas por el sistema 
nacional de áreas protegidas.

b. Definición de las metas de con-
servación. Las metas, definidas en 
un taller de consulta con expertos, 
responden en última instancia a 
la pregunta: ¿cuánto es necesario 
conservar para lograr una 
viabilidad ecológica (poblaciones 
de especies) o una integridad 
ecológica tal que la biodiversidad 
permanezca al menos durante los 
siguientes 100 años? (Groves et 
ál. 2002). Las metas de conser‑
vación se definen con base en las 
características biológicas, ecológi‑
cas y evolutivas que una especie, 
una comunidad, una asociación 
de comunidades o un ecosistema 
requiere para su mantenimiento 
en el tiempo y en el espacio. Tanto 
la integridad ecológica de los sis‑
temas ecológicos (i.e. UF), como 
la viabilidad de las poblaciones 
de especies se pueden medir por 
medio de tres componentes: el 
tamaño (área o número de indi‑
viduos), la condición (estado o 
salud) y el contexto paisajístico 
(Parrish et ál. 2003).
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 Las metas establecidas a partir 
de las UF varían con el grado de 
representación que cada una tiene 
en el territorio nacional. Así, se 
estableció que el área mínima a 
conservar deberá ser de 10.000 ha 
en fragmentos no menores a 1000 
ha. Adicionalmente, esta meta no 
deberá corresponder a menos del 
10% ni más del 30% del total de 
la UF respectiva. El hecho de fijar 
un área mínima de 10.000 ha, en 
fragmentos tan compactos y cer‑
canos a las ASP como sea posible, 
tiene como fin formar bloques de 
hábitat lo más extensos posible 
para mejorar la disponibilidad de 
hábitat para aquellas especies de 
amplios requerimientos espacia‑
les. No obstante, debe recalcarse 
que esta posibilidad podría resul‑
tar limitada por el estado de frag‑
mentación y tamaño de los parches 
remanentes (Sánchez‑Azofeifa et 
ál. 2003).

 A pesar de que se pudieron definir 
ámbitos de distribución para las 
108 especies de flora y fauna, no 
fue posible obtener información 
relacionada con el tamaño, la con‑
dición y el contexto paisajístico 
que permitiera definir la viabili‑
dad de las poblaciones y su con‑
secuente meta de conservación. 
Por eso se utilizaron los objetos 
de filtro fino como criterio de 
priorización entre las ocurrencias 
de filtro grueso (ver acápite e).

c. Valoración de la integridad ecoló-
gica. Para los elementos de la bio‑
diversidad seleccionados se valoró 
el estado de salud de cada una 
de las ocurrencias tanto dentro 
como fuera de las ASP. Las ocu‑
rrencias de las UF consideradas 
en los cálculos de cumplimiento 
de meta son todas aquellas que 
tengan una integridad ecológica 
buena o muy buena. Inicialmente, 
entre los especialistas nacionales 

y técnicos del proyecto se llegó 
al consenso de que todas aque‑
llas ocurrencias de las UF que 
se encuentren dentro de las ASP 
pertenecientes a las categorías de 
manejo I y II ‑según definición de 
UICN (García 2002)‑ y con tama‑
ños de parche mayores a 1000 ha 
cumplen con los criterios de buena 
“condición” y “tamaño” (Parrish 
et ál. 2003). La valoración de la 
integridad ecológica, en este caso, 
está sustentada en un supuesto, 
aunque existe evidencia de la rela‑
ción entre el mantenimiento de la 
integridad ecológica y la capacidad 
de gestión en las áreas protegidas 
(Bruner et ál. 2001).

d. Análisis de las áreas silvestres pro-
tegidas. Para determinar el esta‑
do legal de la conservación de la 
biodiversidad a nivel nacional se 
ha recopilado la información que 
corresponde a las ASP en todas las 
categorías de manejo establecidas 
dentro del sistema nacional de 
ASP (SINAC 2006a), las reservas 
privadas, las fincas con pago por 
servicios ambientales y las fincas 
con servidumbre ecológica. En 
total, se determinaron doce dife‑
rentes regímenes de conservación 
en el país; para facilitar su análisis 
e interpretación, tales regímenes 
se han agrupado de acuerdo al 
nivel de restricción de las activida‑
des humanas y la temporalidad de 
dichas restricciones. Así, las tierras 
con mayores niveles de restric‑
ción para la extracción de recursos 
naturales se ubican en el grupo de 
las estrictamente protegidas y/o 
permanentes (categorías de mane‑
jo I, II y III de UICN). Las tierras 
que poseen algunas limitaciones 
pero se permite la extracción de 
recursos corresponden al grupo 
de tierras parcialmente protegidas 
(categorías de manejo IV, V y VI 
de UICN) y, finalmente; las tierras 

cuyas restricciones se establecen 
por contrato y por periodos cor‑
tos o relativamente cortos (≤10 
años), se agruparon como tierras 
temporalmente protegidas, dado 
que una vez terminado el contrato 
se eliminan las restricciones al uso 
de la biodiversidad. Es importante 
aclarar que el término “parcial‑
mente protegido” no hace alusión 
al alcance jurídico del régimen de 
protección o al grado de cumpli‑
miento de sus objetivos de crea‑
ción. 

e. Jerarquización de las ocurren-
cias en el espacio territorial para 
la propuesta de vacíos. Una vez 
seleccionadas todas las ocurren‑
cias que cumplieron con la meta 
de conservación y la integridad 
ecológica, se procedió a establecer 
un orden jerárquico de los mismos. 
El criterio utilizado es el valor de 
importancia (VI), que se define 
por la sumatoria de los indicado‑
res: tamaño de parche, presencia 
de especies endémicas, presencia 
de especies de importancia “espe‑
cial”, valor agregado por la pre‑
sencia de zonas de recarga acuífe‑
ra, valor agregado por la presencia 
de terrenos con capacidad de uso 
de la tierra en las categorías VII y 
VIII11 y sistemas ecológicos prio‑
ritarios de agua dulce. El proceso 
de jerarquización permite generar 
una propuesta de ocurrencias que 
cumplen con el criterio escogido, 
para incorporarlas como elemen‑
tos de la biodiversidad adicionales 
al sistema de ASP de Costa Rica. 
Así, se seleccionan las ocurrencias 
con un VI >8, siendo 13 el valor 
máximo. 

Resultados 
La Fig. 1 muestra la localización 
de cada una de las ocurrencias que 
conforman el portafolio de vacíos en 
la representatividad de las UF en el 

11  Estas categorías incluyen tierras que por sus características biofísicas (pendiente, fertilidad del suelo, condiciones climáticas...) limitan seriamente la 
producción agrícola o pecuaria y deben dedicarse al manejo forestal (categoría VII) o la protección absoluta de los recursos naturales (categoría VIII) (MAG-
MIRENEM 1994).
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sistema nacional de ASP. No todas 
las UF se encuentran representadas 
en las ASP permanentes, con las 
condiciones de área total remanente 
y fragmentación máxima aceptable. 
Mediante una aproximación a los 
parches de UF, tanto dentro de las 
ASP con protección permanente, 
parcial o temporal (áreas privadas) 
como fuera de las mismas, y con una 
fragmentación de hasta 1000 ha se 
puede establecer lo siguiente: 
1. Es posible lograr el cumplimiento 

del 100% de la meta en 11 UF12:
a. En cinco UF (10a, 10b, 11b, 17a, 

17b), la meta se alcanza con sólo 
los fragmentos disponibles en el 
sistema de ASP con protección 
permanente.

b. En cuatro UF (01a, 03a, 04b, 
08b), la meta se alcanza si se 
incluyen fragmentos >1000 ha 
disponibles en las ASP con pro‑
tección parcial. Las ASP con 
protección temporal (áreas pri‑
vadas) no contribuyen al cum‑
plimiento de la meta de ninguna 
de las UF.

c. En dos UF adicionales (03b, 
07a), la meta se alcanza si se 
incluyen fragmentos >1000 ha 
disponibles en las ASP, en áreas 
de protección parcial y en pre‑
dios actualmente no protegidos.

d. Los fragmentos escogidos para 
llenar los vacíos de conserva‑
ción de estas 11 UF correspon‑
den a parches con valores de 

importancia >8. La totalidad del 
área de esta propuesta alcanza 
68.868 ha.

2. Para 13 UF el cumplimiento de la 
meta es <100% debido a la baja 
disponibilidad de fragmentos de 
>1000 ha.
a. Hay diez UF (01b, 02a, 02b, 04a, 

06a, 06b, 08a, 12b, 13b, 14a) 
donde es posible ubicar parches 
>1000 ha para el cumplimiento 
de la meta de representativi‑
dad ecosistémica en forma par‑
cial (<100%). Tales fragmentos 
suman 53.926,76 ha.

b. Para el cumplimiento parcial de 
las metas en estas diez UF es 
necesario incorporar todos los 
parches disponibles >1000 ha. 

Figura 1. Vacíos en la representatividad de la biodiversidad de Costa Rica utilizando como indicador de biodiver-
sidad las unidades fitogeográficas propuesta por Zamora (2008)

12  Ver detalles sobre la descripción de cada una de estas unidades en Zamora (2008, en este mismo número de la RRNA).
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Por lo tanto, hay parches con 
valores de importancia desde 5 
o más. El déficit actual en área 
total para lograr el cumplimien‑
to del 100% de las metas de 
estas diez UF es de 214.454 ha.

c. Para alcanzar el 100% de cum‑
plimiento en estas UF es necesa‑
rio recurrir a parches >500 ha y 
establecer programas de restau‑
ración y recuperación. Todavía 
es posible encontrar parches 
>500 ha para estas diez UF.

d. Hay tres UF (05a, 06c, 17c) 
donde la meta se circunscribe 
a los parches >1000 ha que se 
encuentran dentro del sistema 
de ASP permanentes. Fuera del 
sistema no hay fragmentos dis‑
ponibles de >1000 ha; solamente 
para la UF 17c hay fragmentos 
de >500 ha. Las UF 05a y 06c 
tienen vegetación remanente en 
el territorio nacional, pero para 
su restauración o recuperación 
ecológica se deberán usar par‑
ches pequeños (<500 ha) y dis‑
persos.

3. La 07b, 11a, 12a y 17a son UF que, 
en su totalidad, no sobrepasan las 
3600 ha en todo el país y, natural‑
mente, en parches que no llegan 
a las 1000 ha. Por su representa‑
tividad natural han sido definidas 
como “raras” por lo que su meta 
ecológica ha sido elevada a 100%.

4. Además, hay cuatro UF (9a, 13a, 
15a, 16a) para las que del todo 
no hay parches >1000 ha (0% 
de cumplimiento de la meta de 
representatividad ecosistémica 
establecida), ni dentro ni fuera del 
sistema de ASP con protección 
permanente. Estas UF están suma‑
mente deterioradas y fragmenta‑
das por lo que podrían catalogarse 
como en peligro de extinción en 
Costa Rica. Es necesario realizar 
esfuerzos para la restauración y 
recuperación de estas UF usan‑
do los fragmentos <1000 ha que 
aún quedan dispersos en el país. 
Únicamente de las UF 09a y 11a se 
encuentran parches >500 ha. De 

las demás, aunque existe cobertu‑
ra remanente, los fragmentos son 
aún más pequeños.

El vacío en los esfuerzos de con‑
servación, determinado con las 31 
UF presentes en el territorio conti‑
nental de Costa Rica y ajustándose 
de manera estricta a la meta de con‑
servación establecida, alcanza un 
total de 283.322,30 ha. Actualmente, 
las áreas protegidas públicas y pri‑
vadas cubren el 29,94% (1.529.945 
ha) del territorio (SINAC 2007). Si 
se suma el área definida con esta 
propuesta, se aumentaría a 35,48%. 

Discusión
Algunas de las propuestas de vacíos 
de representatividad de la biodi‑
versidad terrestre han basado sus 
resultados en el sistema de clasifica‑
ción de zonas de vida de Holdridge 
(i.e. Powell et ál. 2000 y Kohlmann 
et ál. 2007). Sin embargo, tal y como 
lo reconocen estos últimos autores, 
este sistema tiene algunas limitacio‑
nes relevantes, las cuales son abor‑
dadas con la clasificación propuesta 
para el presente análisis (i.e. unida‑
des fitogeográficas, Zamora 2008). 

Un análisis de vacíos en la repre‑
sentatividad debería, en forma ideal, 
basarse en datos de distribución 
actual de todas las especies; en este 
sentido, el trabajo de Kohlmann et 
ál. (2007) significa un estudio pio‑
nero para el país. Sin embargo, la 
disponibilidad de este tipo de datos 
es escasa en regiones tropicales, por 
lo que resulta casi imposible realizar 
un análisis de este tipo basado en un 
enfoque de especies. Por esta razón, 
en el presente trabajo se usaron 
enfoques de filtro grueso (Dudley 
y Parrish 2005), de tal forma que 
estos indicadores de biodiversidad 
capturen los elementos más finos 
(especies). Este mismo enfoque ha 
sido utilizado en otros análisis simi‑
lares a nivel mundial (Powell et ál. 
2000, Dudley y Parrish 2005, Dietz 
y Czech 2005).

Desde el punto de vista estricto 
del tamaño mínimo, en las 31 UF 

continentales consideradas la suma‑
toria total de hábitat remanente es 
superior al mínimo de 10.000 ha 
fijado por la meta. No obstante, se 
necesita más información científica 
para determinar el tamaño mínimo 
adecuado para cada una de las UF; 
en consecuencia, se deberá imple‑
mentar un monitoreo sistemático 
para probar esta hipótesis. Cuatro 
de las UF evaluadas (07b, 11a, 12a, 
17a) tienen una representación en el 
territorio menor de 10.000 ha, por lo 
que los sistemas ecológicos que las 
conforman son únicos y deberían de 
protegerse al 100%. Además de los 
factores ecológicos mencionados, y 
dado el grado de fragmentación 
de los ecosistemas existentes en el 
país, en el diseño y planificación 
de un sistema de áreas protegi‑
das deben contemplarse elementos 
relacionados con procesos ecológi‑
cos; entre ellos, la dispersión, inter‑
cambio genético y recolonización 
luego de extinciones locales (Fahrig 
y Merriam 1994, Bennett 1998. Esto 
es de particular importancia si se 
espera conservar muestras funcio‑
nales de la biodiversidad (Poiani et 
ál. 2000). 

Este análisis ha sido abordado 
mediante el diseño de rutas de 
conectividad entre áreas protegidas 
(Arias et ál. 2008, en este mismo 
número de la RRNA) y se comple‑
menta con el enfoque de manejo 
integrado de paisajes. Los análisis 
de vacíos no solamente incluyen la 
identificación de muestras faltantes 
de biodiversidad en los sistemas 
nacionales de áreas protegidas. Es 
necesario también identificar los 
vacíos en el componente adminis‑
trativo e institucional de las áreas 
protegidas; asimismo, es necesario 
un análisis detallado de la integri‑
dad ecológica de los principales 
ecosistemas del país, el cual no ha 
sido abordado en forma estricta 
en el presente trabajo. Un plan 
de implementación debería de ser 
parte integral de cualquier análisis 
de vacíos, y debería articularse con 
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la propuesta de redes ecológicas de 
conectividad. Por los efectos del 
cambio climático, es muy posible 
que se modifiquen los rangos de 
distribución de especies y de uni‑
dades fitogeográficas, y la composi‑
ción de las especies de flora y fauna 
dentro de cada unidad. Por esta 
razón, el próximo estudio de análi‑
sis de vacíos en el sistema de áreas 
protegidas de Costa Rica deberá 
necesariamente tomar en cuenta 
los resultados de estudios de moni‑
toreo de movimiento latitudinal 
y altitudinal de especies y UF, así 
como proyecciones y escenarios a 
futuro del impacto del cambio cli‑
mático sobre la distribución de los 

ecosistemas y elementos especiales 
de la fauna y flora. Otro elemen‑
to crítico a considerar, dados los 
tamaños de los fragmentos encon‑

trados de las diferentes UF, son 
los esfuerzos específicos dirigidos 
a la restauración de los sistemas 
ecológicos. 
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El propósito de esta iniciativa 
es hacer que los sitios de 
conservación propuestos 
se constituyan en zonas 

núcleo que orienten 
la conservación de la 

biodiversidad dulceacuícola 
general o funcional a escala 

de paisaje. Esto es posible si 
se promueve el uso sostenible 

de los recursos acuáticos 
mediante la implementación 

de los principios del 
manejo integrado de los 

recursos acuáticos, y si se 
incorporan lineamientos 

para el mantenimiento de la 
resiliencia de los ecosistemas 
frente a cambios ambientales 

a corto y largo plazo; las 
poblaciones viables de 

especies nativas en patrones 
naturales de abundancia y 
distribución, y los procesos 

ecológicos y evolutivos 
“saludables”, tales como 

regímenes de perturbación, 
procesos hidrológicos, ciclos 
de nutrientes e interacciones 

biológicas.
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El análisis de los vacíos de conservación en Costa 
Rica se realizó entre 2006‑2007. Dicho análisis 
permitió ordenar espacialmente los elementos de 
la diversidad en los sistemas de aguas continenta-
les y cuantificar su integridad ecológica y su repre-
sentatividad. La biodiversidad fue clasificada hasta 
el nivel de sistemas ecológicos; las metas ecológi-
cas fueron establecidas hasta el nivel de unidades 
ecológicas de drenaje (UED) como mecanismo de 
duplicación o sustitución para enfrentar los efectos 
impredecibles del cambio climático. Los objetos 
de conservación fueron los sistemas lénticos, los 
sistemas lóticos y las especies endémicas de 
peces. El sistema de conservación actual cubre 
23 tipos de sistemas lénticos (3 quedan sin repre-
sentación). En el ámbito de las UED, la propuesta 
actual de conservación se compone de 44 cuer-
pos de agua. Para los sistemas lóticos, las ASP 
cubren 47, de los 64 tipos existentes en el país; 
aunque únicamente 23 cumplen con la meta esta-
blecida. La propuesta de conservación alcanza los 
41 tipos de sistemas lóticos en 471,24 km lineales 
de cauces. Entre las especies de peces endémi-
cas, cinco requieren un total de 440 km lineales o 
456 km2 en área de drenaje mínima para lograr la 
meta ecológica establecida.
Palabras claves: áreas silvestres protegidas; 
conservación de aguas; manejo de cuencas; 
biodiversidad; ordenación de tierras; ecología de 
agua dulce.

Gaps in biodiversity conservation efforts in 
Costa Rican continental waters. The gap analy-
sis for freshwater biodiversity conservation in Costa 
Rica was done in 2006‑2007. This analysis spatially 
identified conservation objects, quantified the eco-
logical integrity and determined their representation 
in the current National System of Conservation 
Areas. Biodiversity was classified at the ecological 
system level and ecological goals established at the 
ecological drainage unit (EDU) level as a duplication 
or substitution mechanism to adjust for the unpre-
dictable effects of climate change. The conserva-
tion objects were lentic systems, lotic systems and 
endemic fish species. The current conservation 
system in Costa Rica contains 23 types of lentic 
systems; leaving 3 unrepresented. For EDUs, the 
conservation proposal contains 44 water bodies. 
Of the existing 64 lotic systems found in Costa 
Rica, there are 47 types represented within the 
national wildlife protected areas system; although 
only 23 complied with the established ecological 
goals. The new conservation proposal includes 41 
lotic system types in 471.24 km. The gap analysis 
showed that, among the 18 endemic fish species, 
only five require a conservation proposal on a total 
of 440 km or 456 km2 in direct drainage area.
Keywords: Wild protected areas; water conserva-
tion; watershed management; biodiversity; fresh-
water ecology.

Introducción

Costa Rica forma parte de 
Mesoamérica, una de las 
34 regiones del mundo con 

más alta diversidad de especies, 
en general, y de especies endé‑
micas, en particular (Conservation 
International 2007). La alta hetero‑
geneidad fisiográfica de Costa Rica 
da como resultado una enorme 
cantidad de especies terrestres (+ 
500.000) por unidad de superficie; 

en consecuencia, se espera que la 
diversidad de sistemas ecológicos 
de agua dulce sea igualmente alta. 
Ya desde el siglo pasado era eviden‑
te esa percepción de una diversidad 
relativamente alta de especies y de 
ecosistemas terrestres, la cual resul‑
tó en esfuerzos de conservación 
desde 1963. Poco más de cuatro 
décadas después, en abril de 2006, 
el 26,2% de la superficie continental 
nacional y el 0,09% de la extensión 

marina se encontraban bajo alguna 
categoría de protección (SINAC 
2006). A pesar de esta relativa larga 
historia conservacionista, los estu‑
dios realizados para dirigir estos 
esfuerzos no han incluido en forma 
sistemática a la diversidad biológica 
de los sistemas ecológicos de aguas 
continentales. Ante el rápido desa‑
rrollo territorial, económico, social 
y cultural es indispensable conocer 
la identidad y distribución de toda 
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la biodiversidad, con el fin de dise‑
ñar el ordenamiento territorial más 
adecuado para su conservación. 

Esta inquietud de ordenamiento 
territorial no es nueva. En 1995‑96, 
se hizo el primer análisis de nece‑
sidades para la adecuada conserva‑
ción de la biodiversidad por parte 
del proyecto GRUAS I (Propuesta 
técnica de ordenamiento territorial 
para la conservación de la biodiver‑
sidad de Costa Rica), cuyo objetivo 
era asegurar la conservación de al 
menos el 90% de la biodiversidad 
del país (García 1996). Sin embargo, 
en dicho estudio no se considera‑
ron los sistemas marinos ni los de 
agua dulce (o continentales) (INBio 
2008). Para ese entonces, la infor‑
mación disponible sobre los ele‑
mentos que componen la diversidad 
biológica dulceacuícola era pobre; 
únicamente se conocía información 
biogeográfica sobre peces (Bussing 
1987, 1998). Diez años después se 
generó una propuesta para la clasi‑
ficación de los sistemas ecológicos 
lóticos y lénticos de Centroamérica 
(TNC 2007). Con esta clasificación 
ha sido posible analizar las aguas 
continentales desde un punto de 
vista geográfico e identificar no sola‑
mente su ubicación espacial sino 
su representatividad en el ámbito 
territorial. 

Los crecientes cambios antropo‑
génicos, aunados a los impredecibles 
cambios climáticos a nivel global, 
constituyen una creciente amena‑
za para los ecosistemas del mundo, 
entre los cuales, los sistemas de 
aguas continentales son posiblemen‑
te los más vulnerables (Smakhtin  
et ál. 2004). Costa Rica no escapa 
a esta realidad crítica. Ante esta 
inminente problemática nacional es 
indispensable analizar los elementos 
de la biodiversidad en cuanto a su 
distribución en el espacio nacional y 
representatividad y, asimismo, dise‑
ñar los esfuerzos necesarios para su 
adecuada conservación.

El objetivo de este trabajo fue 
determinar los vacíos existentes en 
los esfuerzos de conservación en 
Costa Rica. Esto implica la ubica‑
ción espacial de los elementos de 
la diversidad biológica, la cuanti‑
ficación de la integridad ecológica 
de cada una de las ocurrencias de 
los elementos de la biodiversidad y, 
finalmente, la cuantificación de la 
proporción de cada sistema que se 
encuentra bajo alguna forma de con‑
servación. Aquellos elementos de la 
biodiversidad que no se encuentran 
adecuadamente representados en la 
red de áreas protegidas se definen 
como los “vacíos” en el sistema de 
conservación de Costa Rica.

Metodología
En Costa Rica es posible definir 
cuatro ecorregiones dulceacuícolas2 
y trece unidades ecológicas de dre‑
naje (UED) (Calderón et ál. 2004). 
Las ecorregiones corresponden a 
una estratificación del territorio que 
engloba procesos de orden evolutivo 
donde fue posible identificar even‑
tos vicarísticos y tectónicos que han 
definido la biodiversidad en esas 
áreas (Olson et ál. 1998). Las UED 
se definen con base en la identifica‑
ción de elementos que determinan 
procesos de orden ecológico (clima, 
geología, inundaciones...) por lo que 
una sola UED puede o no estar defi‑
nida por una sola cuenca (Higgins et 
ál. 2005). El estudio de TNC (2007) 
permitió identificar las prioridades 
para la conservación de la biodi‑
versidad en aguas continentales, a 
partir de un conjunto de localidades 
propuestas que aseguren el manteni‑
miento de una meta de alcance eco‑
rregional. Adicionalmente, con el 
objetivo de aumentar las probabili‑
dades de conservación ante eventos 
de cambio climático, se definieron 
metas de conservación al nivel de las 
UED como un mecanismo de repli‑
cación y sustitución ante los efectos 
impredecibles del cambio climático.

La propuesta de conservación se 
debe fundamentar en el cálculo de 
las metas ecológicas deseables que 
permitan mantener el estado de las 
poblaciones y la integridad ecológi‑
ca de los sistemas. Entonces, para 
los objetos de conservación usados 
(sistemas lénticos, sistemas lóticos y 
especies) deberemos establecer esta 
información cuantitativa. Se espera 
que la meta permita la conservación 
de los atributos que mantienen a 
las especies, las comunidades y los 
macrohábitats que, a su vez, definen 
a cada uno de los sistemas ecológi‑
cos. De manera complementaria, es 
importante conocer el estado de las 
poblaciones y su integridad ecológi‑
ca como medida óptima de prioriza‑
ción en la escogencia de las ocurren‑
cias que conformarán la propuesta 
de conservación.

El proceso metodológico usado 
para identificar los vacíos de conser‑
vación fue el ‘gap analysis’, o análi‑
sis de vacíos (Scott et ál. 1993), el 
cual se fundamenta en información 
sobre la distribución de especies 
plasmada en mapas; estos mapas se 
comparan con los de las áreas de 
conservación existentes para iden‑
tificar los vacíos en los esfuerzos de 
conservación. En el caso de los eco‑
sistemas de agua dulce, esta meto‑
dología es difícil de aplicar por la 
ausencia de mapas de distribución 
de especies. Sin embargo, usando 
los métodos de clasificación de los 
sistemas de agua dulce es posible 
el ordenamiento conceptual de la 
diversidad biológica en el espacio 
geográfico. Para el presente trabajo 
se usó información generada por 
varios trabajos piloto que han sido 
ejecutados para identificar sitios de 
conservación, además de los últimos 
avances en la metodología “gap” 
para sistemas acuáticos (ver, p.e., 
Frissell et ál. 1986, Moyle y Ellison 
1991, Rosgen 1994, Angermeier y 
Schlosser 1995, Maxwell et ál. 1995, 
Higgins et ál. 1998).

2 Abell et ál (2008). Comunicación escrita que acompaña el “Mapa de las ecorregiones de aguas continentales en Latinoamérica”.
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Los sistemas lénticos
El inventario de cuerpos de agua 
realizado a nivel centroamericano 
(OSPESCA ‑ PREPAC 2005) per‑
mitió identificar 510 cuerpos de 
agua en Costa Rica, incluyendo 
lagunas costeras y sistemas artifi‑
ciales (embalses y reservorios). El 
presente análisis de vacíos excluye 
todos los sistemas lénticos costeros, 
así como los artificiales y los erró‑
neamente ubicados. En total que‑
dan, entonces, 308 sistemas para el 
análisis. La gran mayoría de estos 
sistemas son pequeñas lagunetas; 
la clasificación detallada fue rea‑
lizada y descrita por TNC (2007). 
Los 26 tipos de sistemas ecológicos 
lénticos presentes en Costa Rica 

(Fig. 1) fueron descritos en deta‑
lle en SINAC (2007a). La meta 
de conservación establecida para 
los sistemas ecológicos lénticos es 
“uno de cada tipo en cada una de 
la UED; se exceptúan los sistemas 
de origen glacial, donde la meta es 
el 100%. La medición de la inte‑
gridad ecológica de los sistemas 
lénticos se hizo mediante criterios 
indirectos3 como indicadores de su 
estado, hasta tanto no conozcamos 
cada uno de los cuerpos de agua y 
podamos establecer esta caracterís‑
tica intrínseca del sistema. Los cri‑
terios fueron analizados, ajustados 
y avalados con la experiencia de un 
grupo de expertos centroamerica‑
nos (TNC 2007).

Los sistemas lóticos
En Costa Rica es posible establecer 
al menos 48.796 km de sistemas 
ribereños o lóticos (SINAC 2007b), 
los cuales se clasifican en 64 siste‑
mas ecológicos (Fig. 2). La meta 
de conservación para estos sistemas 
ecológicos debe definirse en lon‑
gitud y de acuerdo a la abundan‑
cia o representatividad en el país. 
La experiencia usada se basa en el 
estudio de TNC (2007) en el cual 
se adecuó una propuesta usada por 
Higgins y Bryer (2000), resumida en 
el Cuadro 1. La integridad ecológica 
de cada una de las ocurrencias de 
sistemas ecológicos lóticos que hay 
en el país se calculó en el trabajo a 
nivel centroamericano (TNC 2007) 

Figura 1. Sistemas ecológicos lénticos de Costa Rica: Ecorregión Estero Real-Tempisque, Ecorregión Térraba-
Coto, Ecorregión San Juan, Ecorregión Isthmus Caribbean.

� Población humana, cobertura natural y longitud de carreteras en área de drenaje; presencia de tilapia y cobertura de plantas acuáticas superiores en espejo 
de agua.
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usando criterios indirectos4. Para 
este análisis de vacíos se utilizaron 
los mismos valores de meta propues‑
tos y la integridad ecológica como 
medida de priorización.

Las especies
Las especies usualmente han sido 
utilizadas como elementos para la 
conservación con alta prioridad, 
particularmente cuando se tiene 
información sobre el estado decre‑
ciente de sus poblaciones y su uni‑
cidad geográfica (p.e. endemismo). 
Entre los grupos de especies acuá‑
ticas como anfibios, reptiles, mamí‑
feros, insectos acuáticos, peces y 
plantas acuáticas presentes en los 
ecosistemas acuáticos continentales 

de Costa Rica se encontraron 65 
especies endémicas y/o incluidas en 
las listas rojas de UICN (SINAC 
2007b). Con el objetivo de identifi‑
car si los esfuerzos de conservación 
en Costa Rica las protegen adecua‑
damente, es necesario conocer su 
ámbito de distribución espacial. Sin 
embargo, la información disponible 
al respecto es prácticamente inexis‑
tente, excepto para los peces de 
aguas continentales (Bussing 1998). 
Dicho autor determinó 18 especies 
endémicas de peces, ninguna de 
las cuales tiene un comportamiento 
migratorio. 

Las propuestas de conservación 
que respondan a una meta ecológi‑
ca a nivel de especie es un asunto 

muy delicado, ya que usualmente 
se inicia con el 10% de su área 
de distribución; luego, por medio 
de un monitoreo cercano se debe 
ajustar la propuesta, en caso de 
que esa área no cubra los espa‑
cios necesarios para mantener al 
menos los procesos de alimenta‑
ción y reproducción. La viabilidad 
de las poblaciones de las 18 espe‑
cies endémicas de peces no fue cal‑
culada por restricciones de tiempo 
y falta de información detallada. 
Se recomienda hacer los ajustes 
necesarios a nivel de área de con‑
servación, en caso de que haya 
poblaciones con mejores caracte‑
rísticas de viabilidad poblacional 
que las propuestas.

4 Población humana en área de drenaje inmediata al cauce, longitud de carreteras en área de drenaje inmediata, número de intersecciones de carreteras sobre 
el cauce analizado, cobertura natural en área de drenaje y ubicación de represas.

Figura 2. Sistemas ecológicos lóticos de Costa Rica
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Elementos de priorización e 
identificación de vacíos
La escogencia de los mejores ejem‑
plos de sistemas lóticos y lénti‑
cos que permitan el cumplimiento 
de la meta establecida se basó en 
los siguientes criterios: a) unici‑
dad (si es el único en la UED, 
este es el escogido); cuando hay 
más de un representante, se escoge 
aquel sistema que: b) tiene especies 
endémicas, c) tiene baja o ausente 
cobertura de plantas acuáticas, d) 
no tiene tilapia. e) En igualdad de 
condiciones, se escoge el que pre‑
senta el espejo de agua mayor. La 
información relacionada con estos 
criterios no se encuentra disponible 
en forma sistemática para todos 
los cuerpos de agua en Costa Rica, 
por lo que es importante mante‑

ner en mente que la aplicación 
de estos criterios usa la informa‑
ción disponible en el inventario 
del OSPESCA ‑ PREPAC (2005) 
y el “criterio de expertos” recaba‑
do durante el proceso de consulta 
para la definición de la propuesta 
de conservación. 

La escogencia de las ocurrencias 
para el cumplimiento de la meta y 
llenado de vacíos de conservación 
se hizo con base en 1) la propues‑
ta generada a nivel ecorregional 
(TNC 2007), 2) los cauces con una 
integridad ecológica muy buena o 
buena, 3) la cercanía a un área 
silvestre protegida y 4) el criterio 
de expertos. En algunos casos fue 
necesario incluir algunas ocurren‑
cias con una integridad ecológica 
regular, lo cual deberá ser toma‑

do en cuenta en el diseño de las 
estrategias de conservación, de tal 
manera que se contemplen algunos 
lineamientos de restauración. 

Resultados
Al comparar la ubicación de los sis‑
temas lacustres con las áreas silves‑
tres protegidas, se encontró que el 
sistema nacional de áreas silvestres 
protegidas (ASP) incluye 23 tipos 
de sistemas ecológicos lénticos; úni‑
camente quedaron desprotegidos 
tres formaciones: 1) el sistema de 
profundidad >10 m (lago), ubicado 
entre 300 y 1000 msnm, de ori‑
gen volcánico y de funcionamiento 
abierto; 2) el sistema de profundi‑
dad <10 m y <1 km2 en espejo de 
agua (laguneta), ubicado a una ele‑
vación entre 1000 y 2700 msnm, de 
origen glacial y de funcionamiento 
cerrado o endorreico, y 3) el sistema 
de profundidad <10 m y <1 km2 en 
espejo de agua (laguneta), ubicado 
a una elevación entre 300 y 1000 
msnm, de origen tectónico y de fun‑
cionamiento cerrado o endorreico. 
Al aplicar la meta al nivel de UED, 
el cumplimiento se alcanza con una 
propuesta de 44 cuerpos de agua 
(Fig. 3, Cuadro 2).

Cuadro 1. 
Metas de conservación propuestas para las categorías de abundancia 
de sistemas ecológicos presentes en Costa Rica 

Longitud total (km) Categoría de abundancia Meta propuesta (%)

< 25 Rara 50

26 - 250 Poco común 20

251 - 2500 Común 10

> 2500 Muy común 5

Fuente: TNC (2007)

En Costa Rica, la identificación de los vacíos en los esfuerzos de conservación de la biodiversidad de las aguas continentales 
se encuentra en proceso de consolidación y constituye un elemento básico para el establecimiento de prioridades
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En lo que se refiere a los ríos, 
al realizar el análisis dentro de las 
áreas silvestres protegidas se encon‑
tró que de los 64 tipos de sistemas 
ecológicos lóticos existentes en el 
país, sólo 47 están presentes en las 
ASP y únicamente 23 cumplen con 
la meta ecológica establecida. Por 
ello, la propuesta de conservación 
incluye representantes de los 41 
tipos de sistemas ecológicos lóticos 
y cubre un total de 471,24 km linea‑
les de cauces y 1223 km2 en áreas de 
drenaje (Fig. 3). 

Las ASP de CR mantienen a 13 
especies endémicas5 de Costa Rica 
en un 10% o más de su distribu‑
ción espacial. Las restantes cinco 

especies endémicas (Archocentrus 
myrnae, Bryconamericys terrabae, 
Phallychthis quadripunctatus, 
Poeciliopsis paucimaculata y Rivulis 
glaucus) no alcanzan el 10% dentro 
del sistema de ASP. La propuesta de 
conservación para estas cinco espe‑
cies es sencilla de identificar ya que A. 
myrnae y P. quadripunctatus, por un 
lado, y B. terrabae, P. paucimaculata 
y R. glaucus, por otro, coinciden en 
ámbito de distribución (Fig. 3) con 
un total de 440 km lineales y 456 km2 

en área de drenaje.
La conservación de la biodi‑

versidad en los sistemas de aguas 
continentales en Costa Rica se 
encuentra en proceso de consoli‑

dación; para ello, el establecimien‑
to de la Política de Humedales de 
Costa Rica (MINAE/UICN 2001) 
y el desarrollo de la Estrategia 
de Conservación y Uso Racional 
de los Humedales en Costa Rica 
(MINAE 2005, MINAET en prensa) 
son herramientas de gran valor. La 
identificación de los vacíos en los 
esfuerzos de conservación de la bio‑
diversidad de las aguas continentales 
constituye un elemento básico para 
el establecimiento de prioridades. 
Hasta el momento, el escenario de 
la biodiversidad acuática continen‑
tal ha sido vago, ya que se ha defi‑
nido únicamente por la presencia 
de biodiversidad asociada, como las 

Figura 3. Propuesta para la conservación de sistemas ecológicos lénticos, lóticos y especies endémicas de peces

5 Archocentrus sajica, Astatherus diques, Brachyrhaphis olomina, B. rhabdophora, Gobiesox potamius, Hyphessobrycon savagei, Nannorhamdia lineada, 
Piabucina boruca, Priapichthys annectens, Pseudocheirodon terrabae, Pterobrycon myrnae, Rivulus fuscolineatus y Romboides ilseae.
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aves y mamíferos acuáticos, más que 
por especies y grupos estrictamente 
acuáticos. Una clasificación de esta 
diversidad biológica y su ubicación 
espacial permitirá, por primera vez, 
diseñar programas de monitoreo 
específicos para la evaluación de 
los esfuerzos dirigidos a su con‑
servación (p.e. Programa Nacional 
de Monitoreo Ecológico Terrestre 
(PROMEC) SINAC 2007a).

Para el caso de los ecosiste‑
mas acuáticos no es posible ‑ni 
práctico ‑ proteger todas las tie‑
rras de las cuencas que contienen 
los elementos de conservación. El 
mantenimiento de estos sistemas 
en buen funcionamiento impli‑
ca la conservación de la conecti‑
vidad hidrológica (Pringle 2001); 
sin embargo, las estrategias para 
lograrlo varían considerablemente 

de aquellas disponibles para los sis‑
temas ecológicos terrestres. Por lo 
tanto, el propósito de esta iniciativa 
de análisis es hacer que los sitios de 
conservación propuestos se consti‑
tuyan en zonas núcleo que orienten 
la conservación de la biodiversidad 
dulceacuícola general o funcional 
a escala de paisaje (i.e. cuenca) 
(Angermeier y Winston 1999). Esto 
es posible si se promueve el uso 

Cuadro 2. 
Propuesta de conservación usando la meta para los sistemas ecológicos lénticos por  
Unidad Ecológica de Drenaje en Costa Rica (41 + � lagunas de origen glaciar -Morrenas 1, 2, �)

Ecorregión UED Meta Número de ocurrencias dentro de 
las áreas silvestres protegidas Propuesta

San Juan

Los Guatusos-
Cocibolca 7 7 0

San Carlos 1� 12 1. Laguneta María Aguilar y/o Río Cuarto

Caribe 1� 7 (los sistemas de origen glaciar 
tiene la meta del 100%)

1. Laguna Lancaster
2. Laguna Bonillita
�. Laguneta Limoncito
4. Laguneta Morrenas 0, 2, � y 4
5. Laguneta Cóncovas
�. Laguna Ayil
7. Laguna del Colombiano
8. Laguneta Zent
9. Laguneta Salvadora

Estero Real-
Tempisque

Santa Elena 4 4 0

Nosara 4 1
1. Laguneta Lagarto
2. Laguneta Cangrejal
�. Laguneta Tortugal

Nicoya 2 0 1. Salinas de Lepanto
2. Sin nombre

Tempisque 7 �

1. Laguna Estero Blanco
2. Laguneta Peje
�. Laguneta Mogote
4. Laguna Limón

Puntarenas � 0
1. Laguneta Santolar (Punta Morales)
2. Laguneta Arancibia
�. Laguneta Ramírez

Tárcoles � 0

1. Laguna Grande
2. Laguna Hule
�. Lagunas Quebrada Estero
4. Laguna Vueltas La Chanchera
5. Laguna Coyote
�. Laguneta Fraijanes

Térraba Coto

Quepos 7 4
1. Laguneta Térraba
2. Laguna Pochotal
�. Laguna Negra

Térraba 8 4

1. Zoncho (Julia)
2. Laguneta Larga
�. Sin nombre
4. Laguna Ultyum

Osa 7 4
1. Laguneta Valle Azul
2. Laguneta Río Abrojos
�. Laguneta Tigre 

Isthmus Caribbean Sixaola 7 4
1. Laguna Shebei-Telire
2. Laguneta Gandoca Sixaola
�. Laguneta Aria (Sand Box)
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sostenible de los recursos acuáti‑
cos mediante la implementación de 
los principios del manejo integra‑
do de los recursos acuáticos, y si 
se incorporan lineamientos para el 
mantenimiento de: 1) la resiliencia 

de los ecosistemas frente a cambios 
ambientales a corto (antropológi‑
cos) y largo plazo (cambio climá‑
tico); 2) las poblaciones viables de 
especies nativas en patrones natu‑
rales de abundancia y distribución, 

y 3) los procesos ecológicos y evolu‑
tivos “saludables”, tales como regí‑
menes de perturbación, procesos 
hidrológicos, ciclos de nutrientes e 
interacciones biológicas (Abell et 
ál. 2007).
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La presente propuesta debe 
necesariamente integrarse 

con otros instrumentos y 
procesos de planificación del 
uso de la tierra, con el fin de 

proponer un manejo integrado 
del territorio que satisfaga 
múltiples necesidades de 

la población. Esto también 
implica un fortalecimiento de 

las estructuras institucionales 
relacionadas y un mayor 

trabajo intersectorial entre las 
instancias encargadas de la 

gestión de la biodiversidad en 
el país. Es necesario además 
realizar una revisión detallada 

de los corredores biológicos 
existentes con el fin de 

priorizar y canalizar esfuerzos 
y recursos nacionales en 

función de las nuevas 
propuestas y prioridades 

establecidas.
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Resumen Summary
El proceso de fragmentación puede resultar en 
una pérdida del hábitat, una reducción del área de 
los parches remanentes y un creciente aislamiento 
de los mismos, con la consecuente pérdida de 
especies a escala local y regional, y la aparición 
de cambios en los ensamblajes de fauna y en los 
procesos ecológicos. La fragmentación también 
puede impedir la dispersión hacia hábitats más 
apropiados como respuesta al cambio climático. 
Dados los procesos de pérdida de hábitat y 
fragmentación que ha experimentado Costa 
Rica en las últimas décadas, y aprovechando la 
disponibilidad de nueva información y avances 
en el conocimiento biológico sobre el país, el 
presente trabajo presenta los resultados de 
una iniciativa interinstitucional para preparar una 
propuesta actualizada de redes de conectividad 
estructural para el Sistema Nacional de Áreas de 
Conservación de Costa Rica.
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
corredor biológico; fragmentación del bosque; bio-
diversidad; conservación de la naturaleza; paisaje; 
ecología; uso de la tierra.

Connectivity networks as a basis for biodi-
versity conservation planning: a proposal for 
Costa Rica. Fragmentation can result in habitat 
loss, reduction in size and increasing isolation of 
remaining habitat patches, with consequent loss 
of species at local and regional scales, as well as 
changes in faunal assemblages and ecological 
processes. Fragmentation can also impede the 
ability of species to shift to more appropriate habi-
tats in response to climate change. For more than 
30 years, Costa Rica has strived to conserve its 
biodiversity through the design and implementation 
of proposals to maximize ecological connectivity 
among protected areas. In response to continu-
ing loss and fragmentation of habitat over the past 
several decades, and utilizing new information 
and biological knowledge, this paper presents an 
updated proposal for improved structural connec-
tivity for the National System of Protected Areas of 
Costa Rica.
Keywords: Wild protected areas; biological cor-
ridors; forest fragmentation; biodiversity; nature 
conservation; landscape; ecology; land use.

Introducción

La pérdida de bosques tro‑
picales es la primera causa 
de disminución de la biodi‑

versidad en el mundo. Ante esta 
situación, desde hace varias décadas, 
países como Costa Rica han diseña‑
do sistemas de áreas protegidas con 
el objetivo de conservar el mayor 
remanente posible de biodiversidad 
(SINAC 2006). Aparentemente, esta 
estrategia ha funcionado, pues entre 
1960 y 1997, no se encontraron evi‑
dencias de pérdida de cobertura en 
las áreas protegidas del país, al menos 
en las categorías de manejo I y II de 
la UICN (Sánchez‑Azofeifa et ál. 
2003). Sin embargo, en sitios alejados 
de las áreas protegidas (>1 km), se 
encontraron tasas de deforestación 
significativas para el mismo periodo 

de estudio. Esto implica que el país 
ha sufrido un incremento en el aisla‑
miento de sus áreas protegidas y, por 
lo tanto, de los remanentes de hábitat 
en los paisajes no protegidos.

El proceso de fragmentación 
puede resultar en una pérdida del 
hábitat, una reducción de su tama‑
ño y un creciente aislamiento del 
mismo (Bennett 1998); en conse‑
cuencia, aumenta la pérdida de 
especies a escala local y regional 
y los cambios en los ensamblajes 
de fauna y en los procesos ecológi‑
cos (p.e. relaciones predador‑presa, 
competencia, dispersión de propá‑
gulos (Bennett 1998). También se 
dificulta la migración y dispersión 
hacia hábitats más apropiados, 
como respuesta al cambio climático 
(Kappelle et ál. 1999). 

Una estrategia mundialmente apli‑
cada es el diseño de rutas de conecti‑
vidad que reduzcan el impacto de los 
cambios mencionados anteriormente 
(Bennett 1998, Bennett y Mulongoy 
2006). La conectividad se relaciona 
con el acceso de las diferentes especies 
a todos los hábitats y recursos necesa‑
rios para completar sus ciclos de vida, 
así como con la capacidad de movi‑
miento en caso de cambios abruptos 
en factores ecológicos (Primack et ál. 
1998, Kappelle et ál. 1999). Además 
del área dinámica mínima, la compo‑
sición y estructura de los elementos 
de la biodiversidad y los regímenes 
ambientales y de disturbio natural, 
la conectividad es otro atributo clave 
para el mantenimiento de la funciona‑
lidad de los ecosistemas (Poiani et ál. 
2000, Parrish et ál. 2003). 
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Es poco probable que el man‑
tenimiento de la biodiversidad se 
consiga únicamente a través de 
áreas protegidas ‑especialmente en 
aquellos casos que, como en Costa 
Rica, la mayoría de las áreas pro‑
tegidas son relativamente peque‑
ñas y rodeadas de ‘límites duros’ y 
ambientes alterados como campos 
agrícolas, pastizales, zonas urba‑
nas y turísticas (Finegan et ál. en 
prensa). Más bien, la probabilidad 
de mantener la biodiversidad se 
maximiza en el tanto se cuente con 
una red de hábitats intercomunica‑
dos que mantenga la conectividad 
de los procesos ecológicos y las 
poblaciones de especies (Noss 2003, 
Bennett y Mulongoy 2006).

En este sentido, parece claro 
que para el mantenimiento de los 
procesos ecológicos y poblaciones 
de especies, la planificación sistemá‑
tica y estratégica es indispensable. 
Esto es especialmente relevante, 
sobre todo, en paisajes vulnerables 
al impacto humano o donde la inte‑
gridad ecológica no se encuentre 
en los rangos de variación acep‑
table (Bennett 1998, Parrish et ál. 
2003, Finegan y Bouroncle 2007). 
Mantener y restaurar la conectivi‑
dad ecológica como atributo clave 
en la funcionalidad de los ecosiste‑
mas debe, por lo tanto, ser una meta 
de los esfuerzos de planificación de 
sistemas de áreas protegidas y de 
estrategias nacionales de conserva‑
ción de la biodiversidad y mante‑
nimiento de los bienes y servicios 
asociados.

En el estudio de los proce‑
sos ecológicos y de dispersión de 
las especies es posible aplicar los 
modelos de conectividad como una 
herramienta para la planificación 
y gestión de los recursos naturales. 
Estos modelos producen escenarios 
gráficos sobre la permeabilidad del 
paisaje en función de la distancia 
máxima de dispersión ecológica vs. 
la resistencia ejercida por el uso 
del suelo; así se logra la accesibi‑
lidad de un fragmento de hábitat 

o de cualquier punto del territorio 
(Gustafson y Gardner 1996, With y 
Crist 1997, Hoctor et ál. 1999).

Cuando el modelaje de conec‑
tividad se fundamenta en el grado 
de fricción o dificultad para la 
“conexión” entre áreas silvestres 
protegidas o áreas núcleo, es posi‑
ble obtener las “redes de conec‑
tividad”. Esto funciona como un 
insumo importante para la planifica‑
ción urbanística y territorial (sensu 
ordenamiento territorial), para la 
definición de corredores biológicos 
y zonas de amortiguamiento, para 
la creación de corredores funciona‑
les mixtos (agricultura, ganadería, 
forestería, zonas urbanas y cobertu‑
ra natural), entre otros.

Desde hace 25 años, se ha venido 
dando una serie de iniciativas para 
lograr una mayor diversidad alti‑
tudinal y conectividad entre áreas 
protegidas de Costa Rica, particular‑
mente en Guanacaste y la Cordillera 
Volcánica Central. También se han 
implementado iniciativas pioneras 
regionales de conservación, como el 
proyecto Paseo Pantera (Barborak 
et ál. 1994). El Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación de Costa 

Rica (SINAC), en el marco del 
proyecto del Corredor Biológico 
Mesoamericano (CBM 2002), ha 
venido diseñando e implementando 
propuestas de conectividad entre 
corredores biológicos desde hace ya 
unos diez años (García 1996, Rojas 
y Chavarría 2005). No obstante, se 
hace necesaria una revisión de las 
estrategias de conservación a escala 
de paisaje y regional en Costa Rica, 
debido a los cambios sufridos en la 
configuración del paisaje (Sánchez‑
Azofeifa et ál. 2003), a la amenaza 
del cambio climático y su impacto en 
la biodiversidad (Gitay et ál. 2002), 
y en complemento con la revisión de 
la representatividad de los ecosis‑
temas dentro del sistema nacional 
de áreas protegidas (SINAC 2007, 
Arias et ál. 2008.

El presente trabajo presenta 
una propuesta de redes de conec‑
tividad estructural para la conser‑
vación de la biodiversidad y como 
complemento a la propuesta de 
conservación delineada por Arias 
et ál. (2008, en este mismo número 
de la RRNA) y SINAC (2007). 
Es importante aclarar aquí que 
las rutas de conectividad no son 
corredores biológicos propiamente 
dichos, sino más bien propuestas 
de enlace entre áreas protegidas, 
las cuales, luego deberán ser utili‑
zadas en el diseño de los respecti‑
vos corredores biológicos.

Metodología
El modelo usado para el diseño 
de la red de conectividad ecoló‑
gica estructural inicial utilizó tres 

componentes (Hoctor et ál. 1999, 
Céspedes 2006):
1. Identificación de áreas protegidas a 

conectar y núcleos de hábitat prio‑
ritarios para la conservación que no 
están protegidos dentro del sistema 
nacional de áreas protegidas.

2. Establecimiento de niveles de difi‑
cultad al desplazamiento de las 
especies silvestres en toda el área 
intermedia entre las áreas protegi‑
das identificadas como objetivo.

Mantener y restaurar la 
conectividad ecológica 
como atributo clave 
en la funcionalidad 
de los ecosistemas 
debe ser una meta 
de los esfuerzos de 
planificación de sistemas 
de áreas protegidas y de 
estrategias nacionales 
de conservación de 
la biodiversidad y 
mantenimiento de 
los bienes y servicios 
asociados.
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3. Modelación de la red de conec‑
tividad integrada por los núcleos 
prioritarios para la conservación, 
a través de las rutas de menor difi‑
cultad al desplazamiento.

La información espacial utilizada 
en el análisis se tomó de diferentes 
fuentes, las cuales se detallan en 
SINAC (2007).

Identificación de áreas núcleo
Como áreas núcleo se consideran 
los remanentes de hábitat que se 
interconectarán en el diseño de las 
rutas de conectividad. Para efectos 
de este trabajo, se seleccionaron las 
áreas silvestres protegidas (ASP) 
con objetivos de manejo equivalen‑
tes a las categorías I y II de UICN. 
Estos sitios, en su mayoría reservas 
biológicas y parques nacionales, son 
áreas que por su categoría interna‑
cional y legislación nacional ya son, 
o serán, propiedad estatal para ser 
protegidas con fines de conservación 
de la biodiversidad a perpetuidad. 

Niveles de dificultad  
para la conectividad
La dificultad para conectividad 
biológica está determinada por los 
tipos de cobertura y por las acti‑
vidades que existan o se desarro‑
llen sobre la superficie de la tierra. 
La dificultad más alta la imponen 
aquellas áreas donde la cobertu‑
ra existente o las actividades que 
se desarrollan se alejan más de la 
condición natural y viceversa. Así 
por ejemplo, las áreas con con‑
centraciones de población y/o con 
zonas de alto tránsito son las que 
imponen las dificultades más altas; 
mientras que las áreas de cobertura 
natural inalterada sin presencia de 
centros de población serán las que 
menos dificultades impongan. Los 
valores de dificultad fueron deter‑
minados con base en el análisis de 
cuatro factores: cobertura del suelo, 
red fluvial, densidad de poblados y 
red de carreteras.
Cobertura del suelo.- La cobertura 

del suelo impone diferentes nive‑

les de dificultad al movimiento de 
especies, lo cual se asocia direc‑
tamente con el tipo de cobertura. 
La valoración del grado de difi‑
cultad al movimiento se asignó de 
acuerdo con el criterio de expertos 
consultados. El mapa de cobertura 
de la tierra del país se dividió en 
varios tipos para efectos del pre‑
sente trabajo. Las áreas no alte‑
radas son la que imponen menos 
dificultad de movimiento y las más 
alteradas imponen la mayor difi‑
cultad. Para el estudio se usó la 
siguiente escala de valores, donde 
1 representa el nivel de dificultad 
más bajo. 

1. Parches de cobertura natural 
mayores de 1000 hectáreas

2. Parches de cobertura natural 
menores de 1000 hectáreas

3. Charrales, tacotales, plantación 
forestal y cultivos permanentes

4. Pastos y pastos con árboles
5. Piña, caña, banano, arroz y melón
6. Terreno descubierto y áreas urba‑

nas
Red fluvial.- Como complemento a 

la cobertura de la tierra, se deter‑
minó que en términos generales 
las zonas que se ubican cerca de 
los sistemas naturales de drenaje 
(ríos, quebradas, arroyos, acequias 
o cualquier otro) facilitan o favo‑
recen la conectividad y que la difi‑
cultad aumenta con la distancia, ya 
que buena parte de las especies que 
necesitan desplazarse requieren del 
agua en alguna parte de su ciclo de 
vida, o bien la utilizan como agente 
de transporte o dispersor. Para el 
estudio se usó la siguiente escala 
de valores de dificultad al desplaza‑
miento, asignados según el criterio 
experto; 1 representa el nivel de 
dificultad más bajo. 

1. Distancia de 0 ‑ 50 m a ríos princi‑
pales

2. Distancia de 51 ‑ 100 m a ríos prin‑
cipales

3. Distancia de 101 ‑ 200 m a ríos 
principales

4. Distancia de >200 m a ríos princi‑
pales

Densidad de poblados.- Para el caso 
de las poblaciones humanas, se 
usa la densidad de poblados en un 
radio definido (5 km en este caso) 
como indicador de dificultad a la 
conectividad. Con base en el mapa 
de poblados se dividió la densidad 
poblacional en cinco categorías, a 
las cuales se le otorga una valora‑
ción mayor conforme aumenta la 
densidad de poblados dentro de un 
ámbito espacial de 5 km. Para el 
estudio se usó la siguiente escala 
de valores de dificultad al desplaza‑
miento de especies según densidad 
de poblados y criterio de expertos; 
1 representa el nivel de dificultad 
más bajo.

1. Densidad de poblados de 0 – 0,168
2. Densidad de poblados de 0,168 

– 0,336
3. Densidad de poblados de 0,336 

– 0,504
4. Densidad de poblados de 0,504 ‑ 

0,672
5. Densidad de poblados de 0,672 

– 0,840
Red vial.- Finalmente, se usó la 

información de carreteras como 
una variable que impone dife‑
rentes niveles de dificultad a la 
conectividad, según la cercanía 
a las mismas. Las carreteras no 
solo significan un obstáculo para 
el tránsito de especies de un lugar 
a otro, sino además perturba‑
ción por ruidos y otras formas 
de contaminación que hacen que 
su efecto vaya más allá del área 
propiamente dedicada al tránsito 
vehicular; tales efectos nocivos 
disminuyen de forma paulatina 
conforme se está más lejos de 
la misma. Para este estudio solo 
se utilizó la información corres‑
pondiente a las carreteras prin‑
cipales debido a que al momento 
de realización del estudio, era 
la información espacial más con‑
fiable. Los niveles de dificultad 
identificados se asocian a rangos 
de distancia (en metros) tal como 
se muestra en la escala de valores 
siguiente, definida según criterio 
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de expertos; 1 representa el nivel 
de dificultad más bajo.

4. Distancia a carreteras de 0 a 200 
m

3. Distancia a carreteras de 201 a 
500 m

2. Distancia a carreteras de 501 a 
1000 m

1. Distancia a carreteras de más de 
1001 m

Mapa de dificultad de movimiento 
o de fricción.- A partir de esos 
análisis se generó un mapa de 
dificultad de movimiento, o de 
fricción. En el mismo se identi‑
fican los niveles de dificultad en 
cada espacio del territorio conti‑
nental del país, y es la base para 
determinar la ruta más adecua‑
da para establecer conectividad 
entre dos núcleos definidos. El 
grado de fricción de un punto 
dado en el espacio corresponde a 
la sumatoria de los valores otor‑
gados a cada uno de los indica‑
dores de dificultad anteriormente 
descritos.

Generación de las rutas  
de conectividad
Para la modelación de las rutas de 
conectividad se utilizó el software 
ArcView 3.3 y las extensiones Cost 
Distance y su función Cost Path 
(Céspedes 2006). El modelo generó 
una superficie de costos, utilizando un 
punto de origen y los valores de difi‑
cultad al movimiento o fricción para 
cada unidad de área de la matriz. Así, 
el trazado de las rutas de conectividad 
se fundamenta sobre una regla gene‑
ral que establece que cualquier línea 
necesariamente debe conectar dos 
áreas protegidas las cuales, a su vez, 
representan las áreas núcleo de dis‑
persión de la biodiversidad. Para ello, 
se identificaron, primero, las líneas de 
conectividad altitudinal y segundo, las 
líneas de conectividad longitudinal. 
Las rutas de conectividad son traza‑
das con la ayuda de un modelo dise‑
ñado por Céspedes (2006), el cual se 
centra en los puntos de conectividad 
de salida y de llegada.

Líneas de conectividad altitudinal. 
Las ASP de conservación abso‑
luta ubicadas en las partes altas 
de las cordilleras se establecieron 
como los puntos de salida, y el 
resto de ASP de cualquier catego‑
ría de manejo ubicadas en las partes 
bajas (llanuras, costas, valles, etc.) 
se establecieron como los puntos 
de llegada. 

Líneas de conectividad longitudinal. 
Entre diferentes ASP de un mismo 
sector o una misma región geo‑
gráfica, se estableció que el área 
núcleo de salida fuese un ASP 
de conservación permanente y las 
áreas protegidas de otra categoría 
de manejo ubicadas alrededor fue‑
sen los puntos de llegada.

Priorización de las rutas
Una vez identificadas las rutas de 
conectividad, éstas fueron priori‑
zadas con base en la coincidencia 
con fragmentos identificados como 
propuesta para el llenado de vacíos 
de conservación (ver Arias et ál. 
2008, en este mismo número de la 
RRNA). La escala de valores usada 
en la priorización de rutas fue la 
siguiente; 2 es el valor más alto.

0. La ruta no toca vacíos ni una ini‑
ciativa local.

1. La ruta se interseca con algún 
parche o vacío, o bien coinci‑
de con una propuesta local de 
corredor biológico que se está 
implementando en el campo.

2. La ruta coincide con un vacío y 
una propuesta local.

Resultados
En total se identificaron 128 rutas 
de conectividad a lo largo del país 
(Fig. 1). En muchos de los casos, 
las mismas coinciden con propues‑
tas de corredores biológicos en 
proceso de implementación (Rojas 
y Chavarría 2005, SINAC 2007). 
Para los casos en los que no se dio 
coincidencia será necesario revisar 
con más detalle cada uno y eva‑
luarlos de manera individual, si la 
intención es formalizar un corre‑
dor biológico.

Es importante señalar que, 
por lo criterios utilizados para la 
generación del mapa de fricción, 
en algunas regiones de alta den‑
sidad poblacional ‑como el Valle 
Intermontano Central (parte cen‑
tral en la Fig. 1) ‑ el modelo de 
conectividad generó líneas sobre 
zonas poco viables, por la alta 
intensidad del uso del suelo. Por 
lo tanto, las rutas de conectividad 

en esta y otras regiones similares 
de uso intensivo del suelo deberán 
de circunscribirse a los bosques de 
galería de los sistemas fluviales, ya 
que son de las pocas áreas que aún 
poseen cobertura natural ‑particu‑
larmente en cañones abruptos cuya 
topografía ha ayudado a conservar 
la cobertura vegetal, aun en zonas 
muy perturbadas. Las regiones 
donde se identifican propuestas de 
conectividad poco viables para un 
rango amplio de especies se dan en 
aquellos sistemas ecológicos que, 
por su grado de fragmentación y 
tamaño de los fragmentos, están 
en peligro de extinción (SINAC 
2007).

 

La dificultad para 
conectividad biológica 
está determinada por 
los tipos de cobertura y 
por las actividades que 
existan o se desarrollen 
sobre la superficie de 
la tierra. La dificultad 
más alta la imponen 
aquellas áreas donde 
la cobertura existente 
o las actividades que 
se desarrollan se alejan 
más de la condición 
natural y viceversa.
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Del total de las rutas identificadas, 
49 tienen un valor de importan‑
cia “alto” ya que la ruta pasa por 
vacíos de conservación y coincide 
con propuestas locales actualmen‑
te en proceso de implementación; 
33 rutas tienen una valoración de 
importancia “media” porque pasan 
por vacíos de conservación, pero no 
existe una propuesta en proceso de 
implementación; otras 30 rutas tie‑
nen una importancia “media” por‑
que coinciden con alguna propues‑
ta o iniciativa local que promueve 
la conectividad, pero no pasan por 
vacíos de conservación; finalmente, 
hay 16 rutas de importancia “baja” 
porque ni pasan por vacíos ni exis‑
ten iniciativas de conectividad en 
proceso de implementación (Fig. 1).

La efectividad en la conservación 
de la biodiversidad de los corredores 
biológicos es un tema en debate entre 

los investigadores (Finegan et ál. en 
prensa). Estos autores ‑basados en 
un análisis de información publicada 
‑ argumentan que existe suficiente 
evidencia para suponer que las pobla‑
ciones de especies, comunidades y 
procesos ecológicos tienen mayor 
probabilidad de perdurar en paisajes 
interconectados que en fragmentos 
aislados y dispersos. Tal argumento 
apoya el enfoque utilizado en la pre‑
sente propuesta, la cual parte de la 
estructura del paisaje para establecer 
las rutas de conectividad; i.e. tamaño 
de los hábitats, distancia entre ellos 
y presencia de redes alternativas por 
las que las especies pueden even‑
tualmente desplazarse (Beier y Noss 
1998, Bennett 1998). Actualmente 
no es posible diseñar una red de 
conectividad funcional para especies 
prioritarias y a una escala nacional, 
que se base en las respuestas de las 

especies a la estructura física del pai‑
saje (Bennett 1998), debido a la poca 
información disponible. Si se deci‑
diera utilizar un grupo particular de 
especies para dicho análisis, nunca 
podríamos estar seguros de que esas 
especies representen los requerimien‑
tos del mayor porcentaje de biodiver‑
sidad (MacNally et ál. 2002). Habrá 
que revisar y actualizar los resultados 
conforme aumenta y mejora el cono‑
cimiento sobre la biodiversidad.

Ante la presente propuesta de 
rutas de conectividad es imperati‑
vo, entonces, realizar una revisión 
detallada de los corredores bio‑
lógicos existentes, a la luz de los 
resultados obtenidos y con el fin 
de priorizar y canalizar esfuerzos 
y recursos nacionales –p.e. pagos 
por servicios ambientales ‑ en 
función de las nuevas propuestas 
y prioridades establecidas. Para el 

Figura 1. Mapa de rutas de conectividad propuestas para Costa Rica (Tomado y adaptado de SINAC 2007).
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restablecimiento de la conectividad 
en varias de las regiones del país, 
la restauración ecológica jugará un 
papel fundamental. Se hace enton‑
ces necesario identificar, a nivel 
regional, los sectores dentro de las 
rutas de conectividad que requieren 
de un proceso de restauración de la 
conectividad ecológica. 

La presente propuesta, articu‑
lada con la propuesta de vacíos en 
la representatividad de los ecosiste‑
mas terrestres (Arias et ál. 2008, en 
este mismo número de la RRNA), 
debe necesariamente integrarse con 
otros instrumentos y procesos de 
planificación del uso de la tierra 
(Bennett y Mulongoy 2006), con el 

fin de proponer un manejo integra‑
do del territorio que satisfaga múl‑
tiples necesidades de la población. 
Esto también implica un fortaleci‑
miento de las estructuras institu‑
cionales relacionadas y un mayor 
trabajo intersectorial entre las ins‑
tancias encargadas de la gestión de 
la biodiversidad en el país.
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Diseño de una red ecológica de 
conservación entre la Reserva de Biosfera 

La Amistad y las áreas protegidas del Área de 
Conservación Osa, Costa Rica
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La red ecológica de 
conservación entre la RBLA 

y las áreas protegidas de 
ACOSA diseñada en este 

estudio es una aproximación 
de filtro grueso a escala de 

paisaje. Esta red se presenta 
como un aporte para la 

conservación a nivel regional, 
enmarcado en los criterios 
del manejo adaptativo y de 

costo-efectividad. La red 
de conectividad estructural 

diseñada constituye un 
eje que podría enlazar y 

complementar las iniciativas 
locales de corredores 

biológicos, para articularlos 
en una sola red regional de 

conectividad. En este sentido, 
es necesario promover la 

creación de corredores locales 
en las áreas identificadas 

como prioritarias que todavía 
no cuentan con iniciativas de 

este tipo.
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Introducción

Las nuevas estrategias para la 
conservación de la biodiver‑
sidad reconocen la necesidad 

de mantener los sistemas ecológicos 
conectados en sistemas más amplios 
(Hoctor et ál. 2000). Esta necesidad 
surge al comprobar que, a pesar de 
que muchas áreas protegidas son 
efectivas para detener la defores‑
tación en su interior (Bruner et ál. 
2001), a largo plazo la conservación 
de la biodiversidad que albergan 
sigue amenazada por efectos del 
aislamiento progresivo al que están 
sometidas (Bennett 2004). Pasar de 
estrategias de conservación puntual 
a estrategias a escala regional ha 
requerido del desarrollo de meto‑
dologías de planificación en dife‑
rentes niveles; así, se han desarro‑
llado los conceptos de sitio, paisaje 

y redes funcionales para la conser‑
vación, según los elementos de la 
biodiversidad objeto de conserva‑
ción (Poiani et ál. 2000). A nivel de 
paisaje se trabaja en pequeña escala 
para abarcar comunidades o siste‑
mas ecológicos; este nivel de traba‑
jo se conoce como de filtro grueso 
(Poiani et ál. 2000). Las propuestas 
de filtro grueso se complementan 
con aproximaciones sucesivas en un 
proceso de manejo adaptativo que, 
por medio de investigaciones cada 
vez más detalladas, permiten iden‑
tificar los sitios funcionales no con‑
siderados inicialmente (Poiani et ál. 
2000). La integración de los sitios 
y paisajes funcionales se plantea a 
través de las redes funcionales.

Los corredores biológicos son 
una herramienta potencial para 
favorecer la conectividad (Bennett 

2004). En la evolución de su diseño 
se ha incorporado el concepto de 
redes de conectividad estructural, 
las cuales se crean en función de 
la distribución espacial de diferen‑
tes tipos de hábitat en el paisaje 
(Bennett 2004). El diseño de estas 
redes parte de la premisa de la eco‑
logía del paisaje que supone que hay 
fuertes relaciones entre los patrones 
del paisaje y las funciones y procesos 
ecológicos (Gustafson 1998). Los 
sistemas de información geográfica 
(SIG) y las metodologías de análisis 
multicriterio espacial se han conver‑
tido en las herramientas más reco‑
nocidas para su diseño (Hoctor et ál. 
2000). En Mesoamérica, estas meto‑
dologías han sido usadas para prio‑
rizar áreas y redes ecológicas al inte‑
rior de corredores ya establecidos 
(Ramos y Finegan 2007, Murrieta et 

Resumen Summary
Se desarrolló y aplicó una metodología para el 
diseño de una red ecológica de conservación en 
la zona comprendida entre la Reserva de Biosfera 
La Amistad y la Península de Osa en Costa Rica. 
Mediante el método de menor costo‑distancia se 
conectaron núcleos de hábitat priorizados a través 
del análisis multicriterio espacial sobre un área 
de 444.437 ha. Para seleccionar las redes con 
mayor estabilidad de conectividad estructural se 
identificaron criterios por medio del análisis de los 
cambios históricos en la estructura del paisaje y las 
transiciones entre usos de la tierra en un periodo 
de 16 años, usando imágenes Landsat TM (1987, 
1997 y 2003). La red final conecta seis áreas 
protegidas y está compuesta por 34.479 ha de 
parches de bosque y 30.986 ha de un mosaico 
de otros siete usos de la tierra. 
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
conservación de la naturaleza; corredor biológico; 
paisaje; conservación del paisaje; uso de la tierra.

Design of an ecological conservation network 
between La Amistad Biosphere Reserve and 
the protected areas in Osa Conservation 
Area, Costa Rica. A methodology for the design 
of ecological conservation networks was devel-
oped and applied in an area located between La 
Amistad Biosphere Reserve and Osa Peninsula 
in Costa Rica. The least cost‑path approach was 
used to connect core habitat areas selected as 
high priority using a spatial multi‑criteria analysis, 
in a 444.437 ha area. Criteria for the selection 
of the most stable structural connectivity networks 
were identified by means of an analysis of historical 
changes in landscape structure and land use transi-
tions, using Landsat TM images covering a 16 year 
period (1987, 1997 and 2003). The final network 
connects six protected areas, and is made up of 
forest fragments covering 34.479 ha, plus a mosaic 
of seven other land uses covering 30.986 ha.
Keywords: Wild protected areas; nature conser-
vation; biological corridors; landscape; landscape 
conservation; land use.
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ál. 2007). Los corredores biológicos 
usualmente se encuentran expuestos 
a fenómenos de transformación a 
usos más intensivos; esto hace que, 
para efectos de planificación, sea 
necesario analizar el cambio de uso 
a nivel espacial, dado que la perma‑
nencia de los hábitats remanentes 
es fundamental para el arreglo de 
redes de hábitat (Corry 2004). 

La presente investigación tuvo 
como objetivo principal proponer 
una red de conectividad estructu‑
ral entre dos sitios claves para la 
conservación en Mesoamérica: la 
península de Osa en Costa Rica y 
la Reserva de Biosfera La Amistad 
(Calderón et ál. 2004). La necesidad 
de un corredor biológico en esta 
área se fundamenta en el aislamien‑
to creciente de ambos sitios y en el 
muy bajo porcentaje de área bajo 
protección en la zona.

Metodología
Sitio de estudio
El ámbito de la investigación se 
localiza sobre las cuencas de los 
ríos Grande de Térraba, Sierpe y 
Esquinas, en un área de 444.437 
ha que cubre parte de las áreas 

de conservación Osa (ACOSA) y 
La Amistad Pacífico (ACLA‑P), 
en la zona sur de la provincia de 
Puntarenas (ITCR 2000, Fig. 1). La 
precipitación oscila entre 2180 y 
4840 mm y el rango altitudinal parte 
desde el nivel del mar hasta 3300 
msnm. El área abarca ocho zonas 
de vida y cinco transiciones (Powell 
y Palminteri 1988). Las zonas de 
vida mejor representadas en cuanto 
a extensión potencial son el bosque 
muy húmedo premontano, bosque 
muy húmedo tropical y bosque plu‑
vial premontano. 

Diseño de la red de conectividad 
estructural inicial
La red inicial se diseñó con el pro‑
pósito de identificar alternativas de 
conectividad estructural en el sitio 
de estudio, con base en una adapta‑
ción de las metodologías utilizadas 
por Hoctor et ál. (2000), Jiménez 
(2000), Ramos y Finegan (2007) y 
Murrieta et ál. (2007). Estas rutas 
fueron identificadas en este estudio 
mediante el software Arcview 3.3, 
con sus funciones Cost Distance y 
Cost Path. Los elementos usados 
para trazar las redes fueron: 1) las 

áreas a conectar (origen), 2) mapa 
de dificultades al desplazamiento o 
valores de fricción y 3) los núcleos 
de hábitat prioritarios presentes 
en el área intermedia (destinos). 
Como fuente de información de las 
coberturas naturales y los usos de 
la tierra se utilizaron los mapas de 
ecosistemas del Proyecto Ecomapas 
(INBio 2002 y 2005). La proyección 
utilizada fue Costa Rica Transversal 
de Mercator (CRTM), mientras que 
la escala de interpretación se fijó 
en 1:50.000. La unidad mínima de 
mapeo se fijó en 2 ha y la resolución 
en formato raster fue un píxel de 
28,5 m x 28,5 m.  

Los objetivos de la red a dise‑
ñar y sus elementos se identificaron 
en un proceso de consulta definido 
en la metodología Delphi (Ureña y 
Palao 1981 y Moricochi et ál. 1995). 
Los núcleos de hábitat prioritarios y 
los valores de fricción se definieron 
mediante el análisis multicriterio 
espacial, usando el software Arcview 
3.3, su extensión Model Builder y su 
función weighted overlay. La ponde‑
ración de las variables se obtuvo a 
partir de la prioridad asignada por 
el criterio de los expertos. Las varia‑
bles seleccionadas para establecer 
los valores de fricción fueron: cober‑
tura, distancia a ríos, conflicto de uso 
de la tierra, distancia a carreteras y 
distancia a poblados. Los rangos de 
cada variable usada se establecie‑
ron en una escala discreta entre 1 
(menor resistencia al movimiento) y 
6 (mayor resistencia al movimiento). 
En el mapa de fricción resultante se 
reclasificaron los valores de cada 
píxel en escala logarítmica, el valor 
1 fue asignado a las unidades con 
menor fricción y el valor mayor, 
100.000, a las de mayor fricción.

Dinámica del uso de la tierra en el 
área de influencia de las redes de 
conectividad
Se establecieron los criterios para 
identificar la red de conectividad 
más estable en el tiempo a través del 
análisis de los cambios espaciales y 

Figura 1. Ubicación del área de estudio para el diseño de la red ecológi-
ca de conservación entre la Reserva de Biosfera La Amistad y las áreas 
protegidas de la Península de Osa
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temporales de uso de la tierra en el 
periodo 1987‑2003. La técnica usada 
para la detección de cambios fue una 
metodología post‑clasificación. Los 
mapas categóricos con diez usos de 
la tierra (años 1987, 1997 y 2003) se 
produjeron mediante el método de 
clasificación supervisada con el algo‑
ritmo de máxima probabilidad, utili‑
zando imágenes satelitales Landsat 
y 269 sitios de entrenamiento con 
base en fotografías aéreas y compro‑
bación de campo (Cuadro 1). Se uti‑
lizaron los programas Erdas Imagine 
8.5, Arcview 3.3 y ENVI 4.0. En esta 
etapa se amplió la unidad mínima de 
mapeo a 20 ha.

Las categorías de uso y cober‑
tura de la tierra utilizadas fueron: 
bosques (primarios y secundarios), 
manglares (incluyen otras asocia‑
ciones vegetales en terrenos inun‑
dados), charrales y tacotales (vege‑
tación secundaria), café (solamente 
con sombra), palma de aceite, pastos 
y caña (incluye sistemas silvopas‑
toriles con cultivos de frijol, yuca, 
etc. que no se diferencian en la 
imagen), cultivos agrícolas (arroz, 
plátano y banano), cuerpos de agua, 
infraestructura (centros poblados). 

Para analizar las variaciones de la 
estructura del paisaje en el periodo 
de estudio, se estimaron las métricas 
definidas por McGarigal et ál. (2002) 
a nivel de paisaje y clase de uso de la 
tierra para cada año mediante el 
software Arcview 3.3 y la extensión 
Patch analyst (2.3); se excluyeron las 
nubes, sombras y cuerpos de agua.

Las probabilidades de transición 
entre usos de la tierra se calcula‑
ron mediante matrices de Markov 
(Eastman 2003) con el programa 
Idrisi Kilimanjaro v. 14.0, a partir de 
los periodos 1987‑1997, 1997‑2003 y 
1987‑2003. El agua y la infraestruc‑
tura no fueron consideradas por la 
escala ni en el nivel de detalle en 
que se realizó esta investigación. Se 
consideraron cambios positivos los 
que pasaban de una categoría de 
mayor hacia una de menor fricción, 
mientras que los negativos pasaban 
de menor a mayor fricción.

Diseño de la red de conectividad 
ecológica estructural más estable
La ruta recomendada para conectar 
la Reserva de Biosfera La Amistad 
(RBLA) con la península de Osa se 
definió bajo el criterio de maximizar 

la probabilidad de estabilidad del 
sistema, lo que permitiría la per‑
manencia de los posibles enlaces de 
conectividad entre los fragmentos y 
núcleos prioritarios. Se analizaron 
los periodos 1987‑1997 y 1997‑2003 
y se trabajó sobre la sección de la 
red de conectividad con el mayor 
número de núcleos prioritarios a 
conectar (127). A su vez, la red se 
subdividió en diez unidades de aná‑
lisis a partir de los límites de cuencas 
y microcuencas, las cuales permitie‑
ron definir rutas alternas entre los 
sitios a conectar. Como medida de 
estabilidad, se utilizó la probabili‑
dad de que el ‘bosque’ no cambie a 
‘pastos y cultivos’; tal probabilidad 
se calculó como la diferencia entre 1 
y la probabilidad de este cambio en 
la respectiva unidad de análisis.

La red ecológica de conservación 
potencial propuesta para la conecti‑
vidad se conformó con: 1) las áreas 
protegidas conectadas por la red; 2) 
la ruta de conectividad más estable 
ante el cambio de uso de la tierra, 
3) los fragmentos de bosques mayo‑
res a 1000 ha conectados por la 
ruta más estable que permanecieron 
entre 1987 y el 2003, y 4) las rutas 

Cuadro 1. 
Usos de la tierra por unidad seleccionada para la ruta de conectividad entre la Reserva de Biosfera  
La Amistad y las áreas protegidas de la península de Osa

Tramo Unidad de análisis Tipo de uso

Escenarios

1987 1997 2003

ha % ha % ha %

1 Cotón
Bosque 5.5�0 59,1 5.�02 5�,4 4.81� 51,2

Pastos y cultivos 97� 10,4 2.087 22,2 2.994 �1,8

Otros 2.8�9 �0,5 2.01� 21,4 1.595 17,0

2 La Palma
Bosque 1.210 ��,� 1.090 �0,0 1.187 �2,�

Pastos y cultivos 4�7 12,0 779 21,4 775 21,�

Otros 1.990 20,� 1.7�8 48,� 1.�75 4�,0

� Brusmalis
Bosque �.�94 51,4 �.4�� 52,0 �.1�2 49,�

Pastos y cultivos 1.55� 12,5 �.9�9 �1,9 2.752 22,1

Otros 4.484 ��,1 1.99� 1�,1 �.517 28,�

4

Coto Colorado
Bosque 4.508 45,8 5.717 58,0 5.884 59,7

Pastos y cultivos �.708 �7,� 2.499 25,4 897 9,1

Otros 1.��� 1�,� 1.��7 1�,� �.071 �1,2

Esquinas
Bosque �.925 49,1 �.802 47,� �.211 40,2

Pastos y cultivos �.588 44,9 2.9�1 ��,7 1.2�� 15,4

Otros 479 �,0 1.258 15,7 �.548 44,4



48 Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

alternas a la ruta más estable que 
conectaban con sitios claves identi‑
ficados por el criterio de expertos. 
Finalmente, por medio de entrevis‑
tas con los actores locales e infor‑
mación secundaria se exploraron los 
factores que inciden en la estabi‑
lidad de las redes de conectividad 
estructural. 

Resultados y discusión
Diseño de la red de conectividad 
estructural inicial
El objetivo principal de la Red 
Ecológica se definió como: 
el mantenimiento de procesos 
ecológicos a gran escala para evitar 
el aislamiento de los ecosistemas 
presentes entre la península de Osa 
y la RBLA. Con esta red se busca 
favorecer los procesos migratorios 
altitudinales, el mantenimiento de 
servicios ambientales y la incorpo‑
ración de la sociedad a la conserva‑
ción de la biodiversidad a nivel de 
paisaje. 

Se seleccionaron seis áreas 
protegidas a conectar; dos en la 
RBLA: Parque Internacional La 
Amistad (PILA) y Zona Protectora 
Las Tablas (ZPLT) y cuatro en la 
península de Osa: Parque Nacional 
Piedras Blancas (PNPB), Refugio 
Nacional de Vida Silvestre Golfito 
(RVSG), Humedal Palustrino 
Laguna del Paraguas y Refugio de 
Vida Silvestre Donald Peter Hayes. 
Asimismo, se identificó a la Reserva 
Indígena Guaymí de Coto Brus 
como un núcleo importante para la 
conectividad, por la extensión del 

parche de bosque que mantiene. La 
red diseñada abarca una extensión 
de 1236 km y conectó 338 núcleos 
con prioridad alta y muy alta.

Los usos más estables en el tiem‑
po (probabilidad de permanecer sin 
cambio mayor a 0,75) fueron las 
coberturas naturales de bosque y 
manglares y los cultivos de palma 
y piña. Para los demás usos, la pro‑
babilidad de estabilidad oscila entre 
0,27 (vegetación secundaria joven) 
y 0,68 (cultivos anuales). Entre las 
probabilidades de transiciones más 
negativas para la conectividad esta‑
rían las que pasan de vegetación 
secundaria joven, pastos o café a cul‑
tivos anuales y/ó piña (0 a 0,02). A 
pesar del bajo valor de probabilidad 
de estos cambios hay que considerar 
que se dan en forma agregada, y que 
si bien los impactos de esta actividad 
podrían no alcanzar el nivel regio‑
nal, a nivel local son importantes. 
Los cambios a categorías de uso más 
intensivas estarían ligados a los mis‑
mos factores que provocan el aban‑
dono de tierras en la categoría pastos 
(Burel y Baudry 1995), pues la baja 
rentabilidad de la actividad conduce 
al abandono y posterior venta que, 
según la ubicación de la finca (en 
relación con la red vial), puede con‑
ducir a una sucesión secundaria o a 
una actividad más intensiva.

Diseño de la red estructural para 
la conectividad más estable en el 
tiempo
En el ámbito de las diez unidades de 
análisis en esta fase, la proporción 

de bosque es mayor que en el área 
de estudio total (14% mayor en el 
año 2003); sin embargo, por unidad 
de análisis, las estructuras de usos de 
la tierra son diferentes (Cuadro 1). A 
través de la prueba de Chi‑cuadrado 
se detectó que existe una asociación 
entre unidades de análisis y usos de 
la tierra (p <0,0001); esto revela que 
los procesos de cambio están asocia‑
dos con la unidad donde se dan. Así, 
en el año 2003 hubo unidades con un 
porcentaje de bosque de casi el 60% 
(Coto Colorado), mientras que otras 
no alcanzaron el 11% (Coto Brus 2). 
El segundo uso mejor distribuido en 
el paisaje ‑pastos y cultivos ‑ va de 
9,1% en Coto Colorado a 71,4% en 
Coto Brus (año 2003).

En algunas de las 18 rutas identi‑
ficadas, al cambiar de periodo, cam‑
biaron también las condiciones de 
estabilidad. Esta situación permitió 
percibir que hubo factores condicio‑
nantes a nivel social, económico y 
político que influyeron notablemen‑
te en la estabilidad de algunas uni‑
dades de análisis. Por esta razón se 
seleccionaron como rutas de conec‑
tividad solo aquellas que mantuvie‑
ron una probabilidad de estabilidad 
mínima de 0,68, a pesar de los facto‑
res cambiantes (Cuadro 2). 

La ruta de conectividad más 
estable entre la RBLA, partiendo 
de la ZPLT, hacia las áreas protegi‑
das en la península de Osa (PNPB 
y RVSG) quedó conformada por la 
unión de las unidades de análisis de 
las dos primeras rutas (Cotón, La 
Palma, Brusmalis, Coto Colorado 

Cuadro 2. 
Probabilidad de estabilidad por periodos de las posibles rutas de conectividad seleccionadas 
entre RBLA y ACOSA

Ruta
Unidades de análisis de las posibles rutas de conectividad Probabilidad de 

estabilidad 

Tramo 1 Tramo 2 Tramo 3 Tramo 4 87-97 97-03

1 Cotón La Palma Brusmalis Coto Colorado 0,72 0,77

2 Cotón La Palma Brusmalis Esquinas 0,�8 0,75
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y Esquinas. La unidad de análisis 
La Palma se identificó como crítica 
por tener la menor cobertura y la 
menor estabilidad en el tiempo; la 
estructura del paisaje en esta ruta 
no supone un corredor de hábitat 
lineal, sino más bien la presencia de 
parches de bosque distribuidos en 
una matriz de afectación intermedia, 
compuesta por siete diferentes usos 
de la tierra.

La propuesta de red potencial 
conecta las seis áreas protegidas que 
fueron seleccionadas en la primera 
fase, las cuales suman 229.350 ha. La 
red ecológica misma tiene un área 
de 65.465 ha (Fig. 2), e incluye los 
tres núcleos de bosques más estables 
de >1000 ha (34.479 ha) y la ruta 
más estable entre estos (30.986 ha). 
Los núcleos de bosque >1000 ha, 
por no estar estrictamente protegi‑
dos, se encuentran amenazados por 
actividades de cacería y tala ilegal de 
madera. Sin embargo, en el periodo 
analizado se han mantenido como 
un hábitat intacto, de acuerdo con 
la definición de McIntyre y Hobbs 
(1999). La ruta más estable involu‑
cra los parches de bosques <1.000 
ha y otros usos. Las redes laterales 
incorporadas conectan a la Estación 
Biológica Las Cruces, de gran impor‑
tancia estratégica, y la microcuenca 
de la quebrada Florida.

En el ámbito de esta red, la 
conectividad dependerá de la esta‑
bilidad que tenga la estructura del 
paisaje ‑en especial las coberturas 
naturales ‑ y el nivel de toleran‑
cia de las especies para desplazarse 
sobre los usos diferentes al bosque 
(Bennett 2004). McIntyre y Barret 
(1992) señalan que en este tipo de 
mosaico, el manejo del paisaje como 
un todo sería la estrategia más reco‑
mendable para lograr la conserva‑
ción de las especies que han logrado 
un equilibrio en este sistema y que 
son vulnerables aun a los cambios de 
uso de suelo. La probabilidad de que 
se mantengan todos los enlaces que 
existen actualmente es relativamen‑
te baja (0,77), lo que genera incer‑

tidumbre en cuanto al futuro de las 
especies cuyas metapoblaciones se 
distribuyen entre el PILA y las áreas 
protegidas de ACOSA. Esto se debe 
a que la inestabilidad en cada tramo 
incide en la inestabilidad del sistema 
en su conjunto. Una propuesta de 
manejo a nivel regional deberá tomar 
en cuenta que para maximizar el éxito 
de esta red se deben minimizar los 
cambios negativos en cada unidad 
que la componen, y más aún en los 
lugares críticos donde es implícita 
la necesidad de iniciar procesos de 
restauración. 

Conclusiones y 
recomendaciones
■ La red ecológica de conservación 

entre la Reserva de Biosfera La 
Amistad y las áreas protegidas de 
ACOSA diseñada en este estu‑
dio es una aproximación de filtro 
grueso a escala de paisaje. Esta 
red se presenta como un aporte 
para la conservación a nivel regio‑
nal, enmarcado en los criterios del 
manejo adaptativo y de costo‑efec‑
tividad. 

■ La red de conectividad estructu‑
ral diseñada constituye un eje que 

podría enlazar y complementar las 
iniciativas locales de corredores 
biológicos, para articularlos en una 
sola red regional de conectividad. 
En este sentido, es necesario pro‑
mover la creación de corredores 
locales en las áreas identificadas 
como prioritarias que todavía no 
cuentan con iniciativas de este tipo. 

■ Los usos de la tierra han presen‑
tado variaciones significativas a 
nivel espacial y temporal. El pai‑
saje dominado por la categoría 
‘pastos’ en el año 1987, presentaba 
una estructura más heterogénea 
en el año 2003, cuando las suce‑
siones secundarias y los cultivos 
intensivos de exportación esta‑
ban en pleno crecimiento. Este 
hecho y el análisis de los cambios 
por periodos intermedios permi‑
tió seleccionar las zonas menos 
sensibles a los condicionantes de 
cambios negativos.

■ La cobertura de bosque creció en 
el periodo analizado; sin embargo, 
se encontró que el paisaje enfrenta 
procesos de fragmentación eviden‑
ciados en los análisis de las métricas 
de tamaño, agregación y dispersión 
y las probabilidades de transición.

Figura 2. Red ecológica de conservación para la conectividad de la 
Reserva de Biosfera La Amistad y las áreas protegidas del Área de 
Conservación Osa
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La finalidad primordial de 
un corredor biológico es 

posibilitar el flujo genético 
entre poblaciones aisladas 

para así conservar la 
biodiversidad; estas 

estrategias de conservación 
deben desarrollarse dentro de 

un contexto social y político. 
Esto implica un proceso de 
planificación territorial con 

visión compartida entre los 
diversos sectores cuyo éxito 

radica en gran medida en 
la capacidad de articular los 

objetivos de conservación 
y los requerimientos de los 

usuarios del CB. En este 
trabajo se presenta una 

herramienta creada con el 
propósito de monitorear la 

efectividad en el manejo de 
los corredores biológicos: un 

estándar creado a partir de 
fundamentos ecológicos y 

de la experiencia práctica de 
once CB considerados como 

exitosos.
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Introducción

Al finalizar el Proyecto 
Corredor Biológico 
Mesoamericano, Costa Rica 

respondió al compromiso asumido 
en 1997 durante la XIX Cumbre de 
Presidentes Centroamericanos y creó 
‑mediante el Decreto Ejecutivo N° 
33106‑MINAE (2006) ‑ el Programa 
Nacional de Corredores Biológicos 
dentro del Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación (SINAC). 
Para ese entonces, el número de 
corredores biológicos se estimaba 
en 34 (Rojas y Chavarría 2005), pero 
el país no contaba con directrices 
claras que orientaran los procesos 
de diseño, oficialización, manejo, 
gestión y monitoreo de los mismos. 
Por tal razón, se ha identificado la 
necesidad de generar herramien‑
tas que contribuyan con este fin. 
Las mismas incluyen desde linea‑
mientos metodológicos para dise‑

ñar, establecer y monitorear CB, 
hasta una guía para el registro de 
la información de base necesaria 
para la oficialización de un CB. 
Estas herramientas buscan articular 
esfuerzos y dirigirlos a una meta 
común de país, para contribuir a la 
conservación de la biodiversidad y 
la provisión de servicios ecosistémi‑
cos a la sociedad.

La finalidad primordial de un 
CB es posibilitar el flujo genéti‑
co entre poblaciones aisladas para 
así conservar la biodiversidad (Noss 
1991, Hobbs 1992, Bennett 1998). 
Sin embargo, inevitablemente estas 
estrategias de conservación deben 
desarrollarse dentro de un contexto 
social y político. Esto implica un pro‑
ceso de planificación territorial con 
visión compartida entre los diversos 
sectores y cuyo éxito radica en gran 
medida en la capacidad de articular 
los objetivos de conservación y los 

requerimientos de los usuarios del 
CB. Esta visión compartida se debe 
construir a partir del consenso de 
los grupos y organizaciones locales, 
representadas en un consejo local 
encargado del proceso de gestión del 
CB. En la práctica, se ha observado 
cómo las estrategias exitosas de CB 
son impulsadas desde las organi‑
zaciones locales (muchas de ellas 
acompañadas por ONG nacionales 
e internacionales). Esto implica que, 
en los primeros años de gestión de 
un CB, muchos de los esfuerzos 
se inviertan en fortalecer el capital 
social (generación de información, 
creación de alianzas, planificación 
estratégica) con el fin de construir 
una plataforma institucional sobre la 
cual crear la estrategia de CB. 

Existen dos riesgos claros en esta 
primera etapa de gestión: por un 
lado, muchas de estas estrategias 
no logran consolidar esta base y, 

SummaryResumen
Los corredores biológicos son estrategias de con-
servación que buscan restablecer la conectividad 
en paisajes fragmentados a fin de conservar la 
biodiversidad y mantener las funciones ecosis-
témicas que proveen servicios ambientales a las 
personas. En Costa Rica, ya se han obtenido 
valiosas lecciones acerca de las implicaciones 
ecológicas, sociales, políticas y económicas a 
partir del establecimiento de procesos de gestión 
de CB. A través de la sistematización de once 
experiencias de CB consideradas como exitosas y 
analizadas mediante el marco de los capitales de la 
comunidad, se ha podido diseñar un estándar que 
ayude a los gestores e investigadores a determinar 
el grado de avance en la gestión y la efectividad en 
el manejo de los CB.
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
corredor biológico; conservación de la naturaleza; 
biodiversidad; paisaje; conservación del paisaje; 
servicios ambientales; monitoreo.

Monitoring management effectiveness for bio-
logical corridors: a tool based on the experi-
ence of management committees in Costa Rica. 
Biological corridors are conservation strategies that 
aim to re‑establish connectivity over fragmented 
landscapes. Their objective is to conserve biodiver-
sity and maintain ecosystem functions that provide 
ecosystem services to people. BC management 
processes in Costa Rica have already generated 
valuable lessons regarding the ecological, social, 
political and economic implications of BC imple-
mentation. Systematizations of eleven successful 
BC were carried out and analyzed using the com-
munity capitals framework. As a result, a standard 
that allows managers and researchers to determine 
the advance in the effectiveness of BC management 
was designed.
Keywords: Wild protected areas; biological cor-
ridors; nature conservation; biodiversity; landscape; 
landscape conservation; environmental services; 
monitoring.
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entonces, se pierde la iniciativa de 
CB; por otro, en el camino por 
consolidar esta base organizacional, 
puede ocurrir que se deje de lado 
el objetivo primordial de los CB 
de restablecer la conectividad y el 
flujo genético entre poblaciones ais‑
ladas. En consecuencia, es necesario 
establecer lineamientos claros que 
contribuyan a orientar estos procesos 
para alcanzar las metas de conserva‑
ción y sostenibilidad (Canet 2007). 
Lo único constante en la naturaleza 
es el cambio; por ello, estos linea‑
mientos deben ser dinámicos y adap‑
tativos, en la medida de lo posible, al 
contexto regional, nacional y local; 
además, hay que asegurarse de que 
en este dinamismo no se pierda el 
propósito fundamental de cada CB. 
Entonces, el monitoreo se torna en 
una herramienta indispensable para 
dicho fin (SINAC 2007). Los están‑
dares son utilizados frecuentemen‑
te como herramientas de monitoreo 
que permiten generar y comunicar 
conocimiento, a través de la eva‑
luación del estado del manejo de 
los recursos naturales y verificar el 
avance hacia la meta de sostenibili‑
dad trazada, permitiendo así adaptar 
las acciones que se implementarán 
(Morán et ál. 2006).

En este trabajo se presenta una 
herramienta creada con el propósito 
de monitorear la efectividad en el 
manejo de los CB: un estándar creado 
a partir de fundamentos ecológicos y 
de la experiencia práctica de once CB 
considerados como exitosos.

Metodología
El proceso metodológico para la 
construcción del estándar pasó por 
cuatro etapas (Fig. 1).

I etapa: revisión de literatura
Se construyó un marco conceptual 
con los fundamentos teóricos que 
sustentan los CB, tales como: impac‑
tos humanos sobre la biodiversidad 
en diferentes escalas espaciales, 
metapoblaciones, tamaño mínimo 
viable, funcionalidad ecológica de 

las áreas de conservación y teoría 
del equilibrio de biogeografía de 
islas. También se estudió el manejo 
adaptativo y los 12 principios del 
enfoque ecosistémico (CDB 2000). 
Este marco conceptual representa 
el punto de partida en la construc‑
ción del estándar.

II etapa: sistematización de 
experiencias 
En esta etapa se buscó caracterizar 
el proceso de gestión de un CB; 
para ello se determinaron las accio‑

nes claves que han contribuido al 
éxito de estas estrategias. El proceso 
metodológico para la sistematiza‑
ción de experiencias se construyó 
a partir de lo propuesto por Jara 
(1994), Selener (1997) y Berdegué et 
ál. (2000). Para seleccionar las expe‑
riencias exitosas de CB se utilizaron 
los siguientes criterios: i) el proceso 
de gestión permite extraer lecciones 
que contribuyen a orientar procesos 
similares en iniciativas incipientes; 
ii) los consejos locales han traba‑
jado activa y continuamente desde 

Revisión de literatura
- Fundamentos

ecológicos
- Principios del

enfoque
ecosistémico

Sistematización de once
experiencias exitosas de
CB

Análisis de información
mediante el marco de los
capitales de la comunidad

Reconstrucción de
la historia en líneas
del tiempo

Visión a largo
plazo

Caracterización en el tiempo de la
inversión de esfuerzo en los
procesos de gestión de los CB

Meta superior

Fases de
gestión

Dimensiones

D is e ñ o d e lo s P ri nc ip io s ,

C r it e rio s e Ind ic a d o r e s

(P C I)

Filtro I
Consistencia
horizontal y
vertical entre
dimensiones y
fases

Consulta a expertos para
diseñar verificadores

Filtro II
Factibilidad para la medición

en campo (trabajo con el
Comité Ejecutivo del CBSS)

Aplicación de las tres fases
del estándar con el CBSS

Análisis de la
información

Ajustes finales
al estándar

Dimensión
ecológica

Dimensión
socioeconómica

Dimensión
gestión

Figura 1. Proceso metodológico para la construcción del estándar para el 
monitoreo de la efectividad del manejo de corredores biológicos
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el establecimiento del CB; iii) se 
cuenta con información de calidad 
y en cantidad recopilada en docu‑
mentos técnicos; iv) los consejos 
locales están dispuestos y tienen 
interés en participar en el proceso 
de sistematización de experiencias. 
Con base en los criterios anterio‑
res se trabajó con once CB: San 
Juan ‑ La Selva (CBSS), Paso de la 
Danta (CBPD), Volcánica Central 
‑ Talamanca (CBVCT), Chorotega 
(CBCh), Bolsón ‑ Ortega (CBBO), 
Hojancha ‑ Nandayure (CBHN), 
Peninsular (CBP), Cerros de 
Jesús (CBCJ), Cerros del Rosario 
(CBCR), Diriá (CBD) y Río 
Potrero (CBRP) (Fig. 2).

Se realizaron talleres de consulta 
con las comisiones locales encar‑

gadas de cada CB para recuperar 
cronológicamente el proceso vivido; 
la historia se reconstruyó mediante 
una línea de tiempo que permitió 
identificar las principales acciones 
acontecidas en cada uno de los años 
de gestión de los CB hasta el 2006 
(año en que se recopiló la informa‑
ción). La información recopilada se 
clasificó en matrices según el tipo de 
capital al que pertenecían (i.e. natu‑
ral, cultural, humano, social, políti‑
co, económico y construido). Esto 
permitió determinar cuáles de los 
capitales recibían mayor inversión 
de esfuerzo3 en un tiempo deter‑
minado y cómo esto cambiaba en 
el tiempo. Con esta información se 
identificaron las etapas o fases en 
el proceso de gestión de un CB pro‑

medio y las interrelaciones entre los 
diferentes capitales y el tiempo. A su 
vez, se pudo comprender el proceso 
lógico que sigue un CB para alcan‑
zar sus metas de conservación y sos‑
tenibilidad y cuáles son los insumos 
necesarios. Así se determinaron las 
lecciones aprendidas y los puntos 
claves para el éxito de un CB.

III etapa: diseño del estándar
Para construir el estándar se siguieron 
las recomendaciones de Mendoza y 
Macoun (1999), Prabhu et ál. (1999) 
y Morán et ál. (2006). La construc‑
ción del estándar siguió un proceso 
lógico de definición de parámetros, 
empezando por los de mayor jerar‑
quía (meta superior, dimensiones y 
principios). Finalmente, se diseñaron 

Figura 2. Ubicación de los corredores biológicos que se utilizaron como casos de estudio

� Por inversión de esfuerzo se entiende, en este estudio, el número de acciones dirigidas a un determinado capital; a cada acción se le asignó un valor de 1. 
Es necesario hacer la salvedad de que, para los alcances del estudio, se asumió que todas las acciones tienen el mismo valor. En estudios posteriores estas 
acciones se deben valorizar tomando en cuenta parámetros como: inversión de recursos, tiempo, impacto, entre otros.
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los verificadores y la metodología de 
evaluación del estándar.
Dimensiones del estándar.- Las 

dimensiones del estándar fueron 
propuestas a partir de la revisión 
de literatura, los resultados de la 
sistematización de experiencias y 
la consulta a expertos. Según lo 
anterior se definieron tres dimen‑
siones (ecológica, socioeconómica 
y gestión).

Meta superior.- Para cada dimensión 
definida se creó una meta supe‑
rior, la cual se construyó a partir 
de la visión a largo plazo que 
plantearon las comisiones locales 
de los once CB. En la dimensión 
ecológica se utilizaron los fun‑
damentos teóricos que sustentan 
el planteamiento de CB; en la 
dimensión de gestión se utilizaron 
los principios del enfoque ecosis‑
témico (Etapa I). En la dimensión 
socioeconómica no se utilizó nin‑
guno de los enfoques. La articu‑
lación de las tres dimensiones es 
coherente con la lógica del marco 
de los capitales de la comunidad 
(Flora et ál. 2004), la cual procura 
una sinergia entre todos los capi‑

tales reflejados, en este caso, por 
la sumatoria de los parámetros del 
estándar.

Fases de gestión.- El estándar se divi‑
de en tres fases de gestión, esta‑
blecidas a partir de la sistematiza‑
ción de las experiencias de gestión 
de los once CB. Además, en la 
primera fase se tomó en cuenta la 
propuesta de Perfil Técnico para 
el establecimiento de corredores 
biológicos (Canet 2007). Estas tres 
fases se denominaron: i) planifi‑
cación, ii) implementación y iii) 
consolidación.

Parámetros del estándar.- Para ela‑
borar los parámetros que integran 
cada una de las tres dimensiones 
se trabajó de manera independien‑
te con expertos relacionados con 
cada dimensión. Para la dimensión 
ecológica se disgregó la meta supe‑
rior en principios, después cada 
principio en criterios y cada crite‑
rio en indicadores. Los indicado‑
res se clasificaron según la fase de 
gestión en la que se esperaría que 
estos puedan ser medidos. Para 
la dimensión socioeconómica se 
utilizó el mismo procedimiento, 

pero los parámetros se elaboraron 
en función de la dimensión ecoló‑
gica para respetar así el objetivo 
fundamental de los CB. Los pará‑
metros de la dimensión de gestión 
se elaboraron de forma similar, 
en función de las dos dimensio‑
nes anteriores. Se procuró tener 
consistencia entre los parámetros 
de las tres dimensiones y de las 
tres fases.

 Para cada dimensión se hizo una 
revisión exhaustiva con los exper‑
tos con el fin de verificar que no 
se dieran traslapos de paráme‑
tros entre los niveles jerárquicos 
(consistencia vertical). Asimismo, 
se procuró que estos estuvieran 
articulados con los parámetros de 
las otras dimensiones (consisten‑
cia horizontal), de tal forma que 
fueran coherentes con la fase de 
gestión en la cual fueron coloca‑
dos. Este procedimiento se conoce 
como filtro I.

IV etapa: diseño del protocolo de 
implementación
Para la elaboración de los veri‑
ficadores para cada indicador se 
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A través del cumplimiento de los parámetros de las tres fases se pretende favorecer el mantenimiento de la viabilidad biológica 
de poblaciones y comunidades naturales de flora y fauna, así como la continuidad de los procesos ecológicos en el paisaje
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tomó en cuenta la recomendación 
de Prabhu et ál. (1999) y se dise‑
ñaron los verificadores junto con 
las normas. Esta recomendación se 
adoptó por tres razones: i) cada CB 
es un caso particular con un funcio‑
namiento particular; ii) no existe 
aún información suficiente como 
para establecer normar precisas; iii) 
el proceso de gestión de los CB está 
sujeto al manejo adaptativo, por lo 
que el establecimiento de normas 
puede inhibir este proceso natural 
de aprendizaje.

Se trabajó primero con las 
dimensiones de gestión y socioeco‑
nómica, a partir de los fundamentos 
teóricos del enfoque ecosistémico. 
En la dimensión ecológica se utili‑
zaron los fundamentos teóricos que 

sustentan el planteamiento de CB. 
Para las tres dimensiones se trabajó 
de forma participativa con un grupo 
de expertos relacionados con cada 
dimensión.

Una vez que se diseñaron los 
verificadores se procedió a hacer un 
filtro para cada una de las fases de 
gestión para comprobar la claridad, 
relevancia, facilidad de medición, 
disponibilidad y correspondencia 
con la fase de gestión (filtro II). El 
filtro se diseñó junto con el Comité 
Ejecutivo del Corredor Biológico 
San Juan – La Selva. 

Resultados y discusión
En términos generales, el estándar 
está compuesto por 136 parámetros 
y 146 verificadores distribuidos en 

tres dimensiones (Fig. 3). El 46% 
de los parámetros corresponden a 
la dimensión ecológica y un 27% a 
la socioeconómica y la de gestión, 
respectivamente. Cada dimensión 
está dividida en tres fases de ges‑
tión, en donde el cumplimiento 
de los parámetros que las compo‑
nen llevará al cumplimiento de una 
meta superior. El 41% de los veri‑
ficadores fueron diseñados para 
ser monitoreados en la Fase III; la 
mayoría de ellos pertenecen a la 
dimensión ecológica; asimismo, un 
mayor número de verificadores de 
la dimensión de gestión son moni‑
toreados en la Fase I, y la mayoría 
de los verificadores de la dimen‑
sión socioeconómica se monitorean 
en la Fase II.

Fase I

Fase I I

Fase I II

9 verificadores

26 verificadores

26 verificadores

31 verificadores

33 verificadores

28 verificadores

Dimensión Ecológica
Meta superior

Dimensión Socioeconómica
Meta superior

Dimensión Gestión
Meta superior

Estándar para el monitoreo en la efectividad
del manejo de corredores biológicos

5 Principios 5 Principios 4 Principios

14 Criterios 11 Criterios 7 Criterios

41 Indicadores 25 Indicadores 24 Indicadores

12 verificadores

22 verificadores

39 verificadores

Figura 3. Esquema del estándar para el monitoreo de la efectividad del manejo de corredores biológicos
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Características de la dimensión 
ecológica
A través del cumplimiento de 
los parámetros de las tres fases 
se pretende favorecer el mante‑
nimiento de la viabilidad biológi‑
ca de poblaciones y comunidades 
naturales de flora y fauna, así como 
la continuidad de los procesos eco‑
lógicos en el paisaje. La meta es 
disminuir la destrucción, fragmen‑
tación, aislamiento y simplificación 
de los hábitats naturales, y mejorar 
la conectividad del paisaje y la 
provisión de servicios ambientales. 
Esta meta se ha disgregado en cinco 
principios (Cuadro 1), 14 criterios, 
41 indicadores y 70 verificadores.

Características de la dimensión 
socioeconómica 
En esta dimensión se busca que, 
a través de la conservación, el uso 
sostenible de los recursos naturales 
y las prácticas amigables con el 
ambiente contribuyan a mejorar 
la calidad de vida de las personas 
que habitan en el CB. Esta meta 
está dividida en cinco principios 
(Cuadro 2), once criterios, 25 indi‑
cadores y 36 verificadores.

Características de la dimensión 
de gestión 
Con el cumplimiento de los pará‑
metros que integran esta dimen‑
sión se busca consolidar una estra‑
tegia de CB que funcione bajo un 

proceso de institucionalidad local, 
con diversidad de actores en dife‑
rentes grados de involucramiento 
y de participación intersectorial, y 
con el respaldo de un marco polí‑
tico y legal. Esta dimensión está 
compuesta por cuatro principios 
(Cuadro 3), siete criterios, 24 indi‑
cadores y 40 verificadores.

Recomendaciones para la 
aplicación del estándar
El estándar puede ser aplicado por 
un evaluador externo o por el mismo 
consejo local del CB. Sin embargo, es 
indispensable que en el proceso de 
evaluación participen los miembros 
del consejo local del CB. Asimismo, 
el CB debe estar oficialmente 

Cuadro 1. 
Descripción de los principios que integran la dimensión ecológica

Principio Parámetros medidos Resultados esperados
La disminución de la destrucción, fragmentación, aislamiento 
y simplificación de los hábitats naturales contribuye a la 
conservación de la biodiversidad.

- Porcentaje de cobertura
- Métricas de paisaje

- Se incrementa la cobertura.
- Disminuye la fragmentación.
- Disminuyen los efectos de borde sobre la flora 
y fauna.

El mejoramiento de la conectividad a través del paisaje refuerza 
los procesos ecológicos claves.

- Redes de conectividad estructural
- Conectividad funcional

- Existe conectividad estructural y funcional en 
el CB.

La continuidad de los procesos ecológicos a través del paisaje 
favorece el mantenimiento de la viabilidad biológica de 
poblaciones y comunidades naturales de flora y fauna.

- Monitoreo de organismos claves 
para el funcionamiento de los 
procesos ecológicos

- Los procesos ecológicos a lo largo del CB se 
mantienen estables.

Las especies de flora y fauna amenazadas, protegidas por ley, 
o especialmente vulnerables requieren medidas especiales para 
su conservación.

- Monitoreo de poblaciones 
amenazadas

- Se recuperan poblaciones que antes estaban 
amenazadas.

La disminución de impactos humanos, el mejoramiento de la 
conectividad y la viabilidad de poblaciones contribuyen a la 
provisión de servicios ambientales.

- Fijación de carbono
- Calidad de agua

- Se mantienen los servicios ambientales.

Cuadro 2. 
Descripción de los principios que integran la dimensión socioeconómica

Principio Parámetros medidos Resultados esperados
Los diferentes sectores sociales que integran el 
CB contribuyen a la conservación de los recursos 
naturales.

- Actores y sectores presentes en el CB - Los actores locales se identifican con los 
objetivos del CB.

A través de la imagen que las personas tienen de su 
entorno natural, es posible conservar los recursos 
naturales.

- Actividades de concientización realizadas con 
las comunidades del CB

- La inversión en capital humano favorece el 
fortalecimiento del capital natural.

Los grupos locales implementan acciones para 
revertir los factores antropogénicos que amenazan la 
biodiversidad.

- Relaciones entre la flora y fauna silvestre - Disminuyen las actividades hostiles contra la 
flora y fauna silvestre.

Las comunidades hacen un uso sostenible de sus 
recursos naturales.

- Porcentaje de actividades amigables con el 
ambiente

- Las comunidades mejoran su nivel de vida 
mediante la implementación de actividades 
productivas amigables con el ambiente.

La conservación de los recursos naturales contribuye 
a elevar la calidad de vida de las personas que habitan 
en el CB.

- Valoración de los servicios ecosistémicos - Las comunidades disfrutan de los beneficios 
generados a partir de la conservación del capital 
natural.
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reconocido por el Programa Nacional 
de Corredores Biológicos.

Para evaluar los verificadores, se 
pueden utilizar dos escalas diferentes 
que permitan verificar su desempeño. 
Una cualitativa con tres niveles iden‑
tificados por colores: alto (verde), 
medio (amarillo) y bajo (rojo). La 
segunda es cuantitativa e igualmente 
se divide en tres niveles: 0 (no se ha 
desarrollado), 0,5 (se encuentra en 
proceso de desarrollo) y 1 (se ha cum‑
plido satisfactoriamente).

La evaluación de los verificadores 
de un determinado indicador deter‑
minará su desempeño, una vez que 
se han evaluado todos los indicado‑
res de un criterio en particular. Este 
mismo procedimiento se debe repetir 
con los indicadores de cada criterio y 
con los criterios de cada principio. El 
promedio de todos los principios de 
una dimensión determinará el grado 
de cumplimiento de la misma. Los 
estándares son herramientas diná‑
micas que se deben ir ajustando e 

enriqueciendo con el tiempo, y que 
permiten la discusión y generación de 
conocimiento.
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Cuadro 3. 
Descripción de los principios que integran la dimensión de gestión

Principio Parámetros medidos Resultados esperados
El apoyo y participación de diversos actores, con diferentes 
grados de involucramiento y de participación intersectorial, 
contribuye al cumplimiento y sostenibilidad del proceso de 
gestión del CB.

- Representación de actores dentro del 
consejo local del CB

- Los sectores que integran el CB están 
representados en el consejo local.
- Los actores locales se identifican con los 
objetivos del CB.

El CB cuenta con una institucionalidad que le permite 
funcionar con autonomía e interdependencia.

- Planes operativos - La consolidación del consejo local permite 
implementar estrategias diseñadas para alcanzar 
los objetivos del CB.

La estrategia de conservación equilibra los intereses de los 
diversos actores en cuanto al uso y conservación de los 
servicios ambientales que presta el CB.

- Planificación estratégica -La planificación del CB es coherente con los 
intereses de los diversos sectores que lo integran 
y con los objetivos de conservación.

El marco político y legal existente respalda en forma 
efectiva la consolidación del CB en el largo plazo

-Mecanismos políticos y legales -Existen mecanismos y políticas claras que 
contribuyen al fortalecimiento del CB
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Evaluación de la efectividad de 
estrategias de conservación en tierras 

privadas. Una propuesta de estándar para 
los principales mecanismos utilizados en 

Latinoamérica
Diego Delgado, Zayra Ramos, 
Claudia Bouroncle�

El estándar presentado 
es una herramienta para 

conceptualizar, evaluar 
e implementar el manejo 

sostenible de recursos 
naturales; sin embargo, aún 

no se tiene mucha información 
sobre el tema de conservación 

en tierras privadas en la 
región; por ello es importante 

que esta validación sea 
acompañada de estudios de 

caso representativos, con 
énfasis en la caracterización 

de las diferentes etapas de 
gestión de los mecanismos 

y en el análisis de su 
efectividad. Otro insumo 

complementario debe ser la 
elaboración de protocolos de 

referencia para la medición 
de los indicadores y el 

desarrollo de ejemplos para 
los diferentes mecanismos 
de conservación en tierras 

privadas y para redes de 
sitios.
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Resumen Summary
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Introducción

El reconocimiento progresivo 
de la importancia del sector 
privado en los esfuerzos de 

conservación de la biodiversidad 
ha hecho que en la última déca‑
da muchos gobiernos y ONG en 
Latinoamérica hayan incrementa‑

do el apoyo a la implementación 
de diferentes herramientas de con‑
servación en tierras privadas. De 
hecho, actualmente se les considera 
un complemento clave para la con‑
servación en tierras públicas y para 
las estrategias basadas en el mane‑
jo de grandes territorios (Mitchell 

2007). En general, estas herramien‑
tas se basan en la limitación volun‑
taria de los propietarios del uso 
de sus tierras para proteger los 
recursos naturales que contienen, 
a cambio de algún beneficio legal 
o económico, o simplemente por la 
satisfacción de sentirse parte de los 

Resumen Summary
Se presenta una propuesta de parámetros para 
la medición de la efectividad del manejo de 
mecanismos de conservación en tierras privadas 
en Latinoamérica. Se ofrece un estándar mínimo 
y flexible que pueda ser aplicado tanto a sitios 
individuales que implementen estos mecanismos 
como a las redes que constituyan. El estándar se 
elaboró a partir del marco general de evaluación 
de la efectividad del manejo en áreas protegidas 
públicas de la UICN y de la metodología de plani-
ficación para la conservación de sitios del TNC. El 
estándar consta de tres principios. El Principio 1 
se refiere al mantenimiento de objetos de conser-
vación meta (especies, comunidades ecológicas 
o sistemas ecológicos); se definieron indicadores 
de filtro grueso relacionados con la medición de 
elementos de estructura y composición del hábitat. 
El Principio 2 trata sobre la reducción o eliminación 
de amenazas y sus impactos, y el Principio 3 acer-
ca de la capacidad de gestión de los involucrados 
en el manejo de tierras privadas bajo mecanismos 
de conservación. El estándar fue socializado y 
revisado en un taller de expertos y cuenta con 10 
criterios y 21 indicadores. Se espera que sirva de 
apoyo a los actores involucrados en la gestión de 
diferentes herramientas de conservación privadas 
‑como reservas naturales privadas, servidumbres 
ecológicas y pagos por servicios ambientales ‑ en 
el seguimiento a la implementación de acciones y 
en la evaluación de la efectividad del manejo.
Palabras claves: Reservas naturales; conserva-
ción de la naturaleza; uso de la tierra; propiedad 
privada; servidumbre ecológica; pago por servicios 
ambientales.

Evaluation of the effectiveness of conser-
vation strategies on private lands; a stan-
dard proposed for mechanisms used in Latin 
America. We propose parameters for measuring 
management effectiveness of conservation mech-
anisms on private lands in Latin America. A flexible 
minimum standard to be applied on individual sites 
implementing these mechanisms, as well as in 
the networks they may constitute is offered. The 
standard was developed on the basis of both 
IUCN’s general framework for evaluating manage-
ment effectiveness for public protected areas, and 
TNC’s site conservation planning methodology. It 
consists of three principles: Principle 1 refers to 
the maintenance of conservation objects (species, 
ecological communities or ecological systems); 
coarse‑filter indicators related to the measurement 
of habitat structure and composition were defined. 
Principle 2 refers to the reduction or elimination of 
threats and their impacts, and Principle 3, to the 
management capacity of private land under con-
servation mechanisms.  The standard, which fea-
tures ten criteria and 21 indicators, was reviewed 
by a broad spectrum of stakeholders and revised in 
a workshop with experts. It is hoped that it will sup-
port actors involved in conservation management 
on private lands through different mechanisms 
–mainly, private natural reserves, conservation 
easements and environmental service payments‑ 
in the monitoring of implementation and evaluation 
of effectiveness.
Keywords: Natural reserves; nature conservation; 
land use; private property; conservation ease-
ments; environmental service payments.
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esfuerzos de conservación (Chacón 
2005, Ponce 2002, Piskulich 1995).

En la última década también ha 
sido creciente el interés por conocer 
cuán efectivas son las áreas protegi‑
das en el cumplimiento de sus obje‑
tivos de conservación (Hockings et 
ál 2000, Bruner et ál. 2001, Hockings 
2003). Cooperantes, decisores polí‑
ticos y agencias de conservación 
requieren esta información para 
priorizar acciones o para promo‑
ver mejores políticas y prácticas 
de manejo; los manejadores, para 
mejorar su desempeño o para infor‑
mar de los logros a sus superiores; 
los gobiernos, comunidades locales 
y otros grupos interesados de la 
sociedad civil, para ver cómo están 
siendo tomados en cuenta sus inte‑
reses. Hasta ahora, sin embargo, los 
esfuerzos conceptuales y metodoló‑
gicos se han dirigido principalmente 
al monitoreo de la efectividad de las 
áreas protegidas públicas.

Nuestra propuesta ha sido desa‑
rrollada con el objetivo de formu‑
lar un sistema de monitoreo viable 
que incluya variables ecológicas, 
socioeconómicas, legales, financie‑
ras y de gestión que permitan: a) 
monitorear y evaluar el impacto de 
los instrumentos actualmente dis‑
ponibles para la conservación pri‑
vada en Latinoamérica, en función 
de las metas de conservación de 
la biodiversidad, y b) complemen‑
tar la información para la toma de 
decisiones. Por ende, está dirigida 
principalmente a los practicantes de 
la conservación, ya sean los propie‑
tarios o encargados de la gestión 
de los sitios individuales donde se 
implementen las herramientas de 
conservación, o las organizaciones 
que apoyan la gestión de estos sitios 
y las redes que conforman.

¿Por qué es importante la 
conservación en tierras 
privadas?
En Latinoamérica los gobiernos 
estatales han pretendido resguardar 
áreas naturales a través de diferen‑

tes estrategias que integran la con‑
servación y el desarrollo, y que van 
desde la creación y mantenimiento 
de áreas protegidas públicas, hasta 
la promoción del manejo forestal en 
tierras públicas y privadas (Bruner 
et ál. 2001). Actualmente los siste‑
mas de áreas protegidas públicas 
conservan en promedio alrededor 
del 11% del territorio de los países 
de la región (PNUMA‑UICN‑FAO 
2003); aunque la creación de nuevas 
unidades se ha visto limitada por 
los cambios en los paisajes y por la 
falta de recursos estatales para su 

adquisición y manejo. Para que los 
esfuerzos de conservación sean real‑
mente exitosos a una escala geográ‑
fica amplia es necesario considerar 
territorios bajo diferentes modelos 
de gobernanza (estatal, privada, 
comunitaria o compartida) (Mitchell 
2007). Los sistemas de áreas protegi‑
das públicas deben complementarse 
con iniciativas en tierras privadas, 
las cuales representan alrededor del 

80% del territorio en varios países 
latinoamericanos.

Chacón (2005) define la con‑
servación en tierras privadas como 
“la realización de actividades 
de protección y uso apropiado 
de los recursos naturales con la 
participación voluntaria de actores 
privados, los cuales pueden ser 
propietarios de tierras, organizaciones 
ambientalistas, empresas, grupos 
comunales o indígenas, asociaciones 
o fundaciones”. Entre las herra‑
mientas más comunes implemen‑
tadas en Latinoamérica están las 
reservas naturales privadas, como 
categoría de manejo de tierras pri‑
vadas; las servidumbres ecológicas, 
un instrumento legal en auge, y los 
incentivos económicos y fiscales, 
entre los que destaca el pago por 
servicios ambientales a propietarios 
de bosque (Piskulich 1995, Bayon et 
ál. 2000, ELI 2003, Chacón 2005); en 
la gestión de estas herramientas han 
jugado un rol importante las ONG 
y las redes de sitios. Las caracterís‑
ticas más importantes de estas tres 
herramientas se describen a conti‑
nuación.
Reservas naturales privadas (RNP).- 
Son propiedades designadas para 
la protección especial por iniciativa 
de los dueños (Piskulich 1995), con 
reconocimiento gubernamental o 
de alguna organización indepen‑
diente calificada, o sin él (reserva 
privada ‘de hecho’) (Chacón 2005). 
La motivación de los dueños puede 
consistir simplemente en su deseo 
de conservar la biodiversidad, aun‑
que otros beneficios ‑como la pro‑
tección ante invasiones, la imagen 
para el ecoturismo y el acceso a 
incentivos fiscales ‑ también pue‑
den influir en su decisión.
Servidumbres ecológicas (SE).- 
Son convenios privados, voluntarios 
y de cumplimiento obligatorio entre 
dos propietarios, mediante los cua‑
les acuerdan conservar los recursos 
naturales de una o ambas propie‑
dades por un periodo de tiempo, 
para la conservación, restauración 

Entre las herramientas 
de conservación 
más comunes 
implementadas en 
Latinoamérica están 
las reservas naturales 
privadas, como 
categoría de manejo 
de tierras privadas; 
las servidumbres 
ecológicas, un 
instrumento legal en 
auge, y los incentivos 
económicos y 
fiscales, entre los que 
destaca el pago por 
servicios ambientales a 
propietarios de bosque. 
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o manejo integrado de sus recursos 
y valores naturales (Chacón 2005, 
Dada 2002, Piskulich 1995, Casas 
2002). Una SE es una limitación 
voluntaria de uso, que puede invo‑
lucrar toda o una parte de la(s) 
propiedades(s), lo cual se refleja 
directamente en un contrato legal. 
Pagos por servicios ambientales 
(PSA).- Un incentivo para la con‑
servación es todo aquello que se 
puede ofrecer a un propietario pri‑
vado para que voluntariamente se 
una a los esfuerzos de conserva‑
ción. El PSA es un incentivo eco‑
nómico ofrecido por los gobiernos 
para la conservación de tierras pri‑
vadas, y ha causado creciente inte‑
rés en la región. En Costa Rica, el 
Fondo Nacional de Financiamiento 
Forestal (FONAFIFO) paga a los 
pequeños y medianos propietarios 
y poseedores de bosques y planta‑
ciones forestales por los servicios 
ambientales que estos proveen y 
que inciden directamente en la pro‑
tección y mejoramiento del medio 
ambiente. Actualmente, las moda‑
lidades de PSA son protección de 
bosques, regeneración natural, sis‑
temas agroforestales y reforesta‑
ción.

Estándar de monitoreo 
de herramientas para la 
conservación en tierras 
privadas
El objetivo central del presente 
estándar es contribuir a que los sitios 
o redes de sitios sujetos a herra‑
mientas de conservación en tierras 
privadas alcancen sus objetivos de 
conservación de biodiversidad. Para 
ello, se ofrece una guía que oriente 
el diseño de programas de moni‑
toreo costo‑efectivo y que pueda 
ajustarse a las particularidades de 
cada sitio o red de sitios. El estándar 
está dirigido a varios tipos de acto‑
res públicos y privados, tales como 
personas particulares, asociaciones 
y ONG a cargo de la gestión de dife‑
rentes herramientas de conservación 
privadas ‑principalmente RNP, SE y 

PSA. Asimismo, se espera que sea 
de utilidad para encargados de la 
elaboración y aprobación de planes 
de manejo para bosques sometidos 
a PSA y gerentes de fondos de PSA, 
entre otros. Se espera que el están‑
dar les permita dar seguimiento a 
la implementación de sus acciones 
y evaluar la efectividad del manejo 
para alcanzar el éxito de conserva‑
ción esperado.

Metodología para la 
construcción del estándar
El estándar propuesto tiene su base 
conceptual en el marco general de 
evaluación de la efectividad del 
manejo para áreas protegidas de 
la UICN (Hockings et ál. 2000) y 
en la metodología de planificación 
para la conservación de sitios pro‑
puesta por TNC (Granizo et ál. 
2006). La selección de estos marcos 
de trabajo se debe a su amplio uso 
en América Latina y a sus bases 
conceptuales, que permiten que el 
estándar sea comprensivo y flexi‑
ble. Por comprensivo se entiende 
que el sistema establece los princi‑
pios y criterios básicos de informa‑
ción a los que el monitoreo debe 

responder; flexible se refiere a la 
posibilidad de adecuar los indica‑
dores y verificadores a las particu‑
laridades de cada herramienta de 
conservación o sitio.

El estándar sigue una estruc‑
tura común utilizada ampliamen‑
te para conceptualizar, evaluar e 
implementar el manejo sostenible 
de recursos naturales (Prabhu et 
ál. 1999). La elaboración del están‑
dar incluyó los siguientes pasos:
■ Determinación del estado del 

arte del monitoreo de efectivi‑
dad de las estrategias de con‑
servación en tierras privadas, 
mediante revisión de literatura y 
entrevistas con especialistas de la 
región.

■ Elaboración de una propuesta 
conceptual y metodológica del 
estándar, y su socialización y 
revisión en un taller realizado en 
mayo de 2007 en San José, Costa 
Rica. El objetivo fue ajustar el 
estándar propuesto en cuanto a 
su consistencia, ordenamiento y 
formulación de parámetros, de 
acuerdo con la metodología plan‑
teada por Morán et ál. 2006).

■ Ajuste del estándar con los apor‑
tes del taller.

De acuerdo con la estructura de 
un estándar, se formuló una meta 
superior de manera que reflejara 
el objetivo último de las estrategias 
de conservación en tierras privadas: 
“Los mecanismos de conservación y 
uso apropiado de recursos naturales 
con la participación voluntaria de 
actores privados complementan 
la cobertura y conectividad de los 
sistemas de áreas protegidas públicas 
y otras estrategias de conservación 
de diversidad biológica y servicios 
ambientales a diferentes escalas”.

Los principios se formularon en 
función a los insumos, productos, 
procesos y resultados del proceso 
de manejo efectivo, según los con‑
ceptos comunes de los marcos con‑
ceptuales definidos por Granizo et 
ál. (2006) y Hockings et ál. (2000) 
(Cuadro 1).

Actualmente los 
sistemas de áreas 
protegidas públicas 
conservan en promedio 
alrededor del 11% 
del territorio de los 
países de la región 
latinoamericana. La 
creación de nuevas 
unidades se ha visto 
limitada por los cambios 
en los paisajes y por 
la falta de recursos 
estatales para su 
adquisición y manejo. 
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Propuesta de estándar para 
el monitoreo de estrategias 
de conservación en tierras 
privadas
En el estándar propuesto (Cuadro 
2), los criterios del principio 1 se 
definieron a partir de los atributos 
ecológicos claves (AEC) declara‑
dos por Granizo et ál. (2006) como 
esenciales para el mantenimiento 
de la viabilidad de los OCM. El 
enfoque de filtro grueso aboga por 
la medición de elementos de estruc‑
tura y composición de hábitats cuya 
conservación repercute en el man‑
tenimiento de otros elementos aso‑
ciados. Entonces, para el criterio 
1.1 (tamaño de OCM) se definió 
como único indicador el área del 
territorio de ocurrencia de especies, 
comunidades ecológicas o sistemas 
ecológicos para el monitoreo de 
poblaciones de especies o de grupos 
de especies; se eligió solo un indi‑
cador tanto por su costo como por 
la dificultad de mantener consisten‑
cia metodológica entre sitios. Para 
el criterio 1.2 (estado de conserva‑
ción del OCM) también se eligieron 
indicadores relativamente fáciles de 
monitorear, siguiendo el enfoque 
de filtro grueso, relacionados con 
la permanencia de sitios ecológica‑
mente importantes (indicador 1.2.1), 
la proporción de hábitat primario no 
afectado por perturbaciones exter‑
nas (indicador 1.2.2) y la estructura 
de la vegetación dominante (indica‑
dor 1.2.3). 

Para el criterio 1.3 (contexto pai‑
sajístico de los OCM) ‑relevante prin‑

cipalmente para redes de sitios ‑ se 
recurre a un indicador de composi‑
ción del paisaje que requiere la identi‑
ficación de las especies dominantes 
de cada uno de sus elementos, o al 
menos la tipificación de los hábitats 
naturales (indicador 1.3.1) y a otro 
indicador a escala de paisaje (indi‑
cador 1.3.2), cuya medición se faci‑
lita por el aumento de la capacidad 
de las computadoras, la disponibi‑
lidad de datos de sensores remo‑
tos y el desarrollo de sistemas de 
información geográfica (SIG) para 
manejar, analizar y desplegar datos 
espaciales (Turner et ál. 2003). El 
enfoque de filtro grueso no incluye 
indicadores de procesos ecológicos 
(como migración) en esta escala.

El principio 2 contiene sólo un 
criterio (la reducción o eliminación 
de las amenazas y sus impactos) y 
dos indicadores relacionados con 
la reducción de las amenazas (indi‑
cador 2.1.1) y del impacto del uso 
de los recursos naturales (indicador 
2.1.2) como resultado de la gestión. 
Para poder seleccionar los verifica‑
dores del primer indicador es nece‑
sario que se hayan identificado y 
priorizado las amenazas críticas que 
enfrentan los OCM y las principales 
presiones que ejercen sobre ellos, 
así como haber determinado sobre 
cuáles atributos ecológicos claves 
se dan las presiones. Dado que las 
fuentes de presiones pueden ser 
muy específicas para cada sitio, se 
recomienda usar la tipología pro‑
puesta por CMP/UICN (2006) para 
su estandarización.

El principio 3 está estructurado 
en seis criterios, en función a los 
elementos propuestos por Hockings 
et ál. (2000). El criterio 3.1 agrupa 
los elementos de contexto y planifi‑
cación, y sus indicadores se enfocan 
en lo apropiado de los instrumentos 
(indicador 3.1.1) y el uso y actuali‑
zación de la información (indicador 
3.1.2). El criterio 3.2 comprende la 
suficiencia de los insumos o recursos 
básicos para el manejo; sus indi‑
cadores se centran en los recursos 
humanos (indicador 3.2.1), finan‑
cieros (indicador 3.2.2) y materiales 
(indicador 3.2.3). En cuanto a los 
procesos o forma en la cual es con‑
ducido el manejo, los criterios 3.3 y 
3.4 resaltan el cumplimiento de las 
normas legales y la relación con los 
actores públicos y privados a dife‑
rentes niveles, y los criterios 3.5 y 
3.6 resaltan los beneficios percibidos 
por propietarios y actores locales y 
el cumplimiento de lo programado. 

El Cuadro 2 muestra el estándar 
desarrollado. Los indicadores inclui‑
dos se pueden adecuar, agregar o 
eliminar de acuerdo con las particu‑
laridades del sitio o red de sitios. 

Recomendaciones para la 
implementación del estándar
El estándar presentado se basa tanto 
en marcos conceptuales sólidos como 
en la experiencia de diferentes ámbi‑
tos de trabajo en Latinoamérica. 
Sin embargo, antes de su aplicación 
extensiva, se debe llevar a cabo un 
proceso de validación en RNP, SE 
y PSA en diferentes escenarios de 

Cuadro 1. 
Principios del estándar y su relación con los marcos conceptuales para el manejo efectivo 
de áreas de conservación

Principio Granizo et ál. (2006) Hockings et ál. 
(2000)

1. El mantenimiento de los atributos ecológicos claves de los objetos de conservación (especies, 
comunidades ecológicas o sistemas ecológicos) en sitios particulares o red de sitios asegura su 
viabilidad a largo plazo.

Mantenimiento de los obje-
tos de conservación meta 
(OCM)

Resultados

2. La reducción de las amenazas a los objetos de conservación (especies, comunidades ecológicas 
o sistemas ecológicos) en sitios particulares o red de sitios asegura su viabilidad a largo plazo.

Reducción de presiones y 
sus fuentes Productos

�. La capacidad de gestión de los propietarios y/o manejadores de tierras privadas bajo mecanis-
mos de conservación – y/o en redes de sitios – garantiza los recursos humanos, materiales y finan-
cieros suficientes y procesos para el manejo efectivo.

Implementación de estrate-
gias Insumos y procesos
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la región. El estándar es una herra‑
mienta para conceptualizar, evaluar 
e implementar el manejo sostenible 
de recursos naturales (Prabhu et ál 
1999); sin embargo, aún no se tiene 
mucha información sobre el tema 
de conservación en tierras privadas 
en la región; por ello es importante 
que esta validación sea acompañada 
de estudios de caso representati‑
vos, con énfasis en la caracterización 
de las diferentes etapas de gestión 
de los mecanismos y en el análisis 
de su efectividad (tal como plantea 
Hockings et ál. 2000). Otro insumo 
complementario debe ser la elabo‑
ración de protocolos de referencia 
para la medición de los indicadores 

y el desarrollo de ejemplos para los 
diferentes mecanismos de conserva‑
ción en tierras privadas y para redes 
de sitios.

La aplicación del estándar impli‑
ca un proceso reflexivo para la selec‑
ción apropiada del conjunto de indi‑
cadores y verificadores, en función 
de los objetivos de conservación de 
cada sitio específico. El estándar 
debe, entonces, reflejar un equili‑
brio entre los diferentes aspectos del 
manejo. Para ello se sugiere tener en 
cuenta lo siguiente:
• Definición de los propósitos de 

la aplicación del estándar. Los 
objetivos de manejo o de conser‑
vación idealmente deberían estar 

explícitos en el plan de manejo o 
contrato del sitio. En muchas oca‑
siones ‑principalmente en el caso 
de servidumbres ecológicas ‑ no se 
cuenta con planes, o los objetivos 
no están claramente expresados, 
por lo que es fundamental esta‑
blecer los objetivos de conserva‑
ción e identificar las presiones y 
amenazas, estrategias de trabajo, 
productos esperados y recursos 
necesarios para su consecución. 
Para esto se sugiere la revisión de 
la metodología de Granizo et ál. 
(2006).

 En el caso de redes de sitios, es 
necesario compatibilizar los obje‑
tivos de los planes de los sitios 

Cuadro 2. 
Principios, criterios e indicadores para el monitoreo del manejo de mecanismos de conservación 
en tierras privadas en Latinoamérica

CRITERIOS INDICADORES Fases
1 2 3

Principio 1 El mantenimiento de los atributos ecológicos claves de los OCM (especies, comunidades ecológicas o sistemas ecológicos) en sitios particulares o 
red de sitios asegura su viabilidad a largo plazo.

1.1 El tamaño del OCM se mantiene 
o aumenta.

1.1.1 Área del territorio de ocurrencia de especies, comunidades ecológicas o sistemas ecológi-
cos.

x x x

1.2 El estado de conservación del 
OCM se mantiene o mejora.

1.2.1 Permanencia de sitios ecológicamente importantes de hábitats. x x

1.2.2 Proporción del territorio de ocurrencia de los OCM que corresponde a hábitats no altera-
dos.

x x

1.2.3 Estructura de la vegetación dominante del territorio de ocurrencia de los OCM. x x

1.3 El contexto paisajístico hace via-
ble la permanencia del OCM.

1.3.1 Composición del paisaje. x x

1.3.2 Grado de conectividad estructural de los fragmentos de hábitat natural. x x

Principio 2 La reducción de las amenazas a los objetos de conservación meta en sitios particulares o red de sitios asegura su viabilidad a largo plazo.
2.1 Las amenazas y sus impactos 
son reducidos o eliminados.

2.1.1 Reducción de amenazas directas debido a la gestión. x x x

2.1.2 Reducción del impacto del uso de recursos naturales. x x

Principio 3 La capacidad de gestión de los propietarios y/o manejadores de tierras privadas bajo mecanismos de conservación – y/o en redes de sitios – garan-
tiza los recursos y procesos para el manejo efectivo.
3.1 El diseño de las acciones es 
apropiado. 

3.1.1 Instrumentos de planificación con información de contexto y objetivos de conservación 
claros y consistentes con el mecanismo implementado.

x

3.1.2 Vigencia de los instrumentos de planificación, monitoreo y evaluación. x x x

3.2 La disponibilidad de recursos es 
suficiente para el manejo.

3.2.1 Listado de personal, funciones y desempeño. x x x

3.2.2 Balance financiero positivo. x x x

3.2.3 Existencia y estado de infraestructura, equipos y servicios. x x x

3.3 Se mantiene el cumplimiento de 
la normativa legal vigente.

3.3.1 Legalidad en la tenencia de la tierra o derecho a uso. x

3.3.2 Cumplimiento de contratos y/o convenios. x x

3.3.3 Aplicación de la normativa legal vigente. x x

3.4 La relación con actores públicos y 
privados a diferentes niveles hace la 
gestión más eficiente.

3.4.1 Mecanismos participativos para la toma de decisiones, manejo de conflictos y resolución 
de problemas.

x x x

3.4.2 Mecanismos para la coordinación de operaciones y uso de recursos. x x

3.5 Los beneficios de los mecanis-
mos de conservación incentivan la 
participación voluntaria en su man-
tenimiento.

3.5.1 Beneficios percibidos por el(los) propietario(s). x

3.5.2 Bienes y servicios ambientales reconocidos por los grupos de interés (miembros de comu-
nidades locales, empresas y otros).

x

3.6 El cumplimiento de las acciones 
de manejo es efectivo.

3.6.1 Cumplimiento de los productos establecidos en los instrumentos de planificación. x x x
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individuales. En todos los casos, 
es recomendable revisar los obje‑
tivos de estrategias mayores de 
conservación relevantes, como los 
de los sistemas nacionales de áreas 
protegidas o corredores biológi‑
cos.

• Selección de indicadores. Se reco‑
mienda la implementación de 
indicadores de filtro grueso por 
su menor costo y su característica 
incluyente, como en el caso de 
los indicadores del Principio 1. El 
enfoque de filtro fino sólo se debe 
emplear en situaciones especiales, 
como en el caso de que el OCM 
sea una especie amenazada con 
requerimientos de hábitat particu‑
lares. Si los recursos para el mane‑
jo son muy escasos, lo más produc‑
tivo será enfocar el monitoreo en 
el desempeño de las acciones de 

manejo y mitigación de amenazas 
(Principios 2 y 3).

• Construcción de la línea base. La 
información para la línea base 
puede construirse a partir de 
fuentes de información diferentes, 
tales como: 1) Datos generados 
en el sitio antes de establecerse 
la herramienta de conservación 
(p.e., los datos de inventarios en 
bosques bajo producción forestal 
antes de entrar a un programa de 
PSA, o las evaluaciones técnicas 
para el reconocimiento oficial del 
RNP, la creación de SE, o la apro‑
bación de contratos de PSA). 2) 
Sitios con condiciones similares 
(p.e., levantamientos de datos en 
un bosque conservado dentro de 
un área protegida pública, asu‑
miendo que en esta área las condi‑
ciones representan el estado pre‑

vio del elemento de biodiversidad 
de interés en el área manejada). 
3) Reconstrucciones históricas a 
través de entrevistas, cuando no 
se cuenta con datos provenientes 
de mediciones anteriores y no es 
posible levantar información de 
sitios similares cercanos. 4) La 
primera medición de los indica‑
dores seleccionados, en cuyo caso 
el esfuerzo de muestreo debe ser 
suficiente para permitir análisis 
confiables.
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La conservación es un 
proceso que involucra 
dimensiones sociales, 

culturales, económicas, éticas 
y políticas, además de las de 
biología de la conservación. 

Para el éxito del manejo para 
la conservación se debe incidir 

en todos estos ámbitos, e 
igualmente, el manejo debe 

ser adaptativo en todos. 
Dentro de todo lo anterior 
reside la razón de ser de 

este proceso social complejo 
que es la conservación: los 
objetos de conservación. El 

PROMEC-CR brindará la 
información imprescindible 

sobre los impactos humanos 
– incluyendo las acciones de 

manejo – en los objetos de 
conservación: comunidades, 

especies, procesos ecológicos 
y evolutivos, así como 

los servicios ecológicos 
imprescindibles brindados 

a la sociedad por esta 
biodiversidad.

Recursos Naturales y Ambiente/no.54: ��-7�

Fo
to

: S
er

gi
o 

Pu
cc

i.



�7Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

C
om

un
ic

ac
ió

n 
Té

cn
ic

a

Resumen Summary
El monitoreo de las áreas protegidas y corredores 
biológicos a escala nacional es una necesidad 
para un manejo efectivo de sistemas ecológicos 
complejos, cambiantes y poco conocidos; ade-
más, es un requisito para el cumplimiento con 
las obligaciones de la Convención de Diversidad 
Biológica. El PROMEC‑CR fue estructurado a par-
tir de una revisión extensa de literatura científica y 
técnica sobre las bases conceptuales, el diseño 
y la implementación de programas de monitoreo 
ecológico; actualmente, se hacen esfuerzos por 
incorporarlo a la ley costarricense. PROMEC‑CR 
es implementado por el Sistema Nacional de Áreas 
de Conservación del Ministerio del Ambiente, 
Energía y Telecomunicaciones. En su primera fase, 
el Programa evaluará el estado de conservación de 
la biodiversidad a escala nacional, a través de tres 
indicadores enfocados en la extensión y el grado 
de fragmentación de la cobertura de ecosistemas 
naturales y sus tasas de cambio, así como en la 
efectividad de manejo de las áreas protegidas. A 
la vez, se desarrollarán y probarán seis indicadores 
adicionales potenciales que ofrezcan una evalua-
ción más integral de la biodiversidad, abarcando 
aspectos claves de los corredores biológicos, 
grupos faunísticos y dinámica de los bosques. La 
amenaza grave que representa el cambio climático 
será monitoreada directamente por un indicador y 
como componente explícito de todos los demás.
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
corredor biológico; conservación de la natura-
leza; biodiversidad; cambio climático; organismos 
indicadores; monitoreo.

Ecological monitoring as a conservation man-
agement tool: the conceptual basis and struc-
ture of the Ecological Monitoring Programme 
for Costa Rica’s Protected Areas and Biological 
Corridors (PROMEC-CR). National‑scale monitor-
ing of protected areas and biological corridors is 
necessary for the effective management of com-
plex, ever‑changing and poorly known ecological 
systems. Also, it is now a condition for meeting the 
obligations of the Convention on Biological Diversity. 
The PROMEC‑CR was developed on the basis 
of extensive reviews of the scientific and technical 
literature concerning the conceptual basis, design 
and implementation of ecological monitoring pro-
grams, is currently moving towards ratification in law, 
and is being implemented by the National System of 
Conservation Areas of the Ministry of Environment, 
Energy and Telecommunication. In its first phase, 
the Program will evaluate the conservation status 
of biodiversity at the national scale through three 
indicators focusing on, respectively, cover and frag-
mentation of natural ecosystems and their rates of 
change, and the effectiveness of protected areas 
management. At the same time, six additional indi-
cators will be developed and tested, these providing 
a more integral evaluation of biodiversity covering 
key aspects of biological corridors, fauna groups 
and forest dynamics. The grave threat raised by 
climate change will be monitored directly by one 
indicator and as an explicit component of the moni-
toring of all the others.
Keywords: Wild protected areas; biological cor-
ridors; nature conservation; biodiversity; climate 
change; indicators organisms; monitoring.

Introducción

El Programa de Monitoreo 
de Áreas Protegidas y 
Corredores Biológicos de 

Costa Rica (PROMEC‑CR) es 
una iniciativa del Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación del 
Ministerio de Ambiente, Energía 
y Telecomunicaciones de Costa 
Rica (SINAC/MINAET) y The 

Nature Conservancy‑Costa Rica 
(TNC‑CR). A través de su pro‑
grama “Acuerdos Nacionales de 
Apoyo a la Implementación”, TNC 
patrocina, en colaboración con 
el Centro Agronómico Tropical 
de Investigación y Enseñanza 
(CATIE), actividades de apoyo 
científico y técnico. Un programa 
de monitoreo es una herramienta 

necesaria para el manejo efectivo 
de sistemas ecológicos comple‑
jos, cambiantes y poco conoci‑
dos; por ello, el monitoreo es un 
esfuerzo necesario para que el 
país avance hacia el cumplimien‑
to de diferentes compromisos 
ante la Convención de Diversidad 
Biológica, incluyendo las metas 
2010. 
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La propuesta del PROMEC‑CR 
se viene plasmando en cuatro docu‑
mentos: un Manual de objetivos, 
indicadores y protocolos (SINAC 
2007a), un Resumen Ejecutivo 
(SINAC 2007b), un documento 
técnico de referencia (Finegan et 
ál. en preparación) y un Plan de 
Implementación9. A la fecha de 
publicación del presente artículo, se 
está implementando la primera fase 
del PROMEC‑CR (2007 – 2011), 
con el respaldo jurídico del regla‑
mento a la Ley de Biodiversidad 
(publicado el 8 de abril del 2008); 
asimismo, está en proceso una pro‑
puesta de decreto que establezca 
que el Programa es la forma de 
darle cumplimiento a lo que requie‑
re la ley9.

Una característica clave e inno‑
vadora del PROMEC‑CR es que 
se enfoca no sólo las áreas pro‑
tegidas (AP) del país, sino tam‑
bién en los corredores biológicos 
(CB) que tienen el propósito de unir 
las AP en una sola área funcional 
para la conservación (AFC) ‑ver 
Poiani et ál. 2000. Esta unificación 
es imprescindible dadas las exten‑
siones pequeñas de la gran mayoría 
de las AP, su aislamiento creciente 
dentro de matrices agropecuarias 
y urbanas de creciente hostilidad y 
la amenaza grave que representa el 
cambio climático (Miller et ál. 2001, 
DeFries et ál. 2005, Possingham et 
ál. 2006). En este sentido, es opor‑
tuno que la implementación del 
PROMEC‑CR se acompañe con el 
nuevo ordenamiento territorial para 
la conservación (SINAC 2007c) y el 
Programa Nacional de Corredores 
Biológicos. Ambas iniciativas dan 
respaldo y masa crítica para aumen‑
tar las posibilidades de éxito en la 
conceptualización e implementación 
de medidas de conservación a escala 
nacional ‑sobre todo con respecto 
a los CB, que introducen un nuevo 
desafío para la conservación en el 

país y en la región. Las AP se susten‑
tan en un concepto bien establecido; 
poseen un marco político, jurídico 
e institucional bien definido para 
su manejo; se encuentran en tierras 
estatales, principalmente, y en gene‑
ral gozan de un manejo efectivo 
desde hace tiempo. Los CB, por 
su parte, poseen, en la actualidad, 
todas las características contrarias: 
se sustentan en un concepto rela‑
tivamente nuevo, el marco políti‑
co, jurídico e institucional para su 
manejo está apenas empezando a 
definirse, en gran medida atravie‑
san tierras privadas, y su gestión es 
incipiente en la mayoría de los casos 
(Canet Desanti 2007, Canet Desanti 
et ál. 2008, en este mismo número de 
la  RRNA).

Los objetivos del presente artícu‑
lo son: 1) ofrecer una síntesis global 
concisa del PROMEC‑CR, así como 
un análisis científico y técnico del 
proceso de diseño y estructuración 
del Programa, y 2) mostrar sus indi‑
cadores y los objetivos de su eva‑
luación. Se espera así, divulgar los 
conceptos plasmados y las lecciones 
aprendidas a través de este proce‑
so, para apoyar iniciativas semejan‑
tes de desarrollo de programas de 
monitoreo que sean rigurosos y a la 
vez prácticos y relevantes para los 
países tropicales.

Manejo adaptativo y monitoreo 
como herramientas necesarias 
para el manejo efectivo para la 
conservación 
Los enfoques modernos de manejo 
de los recursos naturales recono‑
cen y procuran institucionalizar dos 
hechos que no siempre han sido 
reconocidos con suficiente énfasis: 
en primer lugar, que los sistemas 
que se pretende manejar son muy 
complejos, poco conocidos y por 
ende tienen un comportamiento 
difícil de predecir, y segundo, que lo 
único constante en esos sistemas es 

el cambio. Entonces, existe consen‑
so en cuanto a que el manejo de los 
recursos naturales debe ser adaptati-
vo para tener posibilidades de éxito 
dentro del contexto de la comple‑
jidad, conocimiento inadecuado y 
cambio constante. El manejo adap‑
tativo provee los medios necesarios 
para manejar sistemas ecológicos y 
sociales dinámicos y complejos, ya 
que reconoce la incertidumbre inhe‑
rente al proceso, identifica tenden‑
cias inesperadas e identifica y corri‑
ge los errores e impactos negativos 
de las medidas de manejo a través 
del aprendizaje continuo (Prabhu 
et ál. 1999, CBD 2006). A través 
del conocimiento generado por un 
programa de monitoreo como el 
PROMEC‑CR, se encuentra una de 
las vías principales hacia la institu‑
cionalización del aprendizaje que 
es parte clave del manejo adapta‑
tivo. Todas estas consideraciones 
sustentan el requisito establecido 
por la Convención de Diversidad 
Biológica de que los países firman‑
tes implementen el monitoreo de su 
biodiversidad a escala nacional.

Sintetizando lo planteado por 
muchos autores, el monitoreo puede 
definirse como un proceso continuo 
en el tiempo de recolección, análisis 
y difusión apropiada de informa-
ción sobre un conjunto específico de 
variables o indicadores, usado para 
posibilitar el mejoramiento continuo 
del manejo del sistema bajo conside-
ración. Hasta la fecha, un sinnúmero 
de factores socioeconómicos, insti‑
tucionales y financieros han dificul‑
tado el uso apropiado del monito‑
reo ecológico como herramienta de 
manejo para la conservación, espe‑
cialmente ‑pero no únicamente ‑ en 
los países en desarrollo (Terborgh y 
Davenport 2002). Tal vez, el mayor 
problema es la dificultad de institu‑
cionalizar el monitoreo dentro de 
una estructura tradicional de ges‑
tión, donde no hay espacio para el 

9 Induni, G. Abril 2008. Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas del Sistema Nacional de Áreas de Conservación. San José, Costa Rica. Comunicación 
personal.
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manejo adaptativo. Otra faceta de 
la problemática es, indudablemente, 
que para algunos el monitoreo no 
es una actividad de alta prioridad 
dentro del contexto de todo lo que 
involucra el manejo para la con‑
servación (Sheil 2001). En el caso 
particular de Costa Rica, el país no 
ha logrado implementar sistemática‑
mente su propia metodología oficial 
para monitorear la efectividad del 
manejo de sus áreas protegidas, con 
consecuencias obvias para el apren‑
dizaje10. Se espera que la imple‑
mentación del PROMEC‑CR sea 
un paso decisivo hacia la institucio‑
nalización del aprendizaje continuo 
en las instituciones encargadas de la 
conservación y el uso sostenible de 
la biodiversidad del país.

La necesidad de monitorear para 
posibilitar la adaptación al cambio 
climático es un tema que requiere un 
énfasis muy claro. El calentamiento 
del clima es un hecho inequívoco 
(IPCC 2007) que trae consigo altera‑
ciones en la cantidad y distribución 
estacional de las lluvias y en la fre‑
cuencia e intensidad de fenómenos 
climáticos como huracanes, tormen‑
tas tropicales y El Niño. Además, la 
causa principal del calentamiento 
–el aumento de la cantidad de gases 
invernaderos en la atmósfera, como 
el CO2 y el óxido nitroso – represen‑
ta una influencia adicional directa 
en la biodiversidad ya que puede 
estimular el crecimiento de las plan‑
tas y así cambiar las interacciones 
ecológicas en comunidades.

Entre las amenazas principales 
que conlleva el cambio climático 
respecto a la biodiversidad figuran 
cambios posiblemente drásticos en la 
distribución geográfica de las comu‑
nidades naturales y las especies que 
se pretenden conservar en el sistema 
nacional de áreas protegidas y corre‑
dores biológicos (ver, entre muchas 
otras fuentes bibliográficas, Lovejoy 
2005 y Clark 2007). Además, el 

cambio climático sin ninguna duda 
presentará interacciones con las 
amenazas existentes ‑destrucción, 
fragmentación y degradación del 
hábitat – por lo que sus consecuen‑
cias aumentarán (Lovejoy 2005). La 
detección o predicción exacta de 
los impactos de la variación climá‑
tica en la biodiversidad tropical, no 
obstante, es aún incierta; por ello el 
monitoreo – combinado con progra‑
mas de investigación con un fuerte 
énfasis en el modelaje y la detección 
de los componentes más vulnerables 
de la biodiversidad – se vuelve cada 
vez más importante (Lovejoy 2005).

El PROMEC‑CR hará una con‑
tribución clave a la capacidad de la 
sociedad costarricense para estable‑
cer alertas tempranas de problemas 
como los esbozados aquí. Esta será 
una de las herramientas aplicadas 
para pronosticar y monitorear el 
impacto del cambio climático, de 
manera que las acciones de conser‑
vación en el país permitan adaptarse 
al mismo. Reaccionar o no reaccio‑
nar ante el conocimiento generado 
será una decisión social y política.

¿Qué cosas monitorear? 
El proceso de selección de 
indicadores para el PROMEC-
CR
El punto de partida para el diseño 
de un programa de monitoreo es 
la definición de los objetivos; la 
decisión clave que le sigue es la 
elección de las variables a ser medi‑
das (Elzinga et ál. 2001). Pudiera 
parecer redundante observar que 
las variables a ser medidas serán los 
indicadores del programa; no obs‑
tante, creemos necesario establecer 
en términos exactos, qué es un indi‑
cador y cuáles implicaciones tiene su 
uso para el monitoreo.

En el caso más sencillo de elec‑
ción de variables a ser medidas den‑
tro de un programa de monitoreo, 
éstas se identifican a partir de los 

objetivos de manejo de un AP o 
CB, asumiendo que esos objetivos 
han sido claramente definidos. Sin 
embargo, muchas veces las mismas 
características de los objetos de con‑
servación (comunidades, especies, 
procesos ecológicos y evolutivos) 
hacen que en la práctica, su evalua‑
ción sea logísticamente muy difícil, 
aun para proyectos de investigación. 
Por ejemplo, individuos de hasta las 
especies más carismáticas de impor‑
tancia para la conservación (p.e. el 
oso panda) con frecuencia son difí‑
ciles de observar (Zahn et ál. 2006). 
En tales casos, para el monitoreo se 
debe recurrir a la evaluación indi‑
recta, a través de algún indicador o 
grupo de indicadores. Un indicador 
es una característica medible de un 
sistema que, indirectamente, repre‑
senta otras características no tan 
fáciles de medir; la medición del indi‑
cador es un sustituto de la medición 
directa de la(s) variable(s) de interés 
(Landres et ál. 1988, Noss 1990). Es 
preciso aclarar que el vínculo entre 
el indicador y el estado del todo en 
el que estamos interesados puede 
ser directo o no, o puede ser débil 
o meramente hipotético (Landres 
et ál. 1988, Mace et ál. 2005). El 
mundo del monitoreo ecológico es 
un mundo imperfecto y esto debe 
ser reconocido en las propuestas de 
programas y en la interpretación y 
comunicación de los resultados. La 
selección de indicadores con base en 
criterios como los de Prabhu et ál. 
(1999) procura minimizar algunas de 
las dificultades inherentes al diseño 
de programas de monitoreo; dicha 
herramienta fue aplicada durante el 
diseño del PROMEC‑CR. La polé‑
mica, sin embargo, es inevitable. 
Algunos consideran que las tenden‑
cias en las poblaciones de ciertas 
especies – p.e., las que requieren 
de extensiones grandes de hábitat 
y una diversidad de tipos de hábitat 
dentro de los paisajes que utilizan 

10 Induni, G. Comunicación personal. Ya citado.
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(el jaguar, el oso de anteojos y el 
águila harpía...) – son buenos indi‑
cadores del estado de conservación 
de un hábitat (Sanderson et ál. 2002, 
Copolillo et ál. 2004). Otros reite‑
ran la gran dificultad de monitorear 
estas especies en campo y la falta de 
evidencias concretas respecto a la 
función de indicación (Landres et 
ál. 1988); a cambio, proponen la eva‑
luación de indicadores de extensión 
y calidad de hábitat (Lindenmayer 
y Franklin 2002). Cuando se trata 
de evaluaciones a escala de paisaje 
y regional ‑como las que debe hacer 
el PROMEC‑CR ‑ se aboga, sobre 
todo, por el uso de sensores remo‑
tos (SR) y sistemas de información 
geográfica (SIG) en la evaluación 
de indicadores de extensión, calidad 
y función propuestos por la ecología 
de paisajes (EP; en adelante nos 
referiremos a este enfoque como el 
enfoque SR/SIG/EP) (Lindenmayer 
y Franklin 2002, Noon y Dale 2002). 
Este enfoque también tiene desven‑
tajas (Kleinn et ál. 2002, Leimgruber 
et ál. 2005, Sesnie et ál. 2008), pero 
su potencial es enorme y constituye 
la columna vertebral del PROMEC‑
CR, en combinación con evaluacio‑
nes de efectividad de manejo, del 
estado de conservación de especies 
de aves y otros indicadores que brin‑
dan un panorama más integral.

Toma, análisis e interpretación 
de datos 
En un programa de monitoreo, el 
diseño de la toma de datos y las 
propuestas para su análisis deben 
de plantearse dentro del marco de 
los mismos criterios científicos que 
se utilizan en el desarrollo de pro‑
yectos de investigación (Elzinga et 
ál. 2001). Por otra parte, los mues‑
treos ejecutados por los programas 
de monitoreo en general carecen 
de algunas características claves de 
los proyectos de investigación; por 
ejemplo, la repetición independien‑
te de muestras o la aplicación de tra‑
tamientos experimentales (Elzinga 
et ál. 2001). Es vital entender y 

manejar adecuadamente las conse‑
cuencias de estas y otras limitacio‑
nes de los programas de monitoreo 
ante la complejidad de los sistemas 
ecológicos que se está tratando de 
conservar. El punto aquí es que los 
resultados del monitoreo se usarán 
como base para la toma de decisio‑
nes, y que esas decisiones implicarán 
costos para algún sector de la socie‑
dad. En el contexto de las restric‑
ciones señaladas, un programa de 
monitoreo debe, entonces, prestar 
mucha atención a la interpretación 
correcta de sus resultados y a la 
adecuada comunicación con los gru‑
pos de interesados sobre la incerti‑
dumbre inherente a la definición de 
conclusiones en estudios de sistemas 
ecológicos.

En cuanto a la interpretación de 
resultados, es clave y delicada la deci‑
sión sobre cuánto y qué tipo de cam‑
bio en los valores de los indicadores 
es aceptable, y cuánto representa un 
impacto humano inaceptable que, 
por tanto, requiere de una respues‑
ta de manejo. Desafortunadamente, 
por lo general, no se tiene informa‑
ción científica que permita estable‑
cer un límite de cambio biológica o 
ecológicamente crítico. Noon (1999) 
y Finegan et ál. (2004) analizan esta 
problemática a fondo, y proponen 
varias soluciones. Una de ellas es 
la definición del límite del cambio 
aceptable como el rango de valo‑
res de un indicador en condiciones 
“naturales”. No obstante, a veces el 
grado de impacto humano en una 
zona no permite utilizar este enfo‑
que, aunque la zona siga siendo de 
importancia para la conservación; 
los corredores biológicos ejempli‑
fican esta situación. En tal caso, se 
puede fijar el valor actual del indi‑
cador como valor de referencia y 
un grado de cambio aceptable con 
base en negociaciones con grupos de 
interesados. Noon (1999) y Finegan 
et ál. (2004) aclaran que no se reco‑
mienda utilizar procedimientos 
estadísticos tradicionales de com‑
paración de medias en el análisis de 

datos de monitoreo, ya que una dife‑
rencia estadísticamente significativa 
no necesariamente representa una 
diferencia importante para la con‑
servación a mediano y largo plazo. 
Para la toma de decisiones críticas 
de manejo para la conservación hace 
falta algo más que eso: se requiere 
aplicar un rango de criterios que 
tomen en cuenta los puntos de vista 
de múltiples grupos interesados para 
decidir cuánto y qué tipo de cambio 
es aceptable y qué decisiones tomar. 
Nuevamente, este es el modelo que 
el diseño del PROMEC‑CR plantea 
para la implementación efectiva del 
manejo.

Metas, objetivos e indicadores 
del PROMEC-CR
Las metas y los objetivos genera‑
les del PROMEC‑CR se presen‑
tan en el Recuadro 1. Las metas 
corresponden a la razón de ser de 
un programa de monitoreo como 
herramienta de manejo adaptativo 
para la conservación. Los primeros 
tres objetivos generales se refieren 
a las necesidades de fortalecimiento, 
coordinación y cambio institucional 
que deben acompañar la implemen‑
tación del programa para que este 
tenga posibilidades de influir en el 
éxito de la conservación en el país, y 
no forman parte del tema central del 
presente artículo. Los objetivos de 
interés principal aquí son más bien 
el cuarto, que está estrechamente 
ligado a los indicadores y las razones 
por las cuales fueron seleccionados, 
y el quinto, la aplicación del cono‑
cimiento generado a la toma de 
decisiones.

Los indicadores se presentan en 
el Cuadro 1. Cada indicador se ubica 
en uno de dos grupos: los del primer 
grupo son de aplicación inmediata y 
los del segundo son indicadores para 
evaluación, desarrollo y prueba en 
la primera etapa de la implementa‑
ción del Programa (2007‑2011). Se 
espera que puedan ser incorporados 
a partir del año 2010, a más tardar. 
Los indicadores de este segundo 



71Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

grupo son esenciales para una eva‑
luación más holística del estado de 
conservación de la biodiversidad del 
país; sin embargo, se concluyó que 
a la fecha no existe aun suficiente 
claridad sobre la conformidad de 
estos indicadores con los criterios 
de selección empleados durante el 
proceso de diseño.  

Para los indicadores propuestos 
de aplicación inmediata ya se han 
identificado los verificadores, las 
variables exactas que serán medi‑
das (SINAC 2007b). En el caso del 
segundo grupo, los verificadores y 
las metodologías exactas para su 
medición se identificarán, de ser 
necesario, como parte del proceso 
de evaluación, desarrollo y prueba 
(SINAC 2007b).

La selección de indicadores obe‑
deció, por un lado, a la escala nacio‑
nal de evaluación y, por otro, a la 
meta de identificar métricas de la 
biodiversidad que se complementen. 
En especial, se tuvieron en cuenta 
los argumentos a favor de métri‑
cas de estructura y conservación de 
hábitat y las evaluaciones de grupos 
de especies o hasta especies indi‑
viduales. Además, las discusiones 
durante la implementación llevaron 
a la modificación de los objetivos 
específicos correspondientes a cada 
indicador, de manera que se con‑
temple explícitamente la detección 
de respuestas de la biodiversidad al 
cambio climático. A los indicadores 
iniciales (SINAC 2007b) se les agre‑
gó uno nuevo (el 2.1) por esa misma 
razón (Cuadro 1). El uso del año 
1996 para la línea base en el tiem‑
po fijado para algunos indicadores 
obedece a que este fue el año en 
el cual se estableció el marco legal, 
principalmente en cuanto a la Ley 
Forestal, que sigue gobernando la 
dinámica de uso de la tierra en cuan‑
to a los hábitats naturales.

La evaluación de estructura y 
composición de hábitat a través del 
enfoque SR/SIG/EP es la columna 
vertebral del PROMEC‑CR, sobre 
todo en su primera etapa de imple‑

mentación (indicadores 1.1 y 1.2. 
de aplicación inmediata, y 2.3 y 2.5 
para desarrollo y prueba). Para un 
monitoreo más integral durante la 
primera etapa de su ejecución, el 
PROMEC‑CR contempla la genera‑
ción, por el SINAC, de información 
sobre la efectividad del manejo de 
las áreas protegidas, utilizando la 
metodología ya publicada para ese 
fin (indicador 1.3). 

Entre los indicadores de desa‑
rrollo y prueba, el 2.1 permite incor‑
porar al PROMEC‑CR evaluacio‑
nes del estado de conservación de 
las poblaciones de aves residentes 
del país, mediante procedimien‑

tos transparentes y objetivos de la 
UICN. También ya se han desarro‑
llado y están listos para aplicarse 
procedimientos para la evaluación 
de la efectividad de manejo de los 
CB (indicador 2.2; Canet Desanti 
2007, Canet Desanti et ál. 2008). 
Cabe aclarar que las profundas dife‑
rencias entre los CB y las AP en 
cuanto a todas las dimensiones del 
manejo hacen que no se pueda apli‑
car en ellos el procedimiento oficial 
para la evaluación de la efectividad 
del manejo de las AP. El desarrollo 
y la prueba de una metodología para 
evaluar la conectividad estructural 
brindada por los CB, aplicando el 

Recuadro 1
Metas y objetivos generales del PROMEC-CR

El PROMEC‑CR es una de las herramientas que contribuirán al logro 
de las metas nacionales de conservación, definidas por el proyecto 
GRUAS II (SINAC 2007c).

Meta a largo plazo del Programa
■ Contribuir de manera decisiva  a la conservación de la biodiversidad 

del país, a través de la generación y aplicación a la toma de decisio‑
nes sobre el manejo del territorio nacional, de información científica 
confiable sobre el estado de conservación de esa biodiversidad y sus 
tendencias 

Meta del Programa para el año 2010: 
■ Contribuir de manera decisiva al logro de la meta 2010 de la 

Convención de Diversidad Biológica

Objetivos generales de la primera etapa del programa de 
monitoreo, 2007 – 2011

1. Se dispone de la capacidad científica, técnica e institucional para la 
ejecución del PROMEC‑CR en el país como herramienta de manejo 
para la conservación.

2. El PROMEC‑CR es llevado a la práctica mediante un marco institu‑
cional adecuado.

3. El PROMEC‑CR está integrado a la cultura institucional del Estado 
costarricense.

4. Se conoce el estado de conservación de la biodiversidad del país y sus 
tendencias iniciales.

5. La información generada por el programa de monitoreo se utiliza en 
la toma de decisiones sobre el manejo del territorio nacional.

6. Se ha diseñado la segunda etapa del PROMEC‑CR.
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enfoque SR/SIG/EP (indicador 2.3), 
proveerá una solución práctica para 
el monitoreo de la conectividad, la 
función ecológica más importante 
de los CB.

El único indicador del Programa 
que será evaluado directamente en 
campo es el 2.4, referido a la bio‑
diversidad arbórea y procesos eco‑
lógicos (productividad y tasas de 
recambio) de bosques a escala local. 
Se pretende posibilitar la evalua‑
ción de este indicador a través de 
un apoyo del PROMEC‑CR a la 
integración de la gran cantidad de 
parcelas permanentes de muestreo 
(PPM) ya existentes en los bosques 
naturales del país, en una red nacio‑
nal con presupuesto, procedimien‑
tos y plan de trabajo únicos. Los 
verificadores probables para este 
indicador son características claves 
de la biodiversidad de ecosistemas 
boscosos y parecen responder de 
manera clara al cambio climático 
(Clark 2007). Para el indicador 2.5 
se regresa al enfoque SR/SIG/EP, 
donde el diseño del PROMEC‑CR 

tomó en cuenta el valor potencial 
de los vertebrados grandes como 
indicadores, ya que son importan‑
tes por sí solos como objetos de 
conservación, claves desde el punto 
de vista de procesos ecológicos y 
atractivos para una amplia gama 
de grupos de interesados. Por lo 
logísticamente difícil y costoso de 
la evaluación directa en campo de 
poblaciones de estos animales, el 
PROMEC‑CR desarrollará modelos 
de aptitud de hábitat para un grupo 
de especies‑paisaje identificados con 
los procedimientos de la Wildlife 
Conservation Society. Los cambios 
en la extensión del área de hábitat 
apto para las especies‑paisaje serán 
evaluados como parte integral de las 
evaluaciones utilizando el enfoque 
SR/SIG/EP. Finalmente, el indica‑
dor 2.6 es imprescindible debido a la 
amenaza generalizada que represen‑
ta el cambio climático. El PROMEC‑
CR desarrollará y validará técnicas 
de modelaje usando escenarios de 
cambio climático disponibles a tra‑
vés de fuentes reconocidas y mapas 

digitales de variables macroclimá‑
ticas para determinar y monitorear 
la vulnerabilidad de los diferentes 
tipos de comunidad natural, tanto 
dentro como fuera de las AP.

Comentarios finales
La conservación es un proceso social 
– una actividad llevada a cabo por 
la sociedad para alcanzar metas y 
objetivos de su interés. Como tal, 
involucra dimensiones sociales, cul‑
turales, económicas, éticas y polí‑
ticas, además de las de biología de 
la conservación (p.e. Groom et ál. 
2006). Para el éxito del manejo para 
la conservación se debe incidir en 
todos estos ámbitos, e igualmente, 
el manejo debe ser adaptativo en 
todos. Entonces, un programa de 
monitoreo debe ser interdisciplina‑
rio ya que eventualmente involu‑
crará múltiples dimensiones de la 
gestión. Pero no se debe olvidar que 
dentro de todo lo anterior reside la 
razón de ser de este proceso social 
complejo que es la conservación: los 
objetos de conservación; es decir, lo 

Cuadro 1. 
Indicadores para la primera etapa (2007-2011) del Programa de Monitoreo Ecológico  
Terrestre de las Áreas Protegidas y Corredores Biológicos de Costa Rica (PROMEC-CR)

Indicadores (tipo) y etapa de implementación Metodología Periodicidad de la evaluación y línea base reco-
mendada

1) Aplicación inmediata
1.1 Área y grado de fragmentación actuales del hábitat natural 
correspondiente a cada unidad fitogeográfica y sus tasas de cambio, total 
y representada dentro de las diferentes categorías de áreas protegidas. 
(resultado)

SR/SIG Tres fechas durante la primera etapa: 199�, 200�-
200� y 2009; línea base 199� 

1.2 Área y grado de fragmentación de la cobertura boscosa y agrofo-
restal de los principales corredores biológicos y sus tasas de cambio. 
(resultado)

SR/SIG Tres fechas durante la primera etapa: 199�, 200�-
200� y 2009; línea base 199�

1.3 Efectividad de manejo de las áreas protegidas estatales. (insumo y 
proceso)

Metodología existente 
SINAC

Anual; primera aplicación dentro del presente pro-
grama

2) Indicadores adicionales para prueba
2.1 Índice de Lista Roja para aves residentes. (resultado) Metodología UICN Evaluación global UICN del 2004
2.2 Avance de la gestión de los principales corredores biológicos. (insu-
mo y proceso)

Canet (en preparación) Anual; primera aplicación dentro del presente pro-
grama

2.3 Grado de conectividad estructural de los principales corredores bio-
lógicos y su tasa de cambio. (resultado)

SR/SIG Tres fechas durante la primera etapa: 199�, 200�-
200� y 2009

2.4 Estructura, composición y tasas de recambio de los principales tipos 
de bosque. (resultado)

Red nacional de parce-
las permanentes (PPM)

Tres años; línea base a ser determinado

2.5 Área de hábitat apropiado para grupo de especies-paisaje y su tasa 
de cambio. (resultado)

SR/SIG, modelaje Tres fechas durante la primera etapa: 199�, 200�-
200� y 2009

2.6 Vulnerabilidad de las diferentes unidades fitogeográficas ante 
diferentes escenarios de cambio climático. (resultado)

Modelaje de cambios en 
distribución y extensión 
de U.F.

Por determinarse; se ligará al avance del modelaje del 
cambio climático por centros reconocidos; línea base 
el mapa actual
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que la sociedad pretende conservar. 
El PROMEC‑CR es un elemento 
pionero del proceso social adapta‑
tivo que brindará la información 

imprescindible sobre los impactos 
humanos – incluyendo las acciones 
de manejo – en los objetos de con‑
servación: comunidades, especies, 

procesos ecológicos y evolutivos, así 
como los servicios ecológicos impres‑
cindibles brindados a la sociedad por 
esta biodiversidad.
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La elaboración de la 
Estrategia Financiera del 

SINAC no ha sido un proceso 
de fases consecutivas en 

el tiempo; más bien, el 
conocimiento adquirido 

sobre la marcha ha permitido 
corregir y mejorar esquemas 

de trabajo y generar las 
herramientas adecuadas para 
la toma de decisiones dentro 

del SINAC. El hecho de contar 
con un estudio exhaustivo 

sobre planificación financiera 
a nivel de sistema de áreas 
protegidas coloca al país en 

una posición ventajosa, lo cual 
ha servido para apalancar 
estudios adicionales sobre 

el tema y destinar mayor 
cantidad de recursos (locales 
o internacionales) al control y 
protección de las AP del país.
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Resumen Summary

Introducción

El Programa de Trabajo de 
Áreas Protegidas (PTAP) 
ha sido adoptado por más de 

cien países; entre ellos, Costa Rica. 
Durante la 7ª Conferencia de las 
Partes (COP‑7) de la Convención de 
la Diversidad Biológica, se enfatizó 
la necesidad de asegurar la soste‑
nibilidad financiera de los sistemas 
nacionales y regionales de áreas 
protegidas (Dudley et ál. 2005). La 
sostenibilidad financiera de un sis‑
tema de áreas protegidas tiene que 

ver con la capacidad de asegurar 
suficientes recursos financieros de 
manera estable y a largo plazo, y de 
asignarlos a tiempo y en la forma 
apropiada, de modo que puedan 
cubrirse los costos (directos e indi‑
rectos) de las AP para asegurar su 
manejo efectivo y eficiente (Dudley 
et ál. 2005). Se requieren, entonces, 
no solo recursos financieros per se, 
sino también recursos técnicos y 
humanos asociados.

Costa Rica, como parte de las 
iniciativas dirigidas a la consolida‑

ción de su sistema nacional de AP, 
ha realizado esfuerzos en la formula‑
ción de una estrategia financiera que 
garantice la sostenibilidad del siste‑
ma. Para ello, dentro de la estruc‑
tura organizacional del Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación 
(SINAC), se creó un equipo de 
trabajo dedicado exclusivamente a 
atender el tema financiero desde el 
punto de vista estratégico; asimis‑
mo, se ha tratado de asegurar que 
otros departamentos (planificación, 
cooperación y proyectos, dirección y 

La sostenibilidad financiera de un sistema de áreas 
protegidas hace referencia a la capacidad de ase-
gurar suficientes recursos financieros a largo plazo 
y de manera estable, así como asignarlos a tiempo 
y en la forma apropiada, de modo que puedan 
cubrirse los costos (directos e indirectos) de las 
áreas protegidas y asegurar su manejo efectivo y 
eficiente. Para lograrlo, no solamente se requieren 
recursos financieros, sino también recursos téc-
nicos y humanos asociados. Costa Rica, como 
parte de sus esfuerzos en consolidar su sistema 
nacional de áreas protegidas y bajo el marco del 
Programa de Trabajo en Áreas Protegidas de la 
Convención para la Diversidad Biológica, se avocó 
desde el año 2003, en conjunto con instituciones 
aliadas, a diseñar e implementar un proceso deno-
minado Estrategia Financiera, el cual permitió gene-
rar una serie de instrumentos técnicos necesarios 
para fortalecer la sostenibilidad financiera de las 
AP del país. Con este esfuerzo se identificaron las 
necesidades y vacíos en la planificación financiera 
del sistema de AP. Se presenta aquí la experiencia 
del Sistema Nacional de Áreas de Conservación 
(SINAC) de Costa Rica.
Palabras claves: Áreas silvestres protegidas; 
conservación de la naturaleza; análisis económico; 
recursos humanos; recursos económicos; análisis 
de costos; sostenibilidad.

Financial strategy for a protected-area system: 
the experience of the Costa Rican National 
System of Protected Areas. The financial sus-
tainability of a protected area system refers to the 
capacity to ensure long term financial resources 
and allocate them on time, and in a proper form, in 
such a way that the direct and indirect costs asso-
ciated with the protected areas can be covered, 
and thus their effective and efficient management 
can be achieved. In 2003, the Costa Rica govern-
ment, in the framework of the Program of Work of 
Protected Areas of the Convention on Biological 
Diversity began, along with other collaborating 
institutions, a process in order to develop technical 
instruments required for strengthening the financial 
sustainability of the protected area system. This 
article summarizes that experience regarding long‑
term financial planning as well as the relevance on 
the institutional strengthening of NGOs in this sort 
of processes.
Keywords: Wild protected areas; nature con-
servation; economic analysis; human resources; 
analysis of costs; sustainability.
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otras gerencias) atiendan este tema 
en su quehacer.

Bajo el marco del PTAP, en el 
año 2003 se empezó a diseñar un 
proceso que incluye el desarrollo 
y la implementación de una serie 
de instrumentos técnicos necesa‑
rios para fortalecer la sostenibili‑
dad financiera de las AP del país. 
Esta iniciativa contó con el apoyo 
irrestricto del Ministro de Ambiente 
y Energía y de instituciones alia‑
das, como The Nature Conservancy 
(TNC) y el Instituto Nacional de 
Biodiversidad (INBio). Para el dise‑
ño de este proceso se consideraron 
las lecciones aprendidas de procesos 
anteriores; el punto de partida fue‑
ron las necesidades y vacíos finan‑
cieros del sistema de AP, por las 
siguientes razones:
a)Se desconocían las necesidades 

financieras de las AP, así como 
los costos reales de operación de 
cada AP. 

b)Era necesario contar con un siste‑
ma de información financiero que 
permitiera dar seguimiento a las 
inversiones y al cumplimiento de 
las necesidades financieras detec‑
tadas y reportadas por cada AP. 
Lo anterior también reflejaba la 
carencia de sistemas de informa‑
ción gerencial a nivel financiero, 
lo cual dificultaba la toma de deci‑
siones.

c) La cantidad de personal asignado 
a labores financiero‑contables era 
insuficiente; o bien, el personal 
encargado en ocasiones no reunía 
las condiciones técnicas necesarias 
para realizar dichas labores. 

La estrategia financiera del 
SINAC es parte de un proceso de 
acompañamiento en el tema de pla‑
nificación sistemática de AP por 
parte de organizaciones no guber‑
namentales (ONG) involucradas, 
el cual se complementa con otros 
esfuerzos que fortalecen el sistema; 
entre ellos, el proceso de desconcen‑

tración del SINAC, las iniciativas de 
identificación de vacíos en la repre‑
sentatividad ecológica en los ámbi‑
tos terrestres, aguas continentales 
y marino (conocido como Proyecto 
GRUAS II) y el Programa de 
Monitoreo Ecológico (PROMEC‑
CR), todas enmarcadas dentro del 
PTAP. El presente artículo tiene 
como principal objetivo presentar la 
experiencia del Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación en la defi‑
nición de una estrategia financiera, 
con el acompañamiento y asistencia 
técnica del TNC e INBio.

Creación de la estrategia 
financiera
El proceso de elaboración de la 
estrategia financiera se llevó a cabo 
en cuatro fases, tres de las cuales 
ya han finalizado y una se encuen‑
tra en ejecución. Tales fases están 
constituidas por los procesos y com‑
ponentes detallados en la Fig. 1. A 
continuación se brinda el detalle 
del proceso de construcción de cada 
fase, así como los logros y resultados 

más relevantes alcanzados en cada 
una de ellas.

Fase I: El plan de necesidades 
financieras
Esta fase se inició con el apoyo del 
INBio y TNC, con el objetivo de 
determinar el costo de las opera‑
ciones a nivel de área protegida y 
unidad operativa (UO)5. Se identi‑
ficaron las necesidades de inversión 
requeridas para el cumplimiento de 
las actividades relacionadas con la 
gestión de las diferentes unidades 
operativas de cada AP; así, se defi‑
nieron los recursos necesarios para la 
adquisición de tierras, construcción 
y mantenimiento de infraestructura, 
personal, equipo, vehículos y gastos 
operativos. Adicionalmente, se esti‑
maron –por medio de los resulta‑
dos de la evaluación de necesidades 
financieras a nivel de UO y AP ‑ las 
necesidades de inversión en todo el 
SINAC (Fig. 2).

Como primer paso se recopi‑
ló información de los años 2004 a 
2006 relacionada con las necesida‑

5 Cada área de conservación está dividida en oficinas, departamentos, programas y/o gerencias. Esta división es heterogénea, dentro de la estructura 
organizativa del SINAC. Para efectos de este trabajo, la UO corresponde, entonces, a cualquiera de estas unidades.

Estrategia Financiera del SINAC

Plan de
necesidades financieras

Categorías de 
orientación de recursos

1. Capacidad operativa esencial

2. Gestión Institucional

3. Planificación y uso de la tierra

Indentifecación y cuantificación 
de ingresos

Estructura de gastos e ingresos
1. Personal

2. Capacitación

3. Gastos operativos

4. Equipo

5. Infraestructura

6. Mantenimiento

Plan de compras

Fuentes de financiamiento

1. Presupuesto ordinario

2. Fondo de Parques Nacionales

3. Fondo forestal

4. Fondo de vida silvestre

5. Recursos privados

Figura 1. Componentes de la estrategia financiera del Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación, Costa Rica 
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des financieras de 70 AP y 78 UO, 
para un total de 148 análisis de 
egresos financieros, denominados 
planes financieros. El alto número 
de AP y UO analizadas hace que la 
información tenga un alto grado de 
confiabilidad. La información fue 
recolectada en talleres participati‑
vos, por medio de una combinación 
de tablas diseñadas especialmente 
para la recopilación de las necesida‑
des financieras. Estos instrumentos 
permitieron levantar la información 
referente a gastos de operación y 
necesidades de inversión. Los resul‑
tados de estos dos procesos ayu‑
daron a identificar las necesidades 
financieras de cada una de las AP 
y, por lo tanto, de todo el SINAC 

(Recuadro 1). Entre los logros de 
este proceso destacan los procedi‑
mientos de estandarización para la 
cuantificación de los costos operati‑
vos asociados. Anteriormente, o no 
se hacía un presupuesto, o se reali‑
zaba según el mejor conocimiento 
y experiencia de cada una de la AP 
o UO. 

Fase II: Identificación y 
cuantificación de ingresos
Esta fase se llevó a cabo con el obje‑
tivo de identificar y caracterizar las 
distintas fuentes de financiamiento 
con que cuenta el sistema; los resul‑
tados y detalles de esta fase se pue‑
den encontrar en MINAE‑SINAC‑
TNC (2007a, 2007b). Desde el punto 

de vista metodológico, se mantuvo 
el mismo enfoque de trabajo parti‑
cipativo utilizado en la fase anterior, 
mediante la realización de talleres 
de trabajo con funcionarios públicos 
para los 148 planes de necesidades 
preparados en la Fase I.

Según la realidad institucional, 
los ingresos se clasificaron en tres 
grandes categorías: 1) recursos pro‑
venientes del Estado costarricense 
(planillas); 2) recursos auto‑genera‑
dos (fondos especiales de parques 
nacionales, forestal y de vida silves‑
tre); 3) otras fuentes de financia‑
miento (cooperación internacional, 
donaciones o fuentes privadas). En 
reuniones posteriores en cada AC, 
ser recopiló, junto con los respectivos 

Figura 2. Áreas de conservación de Costa Rica
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funcionarios, la información de cada 
una de ellas. Así se logró cotejar la 
información contable que utilizaban 
las AP, en cuanto a los recursos pro‑
venientes del gobierno y los recursos 
auto‑generados, con la información 
administrada por el SINAC. En 
general, la información que maneja‑
ban las AP era parcial (p.e. en algu‑
nas, la planilla no era considerada 
como parte de sus ingresos).

Para las otras fuentes de finan‑
ciamiento identificadas, se logró 
recuperar información que hasta 
la fecha estaba dispersa en las AC. 
Por ejemplo, durante la fase de 
recopilación de la información en 
las AP se identificaron ingresos pro‑
venientes de más de cien convenios 
de cooperación nacional o inter‑
nacional que no habían sido debi‑
damente reportados a las oficinas 
centrales del SINAC. Además del 
inventario de los ingresos reales 
del Sistema, se identificó la forma 
en que se están administrando los 
recursos auto‑generados mediante 
fondos especiales. Muchos de estos 
recursos no llegan a los destinos 
para los cuales fueron creados. Este 
estudio permitió conocer las princi‑
pales barreras para cada una de las 
fuentes de financiamiento analiza‑
das, las cuales tienen que ver con 
los excesivos trámites burocráticos, 
la ausencia de sistemas de informa‑
ción contable, la aplicación errónea 
de la normativa y la distribución no 
equitativa de los recursos debido a 
la falta de procedimientos adecua‑
dos. Para solventar estos problemas, 
se ideó un plan específico de acción 
que permita mejorar la normativa 
vigente y agilizar la recaudación 
de impuestos contemplados en los 
ingresos auto‑generados.

Otro de los logros de la estrategia 
financiera ha sido mejorar el acceso 
de los funcionarios del SINAC a la 
información financiera generada por 
las fases I a III (necesidades, ingresos 
y brechas). Para ello se han produci‑

do documentos impresos y una base 
de datos de consulta, la cual puede 
ser accesada en línea. Con ello se 
busca mejorar la transparencia insti‑
tucional en el manejo de los fondos 
públicos, generar una mayor cultura 
de información, incrementar el acce‑
so a datos financieros oportunos y 
confiables para la toma de decisio‑
nes y mejorar la gestión administra‑
tiva financiera. Adicionalmente, se 
han desarrollado sistemas de infor‑
mación que permiten articular los 
planes operativos anuales de las AP 
con el presupuesto general institu‑
cional, así como una herramienta 
para la proyección de ingresos. Estas 
herramientas han permitido el mejo‑
ramiento en la elaboración de los 
presupuestos y facilitado la respec‑
tiva aprobación de los presupuestos 
por parte de la Contraloría General 
de la República. 

Durante la fase de cuantificación 
de ingresos se identificó la necesidad 
de ajustar las tarifas de ingreso a las 
AP. Estas tarifas no se actualizaban 
desde el año 2002; durante estos 
años, la realidad socioeconómica del 
país ha cambiado y la inflación acu‑
mulada fue de 46% para un perio‑

do de cuatro años, según el IPC. 
SINAC y TNC, en colaboración con 
el CATIE, realizaron un estudio 
para determinar las nuevas tarifas 
de las ASP ((MINAE‑SINAC‑TNC 
(2007a, 2007b). Mediante una meto‑
dología participativa, se definie‑
ron los objetivos de cada AP junto 
con todos los actores involucrados 
(administradores de parques nacio‑
nales, operadores de paseos turísti‑
cos, miembros de comunidades ale‑
dañas). A manera de ensayo, esta 
nueva metodología de estimación de 
tarifas se implementó en el Parque 
Nacional Braulio Carrillo, Sector 
Barva y en el Parque Nacional 
Chirripó; en ambos sitios se logró 
un alto nivel de compromiso de los 
funcionarios. Los resultados gene‑
rados con este estudio fueron uti‑
lizados para el ajuste de las tarifas. 
Este aumento significará, según la 
proyección de ingresos, un aumento 
del 60% en este rubro, para un total 
estimado de US$7.447.745,386. Con 
estos ingresos se podrá financiar los 
costos de 67 funcionarios del Área 
de Conservación Osa que no con‑
taban con esa seguridad financiera 
anteriormente.

Recuadro 1
Necesidades financieras identificadas 

Se obtuvo un promedio anual de US$36 millones en necesidades divi‑
didas en los siguientes rubros de gastos:

■ Personal
■ Capacitación de funcionarios
■ Gastos de operación
■ Adquisición de equipo, infraestructura y mantenimiento de los mis‑

mos

De estos rubros, el de mayor peso fue el salario de los funcionarios 
y gastos de personal (48% del total de las necesidades). En este pro‑
ceso, se incluyeron únicamente las necesidades para operar eficiente‑
mente las AP, sin considerar la información relacionada con la compra 
de tierras. 

Fuente: MINAE‑SINAC‑TNC (2005)

� US$1=¢500,59, según tipo de cambio del 10 de febrero del 2008.
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Fase III: Análisis de las brechas 
financieras
Al obtener los resultados de las fases 
I y II, la identificación y análisis de 
las brechas financieras puede consi‑
derarse como un proceso mecánico 
que implica, simplemente, un balan‑
ce para identificar el déficit (o supe‑
rávit) para cubrir las necesidades 
operativas (i.e. ingresos menos egre‑
sos). No obstante, también fue posi‑
ble identificar paralelamente vacíos 
de carácter institucional que han 
afectado el financiamiento efectivo 
de las AP durante muchos años. Por 
ejemplo, se identificó una inadecua‑
da distribución del recurso humano 
para cumplir con las funciones de 
las AP y la falta de capacidades en 
temas gerenciales en varios niveles 
organizacionales, entre otros.

Fase IV: Mecanismos de 
financiamiento a largo plazo 
Esta fase abarca, básicamente, la 
elaboración y establecimiento de un 
plan de trabajo generado durante 
un taller de trabajo con las 11 AC 
y el nivel central. El plan de tra‑
bajo incluye mecanismos de finan‑
ciamiento a corto, mediano y largo 
plazo, que se plasman en el docu‑
mento junto con los objetivos, ejes 
estratégicos y su respectivo plan de 
acción (Fig. 3). Los ejes estratégicos 
definidos por el SINAC para lograr 
la sostenibilidad financiera a largo 
plazo están conformados por accio‑
nes específicas que actualmente se 
encuentran en ejecución Como pri‑
mer paso se creó una comisión de 
trabajo conformada por funciona‑
rios de las AC, dirección del SINAC 
y funcionarios de TNC, con el fin de 
mantener el apoyo y continuidad del 
proceso en cuanto a las líneas estra‑
tégicas definidas.

Uno de los logros alcanzados 
en esta fase fue la apertura de una 
cuenta corriente en un banco esta‑
tal, con el fin de que los ingresos 
por concepto del timbre de parques 
nacionales y de vida silvestre (segun‑
do ingreso más importante para el 

Fondo de Parques Nacionales) se 
acrediten a la cuenta del SINAC y 
puedan ser debidamente contabili‑
zados. Anteriormente, estos fondos 
eran transferidos al Banco Central 
de Costa Rica, que luego los depo‑
sitaba en una de las cuentas del 
SINAC. Esto tenía dos consecuen‑
cias negativas para el Sistema: por 
un lado, se imposibilitaba la adecua‑
da contabilización, pues el Banco 
reportaba sólo la transferencia sin 
ningún detalle ni diferenciación en 
lo recaudado con cada timbre por 
separado y, por otro lado, el porcen‑
taje de comisión por transferencias 
era muy alto (con el nuevo sistema 
se redujo en un 6,5%). 

Otros logros alcanzados en esta 
fase tienen que ver con el impacto 
que la actualización de tarifas por 
la entrada a las AP ha tenido en 
el presupuesto del SINAC, el cual 
se incrementó en aproximadamente 
US$2 millones en el último año. 
Adicionalmente, se contabilizaron 
recursos ociosos dentro de las cuen‑
tas del SINAC que ascendieron a 
US$2,7 millones en los últimos tres 
años. Al ingresarse estos recursos 

en la contabilidad del SINAC, se 
podrán presupuestar para cubrir 
diferentes necesidades operativas 
del Sistema. 

Esta fase aún no ha culminado 
y permanece en constante retroali‑
mentación por parte de los miem‑
bros de la comisión de trabajo. Una 
vez implementado el plan de acción, 
deberá evaluarse su impacto y efec‑
tividad, con el fin de definir nuevas 
líneas estratégicas, establecer priori‑
dades, o corregir o eliminar algunas 
de ellas, según sea el caso.

Conclusiones y lecciones 
aprendidas
Durante todo este proceso de dise‑
ño de una estrategia financiera, el 
SINAC ha contado con la asisten‑
cia técnica directa de uno o dos 
funcionarios de TNC, destacados 
temporalmente en las oficinas del 
SINAC. Tal participación ha sido un 
elemento clave para el éxito de esta 
iniciativa. El proceso goza de una 
alta credibilidad por su carácter par‑
ticipativo, ya que se ha tomado en 
cuenta a las diferentes partes invo‑
lucradas en todas sus fases. Esto ha 

Estrategia
financiera

Reducción de la brecha financiera

Sostenibilidad del SINAC a largo plazo

2. Administración y
gestión financiera
de los recursos

3. Recaudación de
ingresos

4. Adecuación
de la

normativa

1. Creación y/o fortalecimiento de capacidades humanas y tecnológicas
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Figura 3. Ejes estratégicos definidos por el SINAC para lograr la sosteni-
bilidad financiera a largo plazo
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ayudado en la institucionalización 
de la Estrategia Financiera dentro 
del SINAC y lo ha proyectado como 
un estudio de caso a replicar en otros 
países que también tienen compro‑
misos de trabajo en áreas protegi‑
das, en el marco de la Convención 
de Diversidad Biológica.

La Estrategia no ha sido un pro‑
ceso de fases consecutivas en el 
tiempo; más bien, el conocimiento 
adquirido sobre la marcha ha permi‑
tido corregir y mejorar esquemas de 
trabajo y generar las herramientas 
adecuadas para la toma de deci‑
siones dentro del SINAC. En este 
sentido, el aporte técnico y finan‑

ciero del TNC ha sido fundamental 
para la implementación de sistemas 
informáticos en el área financiera, 
así como la creación, modificación 
o actualización de procedimientos, 
reglamentos y leyes que afectan la 
gestión de las finanzas institucio‑
nales. El hecho de contar con un 
estudio exhaustivo sobre planifica‑
ción financiera a nivel de sistema 
de áreas protegidas coloca al país 
en una posición ventajosa, lo cual 
ha servido para apalancar estudios 
adicionales sobre el tema y destinar 
mayor cantidad de recursos (locales 
o internacionales) al control y pro‑
tección de las AP del país.
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No existe en la región una 
alternativa para el manejo 
de los bosques en manos 
de las poblaciones locales 

que garantice su contribución 
al desarrollo rural y genere 

beneficios de largo plazo. 
Para la transición a una re-

concepción del MFC que apunte 
a fortalecer las capacidades de 

autogestión y uso integral de los 
recursos del bosque, es crucial 

desarrollar una nueva actitud de 
mutuo respeto, de valorización 

y aceptación de las culturas, las 
necesidades y las capacidades 

de las poblaciones locales como 
base para la creación de un 

ambiente de mayor confianza 
entre los actores. Se requiere un 

proceso de educación política 
de todas las partes involucradas 

y de movilización social para 
lograr un entendimiento 

de la realidad como base 
para la acción. También es 

indispensable la construcción 
participativa de una visión sobre 
el futuro de la región, incluyendo 
una evaluación más realista del 

papel de los bosques para lograr 
el desarrollo sostenible.

Recursos Naturales y Ambiente/no. 54: 81-98
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En este artículo se resumen los principales hal-
lazgos del libro “Manejo forestal comunitario en 

América tropical: experiencias, lecciones aprendidas 

y retos para el futuro”, fruto de la colaboración entre 
un grupo de investigadores con amplia experien-
cia en el MFC en América Latina. Los pueblos y 
comunidades locales en las regiones rurales de 
América Latina son los usuarios tradicionales de 
grandes áreas de bosques. En vista del avance de 
la frontera agrícola y de la degradación de bosques 
por usos inapropiados, el MFC se perfila como una 
de las opciones más promisorias para alcanzar la 
doble meta de mejorar el bienestar de las pobla-
ciones locales y conservar los bosques. El MFC, 
de la forma como actualmente es promovido en 
la región, se caracteriza por cuatro criterios: la 
legalidad, la aplicación de prácticas de impacto 
reducido, la comercialización en mercados no 
locales y los programas de asistencia técnica y 
capacitación. A pesar de avances en el marco 
legal e institucional y ajustes en las estrategias de 
acompañamiento, casi todos los proyectos de 
MFC enfrentan importantes retos y dependen de 
los apoyos externos. La evidente falta de compati-
bilidad del MFC con la realidad de las poblaciones 
locales muestra que una verdadera promoción 
del uso forestal por comunidades pasa por un 
cambio fuerte del paradigma: hay que abandonar 
los enfoques definidos externamente y adoptar 
estrategias que provean condiciones para que las 
comunidades desarrollen sus propias ideas. Así, 
en vez de que los actores locales se adapten al 
concepto del MFC, más bien se debieran evaluar 
las posibilidades de adaptar el MFC a los intereses 
y capacidades de los usuarios forestales.
Palabras claves: desarrollo rural, conservación 
de bosques, América Latina, asistencia técnica, 
pequeños productores, comunidades.

Experiences and challenges of communitarian 
forest management in Tropical America. 
This paper summarizes the main findings of 
“Communitarian forest management in Tropical 

America: Experiences, lessons and challenges for 

the future”, jointly produced by a group of research-
ers closely related to CFM in Latin America. Local 
peoples and communities in rural Latin America are 
the traditional users of extended areas of forests. 
Due to the advance of the agricultural frontier and 
forest degradation for inappropriate use, CFM is 
seen as a promising option to get a double goal: 
improve human welfare of local populations, and 
conserve forests. In the way it is presently pro-
moted, CFM is based on four keystones: legality, 
reduced impact practices, commercialization in 
non‑local markets, and technical assistance and 
training. In spite of positive results related to legal 
and institutional frameworks and joining strategies, 
almost all the CFM projects confront serious chal-
lenges and depend upon external aid. The evident 
lack of connection between CFM and the actual 
conditions of local populations proves that forest 
use by communities requires a strong change 
of paradigm: externally defined models are to be 
abandoned, and strategies to help communities to 
develop their own ideas are to be promoted. So, 
instead of local stakeholders adapting themselves 
to CFM, CFM should be adapted to local interests 
and capacities.
Keywords: rural development, forest conserva-
tion, Latin America, technical assistance, small 
producers, communities.
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Introducción

La mayoría de los pueblos y 
comunidades locales en las 
regiones rurales de América 

Latina son los usuarios tradiciona‑
les de grandes áreas de bosques, 
aunque no todos ellos cuentan con 
los derechos formales. A menudo 
compiten por las tierras y bosques 
con otros actores, como ganade‑
ros, agricultores en gran escala, 
empresarios y madereros, así como 
agentes de proyectos de infraes‑
tructura (carreteras, represas). El 
avance de la frontera agrícola, que 
en América Latina se caracteriza 
por la conversión de bosques a 
otros usos del suelo y por la acumu‑
lación de tierras en pocas manos, 
tiende a generar procesos de degra‑
dación ambiental y migración rural. 
Además, las poblaciones locales 
tienden a practicar una agricultura 
de pequeña escala que a menudo 
se realiza a expensas de los bosques 
primarios. Ante esta situación, el 
manejo forestal comunitario (MFC) 
se presenta como una de las opcio‑
nes más promisorias para alcanzar 
el bienestar de las poblaciones loca‑
les y la conservación de los bosques 
y sus servicios ambientales. Con el 
proceso de formalización de dere‑
chos sobre los bosques a los pue‑
blos indígenas, comunidades tradi‑
cionales y pequeños productores, el 
MFC es visto como una opción para 
contribuir a mejorar el ingreso de 
los usuarios locales del bosque y, de 
esta forma, motivarlos a valorizar 
y conservar los recursos forestales 
(Tomich et ál. 2005).

El MFC, como elemento de las 
estrategias para el desarrollo rural, 
tiene una trayectoria más larga 
en ciertos países –como en algu‑
nas zonas de México – y en otros 
casos se encuentra en su fase inicial 
‑como en varias zonas de la Cuenca 
Amazónica. Entretanto, a pesar de 
los esfuerzos realizados por promo‑
ver el MFC, aún no sabemos bajo 
cuáles condiciones el MFC cumple 
con las expectativas señaladas. En 

la actualidad, se observa una situa‑
ción en la cual varias agencias y 
organizaciones nacionales e inter‑
nacionales promueven el MFC a 
través de programas, proyectos y 
reformas legales e institucionales, 
en tanto que otros actores señalan 
diversas dificultades y reclaman la 
necesidad de cambios profundos en 
las intervenciones para el desarrollo 
del MFC (Pokorny y Johnson 2008). 
A pesar del gran número de inicia‑
tivas de MFC (ITTO 2007), todavía 
hace falta una sistematización de 
las lecciones aprendidas, como base 
para ajustar y optimizar las estra‑
tegias que permitan asegurar a las 
poblaciones locales un uso duradero 
de sus bosques, de manera que con‑
tribuya efectivamente al desarrollo 
sostenible de la región. En vista de 
los retos que enfrenta el MFC en 
América Latina, un grupo de inves‑
tigadores y profesionales vinculados 
con iniciativas de desarrollo rural 
realizó un análisis de las trayecto‑
rias, realidades actuales y escenarios 
futuros del MFC en la región, a fin 
a contribuir al diseño de estrate‑
gias que promuevan un uso forestal 
apropiado por parte de las poblacio‑
nes locales. Los resultados de esta 
colaboración fueron compilados en 
un libro titulado “Manejo forestal 
comunitario en América tropical: 
Experiencias, lecciones aprendidas 
y retos para el futuro” (Sabogal et 
ál. 2008). 

Contexto, trayectoria y 
dimensiones del manejo 
forestal comunitario
Contexto general
A nivel mundial, los medios de vida 
de más de un billón de personas 
dependen directa o indirectamente 
del bosque (Banco Mundial 2004). 
El bosque es también el ambiente en 
el que se mantiene una amplia diver‑
sidad de plantas y animales y juega 
un papel importante en el cambio 
climático, entre otros servicios. Al 
mismo tiempo, en los países tropi‑
cales las comunidades dependien‑

tes del bosque presentan índices de 
pobreza más elevados en compara‑
ción con las áreas urbanas o rurales 
más favorecidas (Poole 2004). En 
América Latina, aproximadamente 
25 millones de personas viven en 
regiones boscosas: 12 millones, prin‑
cipalmente indígenas en México; 10 
millones, alrededor de un millón 
indígenas, en la Amazonía y 3 millo‑
nes en Centroamérica (Kaimowitz 
2002). En la actualidad, las comu‑
nidades dependientes del bosque 
están adquiriendo derechos de pro‑
piedad o de usufructo otorgados por 
el estado sobre más de 150 millones 
de hectáreas (White y Martin 2002), 
equivalentes a un 16% de la super‑
ficie forestal en la región, y 70% en 
México (Kaimowitz 2002).

Alrededor de un millón de per‑
sonas tienen empleo en el sector 
forestal; solo en Brasil, unas 50.000 
personas se dedican a la extrac‑
ción y procesamiento de la casta‑
ña (Bertholletia excelsa Humb. & 
Bonpl.) (Stoian 2005) y unas 300.000 
a actividades similares con la palma 
de babaçú (Orbignya phalerata 
Mart.) (Kaimowitz 2002). No obs‑
tante, sólo un número reducido de 
comunidades se han integrado a las 
cadenas productivas nacionales e 
internacionales de productos fores‑
tales maderables y no maderables. 
Prevalece el uso del bosque con 
fines de subsistencia y de transac‑
ciones locales que se viene dando 
desde tiempos inmemoriales. La 
extracción de madera y, a menudo 
mucho más importante, de produc‑
tos no maderables ha contribuido a 
satisfacer las necesidades básicas de 
las poblaciones locales, incluyendo 
el suministro de alimentos silvestres 
(de la flora y fauna), fibras, colo‑
rantes, plantas medicinales, leña y 
madera de construcción para usos 
domésticos. Por lo tanto, sorprende 
la relativa poca atención que se ha 
prestado al papel de los bosques y 
de las comunidades dependientes de 
ellos en las estrategias para la reduc‑
ción de la pobreza rural.
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Esa omisión es aún más pre‑
ocupante si se considera que como 
resultado de la implementación de 
un modelo neoliberal de desarrollo 
desde inicios de la década de 1980, 
en la mayoría de los países latinoa‑
mericanos el estado ha adoptado 
un papel más pasivo y se ha dado 
prioridad al mercado como la fuer‑
za principal de las transformacio‑
nes económicas (Neumann 2006). 
Esto ha agravado la de por sí débil 
presencia del estado en las zonas 
boscosas de la región y, en gran 
medida, ha favorecido la acumula‑
ción de la tierra y de los recursos 
forestales en manos de la forestería 
comercial empresarial, los ganade‑
ros, la agroindustria y las empresas 
explotadoras de minerales y de otras 
riquezas del bosque. Como resultado 
de estas políticas y de otros factores, 
la deforestación ha continuado avan‑
zando en los países tropicales, lo que 
pone en riesgo los medios de vida 
de un 15% de la población mundial 
(Kanninen et ál. 2007).

Definición de manejo forestal 
comunitario
En América Latina, como en otras 
partes del mundo, el MFC ha surgi‑
do como una opción promisoria para 
resolver el gran dilema del desarro‑
llo rural, al conciliar el desarrollo 
económico con la conservación de 
los recursos naturales. No obstante, 
el término MFC ha sido usado de 
maneras muy distintas en contextos 
bastante diversos. Particularmente, 
existen diferencias en la compren‑
sión sobre el tipo de aprovecha‑
miento del bosque y sus finalidades, 
la relación con los mercados y el 
marco legal, el nivel de organización 
interna y el tipo de propiedad for‑
mal o no formal. 

En una primera aproximación, 
el MFC se puede definir de manera 
indirecta mediante todas aquellas 
actividades forestales que no hacen 
parte del mismo. Entonces, con‑
siderando el MFC en su sentido 
más amplio, el término excluye las 

actividades forestales de empresas 
unipersonales en bosques que son 
propiedad legal del estado o pro‑
piedad privada de un ente con per‑
sonería jurídica. El MFC, tal como 
ha sido promovido en la región, 
también difiere del uso tradicional 
de los bosques por las poblaciones 
locales. Este último se refiere a las 
prácticas forestales de las comuni‑
dades originarias del bosque, gene‑
ralmente con fines de subsistencia o 
comercialización local y sin mayor 
intervención por actores externos. 
Entretanto, según el análisis de las 
experiencias de MFC en América 
Latina, el MFC se distingue por las 
siguientes cinco características: 
1)Legalidad del uso forestal: el apro‑

vechamiento forestal debe estar 
en plena conformidad con la 
legislación, incluyendo la forma‑
lización del derecho para el uso 
forestal, la elaboración de planes 
de manejo (si así es requerido), la 
autorización de los planes por las 
autoridades gubernamentales y su 
debida inspección en el campo. 
En este sentido, el MFC obliga 

a los actores locales a salir de su 
realidad informal y formalizar su 
uso forestal, según las normas y 
los reglamentos establecidos por 
las autoridades estatales.

2)Participación local en la 
delimitación de las áreas de manejo: 
aunque el uso del bosque puede 
ser individual, grupal o comunal, 
la comunidad decide según sus 
niveles jerárquicos tradicionales o 
consensuados sobre qué parte del 
bosque debe considerarse para el 
plano de manejo y quiénes pueden 
utilizar qué parte del bosque.

3)Aplicación de prácticas de 
aprovechamiento de impacto 
reducido (AIR): las prácticas AIR, 
inicialmente desarrolladas para la 
extracción mecanizada de madera 
en gran escala, buscan minimizar el 
impacto de la extracción de madera 
sobre los bosques e incluyen siste‑
mas de monitoreo de la dinámica 
forestal para determinar el volumen 
del aprovechamiento sostenible. 
Los productos forestales no made‑
rables raras veces tienen normas de 
aprovechamiento definidas.
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En América Latina aproximadamente 25 millones de personas viven en regiones 
boscosas
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4)Comercialización de los productos 
forestales en mercados no locales: 
generalmente, las iniciativas de 
MFC se orientan a una comerciali‑
zación de los productos forestales 
en mercados nacionales e interna‑
cionales. Estos mercados tienden 
a ofrecer precios más atractivos 
en comparación con los mercados 
locales abastecidos tradicional‑
mente, pero también son más exi‑
gentes en términos de volúmenes, 
calidad y modalidades de entrega. 
En este sentido, la existencia de 
una demanda de consumidores 
nacionales e internacionales es 
una pre‑condición para el éxito 
del MFC.

5)Programas de asistencia técnica y 
capacitación: el manejo forestal en 
las condiciones expuestas arriba 
requiere de las comunidades cono‑
cimientos técnicos, gerenciales y 
financieros que no necesariamen‑
te están a su disposición. De esta 
manera, implica la introducción de 
un paquete técnico‑gerencial del 
MFC por agencias de extensión 
en proyectos u otras iniciativas de 
desarrollo. La asistencia técnica 
y la capacitación son financiadas 
generalmente por donantes inter‑
nacionales e implementadas por 
ONG y, aunque en menor escala, 
por agencias estatales.

En el contexto de este artícu‑
lo, entendemos el MFC como una 
forma del uso forestal comunitario 
que excluye a empresas corporativas 
o unipersonales y que va encami‑
nado hacia el cumplimiento de los 
cinco criterios arriba mencionados, 
con el fin de lograr dos objetivos 
principales: 1) mejorar el bienes‑
tar de los pobladores en caseríos, 
asentamientos, comunidades cam‑
pesinas o indígenas, y 2) contribuir 
a la conservación de los bosques 
para asegurar los servicios que estos 
proporcionan. En este sentido, los 
beneficios esperados del MFC no 
sólo son para los pobladores locales, 
sino también para los pobladores río 
abajo en las cuencas, que se bene‑

fician del efecto regulador de los 
bosques, así como para la población 
mundial que se beneficia del secues‑
tro de carbono y de la conservación 
de la biodiversidad, incluyendo los 
grupos que valoran la fauna silvestre 
y la belleza escénica de los bosques 
(ver p.e. MEA 2005).

Evolución del manejo forestal 
comunitario
La trayectoria del MFC en América 
Latina ha sido influenciada por los 
cambios en los enfoques del desarro‑
llo forestal en general y en los países 
tropicales en particular. Se puede 
identificar una evolución del MFC 
en línea con los enfoques generales 
para el desarrollo forestal, a lo largo 
de cinco fases: años 1960: crecimien‑
to económico ligado al crecimiento 
industrial, con énfasis en grandes 
empresas; años 1970: promoción de 
exportaciones con énfasis en gran‑
des empresas; años 1980: reforesta‑
ción y satisfacción de necesidades 
básicas; años 1990: desarrollo sos‑
tenible; años 2000: reducción de la 
pobreza y multifuncionalidad de los 
bosques.

Estas fases también se manifesta‑
ron en la forma como se condujo el 
MFC. No fue sino hasta los años 1980 
que el MFC surgió como estrategia 
importante de las agencias de desa‑
rrollo, primero en el marco de pro‑
gramas de reforestación y luego en 
el marco del manejo y conservación 
de los bosques naturales, primarios o 
secundarios. En el contexto de este 
proceso, la reforestación, que ante‑
riormente se basaba en el cultivo de 
árboles en tierras agrícolas y plan‑
taciones de rápido crecimiento, no 
sólo perdió importancia sino que fue 
reinterpretada como rehabilitación 
de tierras degradadas, agroforeste‑
ría o producción forestal asociati‑
va entre empresas y agricultores. 
El cambio del enfoque hacia los 
bosques naturales coincidió con la 
creciente preocupación a nivel mun‑
dial por la deforestación tropical 
y una mayor conciencia de que los 

pobladores rurales ocupaban partes 
significativas de los bosques tropi‑
cales, sobre los cuales reclamaban 
derechos. En los años 1990 surgió el 
paradigma del desarrollo sostenible 
y el enfoque de medios de vida, los 
cuales proporcionaron marcos más 
integrales para el desarrollo rural 
(ver p.e. Chambers y Conway 1991, 
Bebbington 1999, DFID 1999, WFP 
2001). Estos enfoques más integrales 
se reflejaron, entre otras cosas, en 
un resurgimiento del interés por el 
aprovechamiento de los productos 
forestales no maderables (PFNM) 
como alternativa a la deforestación, 
con el fin de generar ingresos locales 
y lograr objetivos de conservación 
forestal. Este “neo‑extractivismo” 
resultó en numerosas iniciativas para 
promocionar la extracción y comer‑
cialización de PFNM en el marco de 
proyectos integrados de conserva‑
ción y desarrollo (Anderson et ál. 
1994, Lescure 2000, Homma 1992).

Ya desde los años 1980 se busca‑
ba promover la extracción sostenible 
de madera por las comunidades. Sin 
embargo, las primeras experiencias 
en proyectos piloto enfocados en la 
transferencia de tecnologías de AIR 
revelaron la ausencia de mecanismos 
comunales viables para cumplir con 
los requerimientos técnicos, geren‑
ciales y financieros y la resolución de 
conflictos. En este contexto surgió el 
entendimiento de que la promoción 
del MFC requiere de la incorporación 
de estrategias para el fortalecimiento 
de la organización social de los pro‑
ductores. En particular, se consideró 
importante fortalecer la capacidad de 
autogestión, prestando asesoramien‑
to en los procesos de organización, 
planificación, ejecución y evaluación 
(Holt‑Giménez 1996). 

En la actual década de los 2000, 
casi todas las iniciativas de desarro‑
llo han tenido que hacer visibles sus 
aportes a las Metas del Milenio, ante 
todo en relación con la reducción de 
la pobreza. Se ha puesto énfasis en 
el desarrollo económico local para 
la mayor generación de empleos 
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e ingresos, con enfoque de cadena 
productiva (Gibbon 2000, Kaplinsky 
y Morris 2001, Stoian y Donovan 
2004). Este concepto representa la 
articulación de todos los eslabones, 
desde la producción primaria, pasan‑
do por diferentes niveles de trans‑
formación e intermediación, hasta el 
consumo final, acompañado por los 
proveedores de servicios (técnicos, 
empresariales y financieros) de la 
cadena. En este contexto, el con‑
cepto de fortalecimiento organiza‑
cional fue ampliándose hasta incluir 
la organización empresarial de los 
pobladores forestales y su profesio‑
nalización, en el marco de empresas 
forestales comunitarias.

Paralelo a los procesos antes des‑
critos, se han dado cambios impor‑
tantes relacionados con la gober‑
nanza forestal. Durante la década 
de 1980, influido por la presión de 
los movimientos sociales, surgió el 
interés desde los gobiernos por la 
devolución de los derechos formales 
sobre las tierras forestales a los habi‑
tantes originarios, tanto pueblos 
indígenas como comunidades tradi‑
cionales y extractivistas. En conse‑
cuencia, en los años 1990 surgieron 
reformas para el reconocimiento de 

la propiedad sobre tierras y bosques 
en muchos de los países con bosques 
tropicales. En 1996 en Bolivia, por 
ejemplo, se creó la modalidad de tie‑
rras comunitarias de origen (TCO) 
y una ley de reforma agraria que 
reconoce propiedades comunales de 
hasta 500 ha por familia; en Perú se 
empezó a titular áreas extensas de 
tierras forestales a nombre de las 
comunidades nativas a partir de 1990 
(Chirif y García Hierro 2007), y en 
Brasil se instauró la modalidad de 
las reservas extractivistas (RESEX) 
junto con varias otras formas de 
gestión que reconocen los derechos 
propietarios locales. Directamente 
relacionadas con estos procesos, 
surgieron iniciativas de manejo 
colaborativo (Fisher 1995, Buck et ál. 
2001) enfocando en la coordinación 
entre los usuarios locales de bosques, 
en muchos casos los propietarios, 
y las autoridades estatales que tie‑
nen como responsabilidad garantizar 
los beneficios de los bosques que la 
sociedad demanda. Las propuestas 
de manejo colaborativo consideran 
reglas que rigen el aprovechamiento 
forestal, incluyendo además aspectos 
de seguridad jurídica y la búsqueda 
de opciones de ingreso. 

Otro aspecto importante es la 
descentralización de responsabilida‑
des y decisiones desde el gobier‑
no central hacia los municipios y/o 
gobiernos regionales, aunque este 
proceso pocas veces ha sido acom‑
pañado por una mayor asignación 
de recursos financieros y/o fortale‑
cimiento de las capacidades técni‑
cas de los gobiernos municipales. 
Entretanto, han surgido nuevas rela‑
ciones de poder en la gestión fores‑
tal, con variados impactos sobre los 
recursos forestales y el bienestar de 
las poblaciones que dependen del 
bosque (Larson et ál. 2006, Pacheco 
2003, Toni y Kaimowitz 2003).

Diversidad del manejo forestal 
comunitario
América Latina es muy diversa en 
ecosistemas, culturas y contextos 
socioeconómicos (Galloway et ál. 
2005), lo que se ve reflejado en una 
amplitud de iniciativas de MFC que, 
aparte de su ubicación, difieren en 
las siguientes características:
1.	Los	actores: el término comunita‑

rio engloba una gran diversidad de 
comunidades y actores correspon‑
dientes, incluyendo comunidades 
indígenas o nativas, comunidades 
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La deforestación que ha continuado avanzando en los países tropicales, pone en riesgo los medios de vida de un 15% de la 
población mundial
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campesinas, comunidades tra‑
dicionales, asentamientos de 
colonos, poblaciones ribereñas y 
pequeños agricultores o finqueros 
en general. También implica el 
reconocimiento de actores dife‑
rentes dentro de una comunidad, 
no todos necesariamente interesa‑
dos en trabajar la parte forestal.

2.	Tamaño	 de	 los	 grupos	 y	 áreas	
de	 manejo: estos van desde el 
manejo familiar o individual de 
lotes de hasta 500 ha dentro de 
áreas comunales (en el norte de 
Bolivia), hasta el manejo en con‑
cesiones o territorios comunales 
de más de un millón de hectáreas 
por organizaciones comunitarias 
(indígenas kayapó de Brasil).

3.	Derechos	sobre	los	recursos: exis‑
ten situaciones (p.e. en México, 
Bolivia, Perú y Brasil) donde las 
tierras están tituladas a nombre 
de las comunidades, o a nom‑
bre de productores individuales, 
como en Brasil. Sin embargo, en 
muchos otros lugares, el bosque 
sigue todavía siendo propiedad 
del estado que otorga derechos 
de usufructo a las comunidades 
en forma de reserva extractivista, 
concesión comunitaria o territo‑
rio.

4.	Motivación: rara vez la conser‑
vación de los recursos naturales 
fue la motivación principal de las 
comunidades para participar en 
iniciativas de MFC. Sobre todo 
en la Amazonia, donde los gru‑
pos indígenas y campesinos hasta 
los años 1980 tenían muy poco 
acceso a los derechos formales 
sobre el uso del bosque, el MFC 
fue percibido como una forma 
para obtener reconocimiento de 
derechos territoriales y recursos. 
En los casos donde las comunida‑
des tenían derechos reconocidos, 
el renovado interés por el MFC 
fue más que todo por razones 
económicas y la asistencia técni‑
ca y capacitación que brindaban 
las organizaciones promotoras del 
MFC. 

5.	Formas	adoptadas	de	la	toma	de	
decisiones: generalmente, el MFC 
se limita a las figuras legales reco‑
nocidas por la legislación nacional, 
en relación con el otorgamiento 
de derechos de propiedad o usu‑
fructo (p.e. asociación, cooperati‑
va, sociedad anónima). Muchas de 
estas formas prevén un sistema de 
gobernanza con la asamblea gene‑
ral como máximo órgano para 
tomar decisiones estratégicas y de 
fondo, y diferentes formas para 
la delegación de responsabilida‑
des sobre el manejo forestal, tales 
como juntas directivas, gerentes o 
administradores, comités.

6.	Importancia	 del	 manejo	 fores-
tal	 dentro	 de	 la	 economía	 local: 
el manejo forestal puede ser la 
principal actividad económica, sea 
para la producción de productos 
de madera (en pie, en troza, ase‑
rrada en el bosque) o de productos 
no maderables (p.e. castaña, xate). 
En la mayoría de los casos, sin 
embargo, es una entre varias acti‑
vidades productivas, incluyendo la 
agricultura, ganadería, pesquería 
o artesanía, cada una de las cua‑
les abarca un rango amplio de 
importancia relativa dentro de las 
economías locales.

7.	Integración	 a	 las	 cadenas	 pro-
ductivas: los actores locales se 
insertan en múltiples formas en 
las cadenas de valor forestal. 
Mientras que algunas comunida‑
des venden madera en pie, otras 
venden madera en rollo, madera 
aserrada (en el bosque o en patio), 
e incluso otras han incursionado 
en el desarrollo de productos de 
transformación secundaria (p.e. 
muebles). Además de esta dife‑
renciación en el grado de integra‑
ción vertical, existe una serie de 
arreglos institucionales entre las 
comunidades y empresas privadas, 
también para el procesamiento y 
la comercialización de los produc‑
tos no maderables.

8.	Forma	 de	 comercialización: el 
acceso al mercado es un punto 

importante que afecta las deman‑
das sobre la organización y las 
capacidades de las comunidades. 
El mercado internacional es gene‑
ralmente más exigente en términos 
de volúmenes, calidad de producto 
y plazos de entrega. Por otro lado, 
ofrece oportunidades de mejores 
precios que el mercado nacional 
y de nichos de mercado, lo que 
puede motivar a las comunidades 
a buscar la certificación forestal. 
Hay comunidades que trabajan 
por medio de habilitadores, con 
contratos de compra‑venta, a 
veces orales y generalmente poco 
ventajosos para las comunidades. 
Otras tienen su propia organiza‑
ción empresarial para la comer‑
cialización, o son miembros de 
asociaciones o han forjado alian‑
zas estratégicas que facilitan la 
comercialización.

9.	Forma	e	intensidad	de	la	asisten-
cia	recibida: muchas de las princi‑
pales diferencias entre las inicia‑
tivas de MFC se pueden explicar 
por la calidad e intensidad de la 
asistencia recibida por las agencias 
de desarrollo, incluyendo ONG 
o consultores internacionales o 
nacionales, o bien agencias esta‑
tales. Si bien redundante, cabe 
señalar que el marco político‑legal 
puede o no ser favorable para el 
desempeño del MFC. 

Manejo forestal comunitario: 
entre tradición y modernización
El MFC representa solamente una 
de las varias formas de uso fores‑
tal por los pequeños productores 
y las comunidades de la región. 
El posicionamiento del MFC, en 
relación con otros usos forestales 
comunitarios, se puede visualizar 
en dos ejes. El primero representa 
un gradiente de intensificación del 
uso de los recursos forestales con‑
siderando los niveles de producción 
e industrialización y la inversión 
de capital. El otro eje representa 
diferentes grados de gastos de orga‑
nización, desde usos individuales, 
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vía organizaciones sociales, hasta 
organizaciones empresariales (Fig. 
1). El MFC, tal como es promovido 
en América Latina, muestra una 
amplia gama en términos de intensi‑
dad del uso forestal y se ubica entre 
las formas que requieren mayores 
gastos de organización para lograr 
un alto nivel de intensidad en el uso 
de los bosques. 

En relación con la intensidad del 
uso, la amplitud completa del uso 
forestal por las poblaciones loca‑
les varía entre subutilización hasta 
sobreexplotación. La subutilización 
significa principalmente la extracción 
ocasional de PFNM y madera para 
usos domésticos. En un extremo, el 
aprovechamiento es tan esporádico 
y con baja intensidad que se puede 
hablar de protección del bosque. 
La sobreexplotación, por otro lado, 
tiende a ocurrir cuando existen con‑
diciones de mercado muy favorables 
para un determinado producto. Otra 
forma de sobreexplotación es el uso 
repetitivo de especies madereras en 
frecuencias aceleradas y con volú‑
menes por encima de la capacidad 
reproductiva de las especies y del 
ecosistema como tal. Esta situación 
aparece generalmente en la fron‑
tera agrícola, donde los producto‑
res se concentran en la producción 
agropecuaria y donde los bosques 
remanentes constituyen una reser‑
va para vender madera de manera 

oportunista a las empresas madere‑
ras que van ampliando el número 
de especies que compran conforme 
la demanda va creciendo y diversifi‑
cándose. El uso forestal tradicional 
suele encontrarse entre estos extre‑
mos y a menudo incluye el uso de 
una gran variedad de PFNM. Si el 
acceso al mercado es restringido, 
la tendencia es más hacia la subu‑
tilización, mientras que el acceso a 
mercados lucrativos tiende a condu‑
cir a la sobreexplotación de algunas 
especies, con la posibilidad de alcan‑
zar niveles de degradación reversi‑
bles o incluso irreversibles. El MFC 
busca intensificar el uso forestal en 
el sentido de un aprovechamiento 
optimizado, incluyendo monitoreo 
y tratamientos silviculturales. El 
enfoque de asistencia al MFC en la 
región es principalmente en el uso 
maderable, o bien en PFNM con 
alta demanda en el mercado interna‑
cional. Solamente en algunos casos 
se basa en el uso integral de una 
gama de productos maderables y no 
maderables (uso múltiple).

En relación con el gasto de orga‑
nización, la amplitud varía entre 
el uso individualizado y formas de 
organización formal de las activi‑
dades de producción y comerciali‑
zación caracterizadas por grandes 
inversiones, mecanismos efectivos 
de decisión y división del trabajo. Si 
bien existen muchos ejemplos donde 

los hogares rurales constituyen la 
unidad que realiza el uso forestal, 
sobre todo con fines de subsistencia, 
hay también situaciones donde se 
organizan grupos para aprovechar 
la economía de escala, realizando 
algunas de las actividades en forma 
conjunta. Lo que es bastante común 
es una cierta división del trabajo; 
así, un grupo determinado (hombres 
o mujeres) se responsabiliza por la 
extracción de un producto, en tanto 
que el otro grupo se encarga del 
tratamiento poscosecha y/o el proce‑
samiento. El uso forestal tradicional 
tiende a requerir un menor grado 
de organización para la producción. 
En contraste, iniciativas de MFC 
buscan organizar a las comunidades 
en grupos que llevan a cabo el mane‑
jo forestal en áreas con derechos 
comunales, o en un conjunto de 
pequeñas propiedades individuales 
que constituyen el área de manejo 
comunitario; de la misma manera se 
organizan las fases de producción, 
procesamiento y comercialización 
(verticalización).

En resumen, nos parece oportu‑
no diferenciar entre el uso forestal 
tradicional por poblaciones locales 
y el MFC tal como viene siendo 
promovido por agentes externos. 
Esta distinción nos permite evaluar 
la viabilidad del MFC como enfo‑
que de desarrollo y las dificultades 
en su aplicación y difusión. De igual 
manera, la distinción entre el uso 
forestal por comunidades y el uso 
empresarial aclara nuestra com‑
prensión de las oportunidades e 
implicaciones de los enfoques técni‑
co‑ecológicos. Es muy probable que 
la transferencia de los principios 
empresariales al nivel comunitario 
cause ciertas inconsistencias y tam‑
bién impactos en el sistema social.

Experiencias con el manejo 
forestal comunitario
Creación de estructuras 
empresariales
El acceso seguro a los recursos 
forestales por las comunidades 

Sobre
explotación

Uso
comercial
predatorio

Manejo 
empresarial

Uso Forestal
Tradicional

Manejo Forestal
Comunitario

Protección

Intensidad
del uso

Gasto de organización

Figura 1. El posicionamiento del MFC en el universo del uso forestal 
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dependientes del bosque, junto con 
una creciente capacidad organizativa 
y técnica para el manejo forestal, son 
pasos claves hacia un MFC exitoso. 
Sin embargo, con el fin de lograr 
la sostenibilidad del MFC en todas 
las dimensiones, es necesario ade‑
más asegurar su viabilidad financiera. 
En este sentido, el MFC requiere 
también del fortalecimiento de las 
capacidades empresariales de las 
organizaciones comunitarias corres‑
pondientes.

A diferencia de la organización 
comunitaria con fines sociales y/o 
políticos que prevalece en la región, 
la organización empresarial de las 
comunidades que participan en ini‑
ciativas de MFC en América Latina 
es aún muy incipiente; los niveles de 
productividad, rendimiento y ganan‑
cias siguen siendo relativamente 
bajos. Otro desafío particularmente 
difícil para las comunidades es la 
planificación y administración finan‑
ciera, ya que se requiere de inver‑
siones altas para cumplir con los 
procedimientos del MFC, la compra 
de maquinaria y equipos, la contra‑
tación de operaciones mecanizadas y 
el pago de la mano de obra externa. 
Además, se necesita capital de traba‑
jo para pagar las cuentas a tiempo; en 
particular, las tasas o impuestos. Así, 
el capital necesario para efectuar el 
MFC excede casi siempre los recur‑
sos disponibles de las familias.

Las experiencias del MFC reco‑
gidas en varios países latinoameri‑
canos muestran que la organización 
comercial empresarial difícilmente 
se ajusta a su cultura comunitaria. 
En consecuencia, el establecimiento 
de estructuras empresariales reque‑
rirá de intervenciones masivas a 
mediano y largo plazo. Los ejemplos 
más avanzados de esta transforma‑
ción son experiencias puntuales en 
México y Guatemala, donde existen 
derechos seguros de tenencia y usu‑
fructo, respectivamente, además de 
marcos legales favorables y capaci‑
dades técnicas desarrolladas para el 
manejo forestal sostenible (Klooster 

2000 y 2005, Antinori y Bray 2005, 
Nittler y Tschinkel 2005, Bray et 
ál. 2006). Aun así, existen tensiones 
evidentes entre los objetivos sociales 
y económicos de las organizacio‑
nes empresariales comunitarias. Por 
ejemplo, las figuras formales más 
comunes promovidas por el MFC 
–asociaciones, cooperativas o socie‑
dades – raras veces lograron la par‑
ticipación de las familias en un pro‑
ceso eficiente de toma de decisiones. 
De la misma manera, queda la duda 
sobre cuán compatible es el desarro‑
llo empresarial con la seguridad de 
las estrategias de vida de los hogares 
que conforman las comunidades.

Las experiencias en la región 
muestran que el éxito de un proceso 
de transformación hacia una admi‑
nistración más empresarial depende 
también de un ambiente externo 
favorable. Uno de los principales 
retos es el hecho de que el otorga‑
miento de derechos de usufructo a 
las comunidades a menudo no inclu‑
ye los derechos de comercialización 
de los productos forestales prove‑
nientes de los bosques comunita‑
rios o, si los incluye, estos son muy 
restrictivos y conllevan altos costos 
de transacción. De esta manera, se 
pueden identificar los siguientes fac‑
tores facilitadores de una adminis‑
tración comunal más eficiente y efi‑
caz: 1) la simplificación de los proce‑
dimientos burocráticos permite una 
mejor conformación de una organi‑
zación formal y la comercialización 
de productos; 2) el otorgamiento de 
derechos a largo plazo para el acce‑
so legal de las comunidades depen‑
dientes del bosque a los recursos 
forestales (ya sea en forma de ejidos, 
bosques o concesiones comunita‑
rias, reservas extractivistas, tierras 
comunitarias u otras modalidades 
legales); 3) la provisión de incenti‑
vos financieros, tales como la exone‑
ración de impuestos en la fase inicial 
de comercialización; 4) un control 
eficaz de la tala ilegal empresarial 
que causa competencia desleal; 5) 
políticas de adquisiciones “verdes”; 

es decir, compras preferenciales en 
licitaciones para obras públicas de 
productos forestales producidos de 
manera lícita y sostenible.

Los desafíos técnicos 
El MFC por lo general cambia sig‑
nificativamente la forma como las 
familias usan el bosque. Conforme 
se da una mayor orientación hacia 
el mercado, aumenta la intensi‑
dad del uso y disminuye el núme‑
ro de productos utilizados. Existe 
una serie de requisitos legales y 
de mercado que hay que cumplir. 
Para las comunidades, los cambios 
relacionados con el MFC signifi‑
can un desafío considerable; entre 
otros, las dificultades para realizar 
la propuesta técnica del inventario 
forestal, elaborar la documentación 
legal, planear y ejecutar el AIR 
–lo que implica generalmente un 
cierto grado de mecanización –, 
los tratamientos silviculturales y el 
monitoreo.

El cumplimiento	 de	 los	 linea-
mientos	 técnicos	 para	 inventarios	
forestales	presenta uno de los desa‑
fíos técnicos más difíciles de superar 
por las comunidades. Un problema 
grande de estos inventarios en los 
bosques tropicales húmedos es la 
identificación correcta de las espe‑
cies y, sobre todo en áreas pequeñas 
y para especies que ocurren en man‑
chas, el hacer suficientes mediciones 
para tener una muestra representati‑
va del bosque (Rockwell et ál. 2007). 
A pesar de la participación activa 
de los comuneros en el equipo de 
inventario –como identificadores de 
especies o personal de campo para 
abrir picadas de orientación, u otra 
mano de obra no especializada –, 
los inventarios convencionales dejan 
poco espacio para la participación 
de los miembros de una comunidad 
debido a la complejidad de sus dise‑
ños y métodos de análisis.

Los desafíos	 relacionados	 con	
la	 planificación	 derivan, más que 
todo, de leyes y criterios de eva‑
luadores externos que exigen la 
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documentación de los planes y la 
justificación de las actividades e 
insumos, para evaluar el manejo. 
Aunque en varios países ya se están 
modificando las guías metodoló‑
gicas para planes de manejo (p.e. 
INAFOR (2004) en Guatemala, 
INRENA (2006) en Perú y ANAM 
(en preparación) en Panamá), 
muchas de estas guías aún parten de 
un manejo mecanizado y sistemas de 
manejo con criterios técnicos poco 
aplicables en las condiciones de 
muchas comunidades. Enmarcar el 
manejo dentro de un ciclo de corte 
específico (generalmente largo) y el 
aprovechamiento dentro de un área 
específica, supone un gran cambio en 
relación con lo acostumbrado: cortar 
sólo lo que se necesita, en el momen‑
to que se necesita y en el área donde 
se encuentra. Otro problema crucial 
es la elaboración de la documenta‑
ción para obtener los permisos de 
manejo y aprovechamiento. Estos 
documentos (mapas elaborados con 
sistemas de información geográfica, 
títulos y planes), por sus exigencias 
técnicas y de contenido, requieren 
generalmente la autorización de téc‑
nicos o ingenieros forestales exter‑
nos, naturalmente no disponibles en 
las comunidades.

En cuanto a las actividades	 de	
aprovechamiento	 de	 madera, ya 
existe cierta experiencia en muchas 
comunidades. Sin embargo, para 
el comunero, la manipulación de 
madera, en particular de las tro‑
zas pesadas, presenta un importante 
desafío logístico. Este es uno de los 
motivos por los cuales el uso forestal 
se ha limitado tradicionalmente a las 
áreas inundadas o aluviales, donde 
el río posibilita el transporte de la 
madera. En terreno no inundable, 
los usuarios locales del bosque por 
lo general aprovechan la madera 
en forma manual, usando la moto‑
sierra no sólo para el corte sino 
también para aserrar las trozas en el 
bosque y prepararlas para el trans‑
porte manual o con tracción animal. 
Este tipo de aprovechamiento con 

motosierra y transporte manual/ani‑
mal necesita mucho tiempo y produ‑
ce tablas de limitada calidad.

El MFC está promoviendo una 
mecanización	de las operaciones, e 
incluso el uso de maquinaria pesada 
que normalmente excede las capa‑
cidades financieras y técnicas de 
los comuneros y, en consecuencia, 
aumenta la dependencia de actores 
externos. Un motivo puede ser sim‑
plemente un aumento del volumen 
de producción o del área para apro‑
vechar. Entre tanto, y sobre todo 
en el caso de la madera, solamente 
el uso de máquinas pesadas puede 
cumplir con las nuevas tareas. Otro 
motivo es que en el MFC orientado 
a mercados atractivos de madera, los 
compradores exigen calidades mejo‑
res que no se pueden alcanzar con 
motosierra. Finalmente, en algunos 
países el uso de la motosierra para el 
aserrío es simplemente prohibido a 
fin de restringir el aprovechamiento 
ilegal de madera. 

Con el MFC, los comuneros 
entran en el comercio de made‑
ra que está determinado por las 

reglas del mercado. Los usuarios 
locales tienen que competir con las 
empresas que, por su tamaño, capi‑
tal disponible y calificación de sus 
empleados, tienen mayores venta-
jas	competitivas. En este sentido, el 
gran desafío es escoger las técnicas 
más adecuadas para que las comuni‑
dades sean más competitivas. Pero, 
la mayoría de las comunidades que 
practican manejo forestal tienen 
fuertes dificultades para cumplir 
con sus compromisos comerciales, 
tomando en cuenta el calendario y 
el clima local (Morales et ál. 2000), 
y para mejorar la rentabilidad de 
las operaciones (Nigland 2007).

Si bien las poblaciones locales 
tienen una larga historia de prácti‑
cas de manejo de árboles, las exi-
gencias	 silviculturales	 relacionadas 
con el MFC formal presentan gene‑
ralmente un desafío completamen‑
te nuevo. Contrario a la práctica 
tradicional de fomentar plantas en 
forma ocasional, el MFC implica la 
necesidad de mejorar los métodos 
de regeneración de las especies apro‑
vechadas. Muchas veces, solamente 
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la investigación científica en experi‑
mentos de largo plazo puede generar 
la información necesaria, como por 
ejemplo la regeneración de caoba 
en México (Snook 2005, Argüelles 
et ál. 2005). En muchos casos falta 
información para desarrollar trata‑
mientos adecuados para la especie 
y el sitio. Galván et ál. (2006), por 
ejemplo, indican que los tratamien‑
tos que sirven para una especie bajo 
ciertas condiciones no necesaria‑
mente funcionan para otras especies, 
o para la misma especie bajo condi‑
ciones diferentes. Lo mismo ocurre 
con especies que brindan productos 
no maderables; a nivel regional, son 
pocas las experiencias sobre regene‑
ración de especies de PFNM; entre 
ellas, uña de gato (Uncaria spp.) en 
el Perú (MINAG 2006), la palma 
tucumâ (Astrocaryum tucuma) en 
Brasil (Schroth et ál. 2004) y la corta 
de lianas para aumentar la produc‑
ción de castaña en Bolivia (Zuidema 
2003).

La importancia del monitoreo	
para las comunidades tiene que ver, 
más que todo, con su contribución a 
la reflexión sobre los progresos en 
el manejo forestal y la contribución 
de este manejo a los objetivos de la 
comunidad. La información resul‑
tante del monitoreo también puede 
ayudar a las comunidades a mejorar 
su posición de negociación frente 
a empresas y otras organizaciones. 
Pero, la revisión de las experiencias 
de MFC ‑como se evidencia, por 
ejemplo, en las evaluaciones de cer‑
tificación ‑ muestra que, al igual que 
en el caso de muchas empresas, el 
monitoreo sigue siendo una debili‑
dad. Una de las razones de la falta 
de monitoreo es que requiere de 
documentación escrita, incluyendo 
un plan de monitoreo y un análisis 
de sus resultados. El MFC también 
busca un “monitoreo integral” que 
tome en cuenta los aspectos ambien‑
tales, económicos y sociales, no sólo 
del manejo forestal sino también 
de otras actividades estrechamente 
relacionadas con el mismo. Las exi‑

gencias de establecer parcelas per‑
manentes de medición (PPM) que 
tienen como objetivo generar infor‑
mación sobre la dinámica del bos‑
que son, de por sí, inmensas. Donde 
no hay un acompañamiento que 
asegure la calidad de los datos y su 
análisis ‑como en Petén, Guatemala 
(Louman et ál. 2001) o en Quintana 
Roo, México ‑, las PPM son un costo 
adicional que genera datos poco 
confiables y no ayudan a mejorar la 
planificación del manejo.

Las experiencias recogidas 
muestran que los usuarios forestales 
generalmente dependen de la asis‑
tencia técnica para poder cumplir 
con los requerimientos del MFC, 
incluyendo la disposición del capital 
operativo necesario para participar 
en algunas fases de la producción 
y el procesamiento. Pero, a largo 
plazo, este requerimiento del MFC 
no puede ser viable. Del punto de 
vista de las comunidades, las técni‑
cas deben ser simples y adaptadas a 
los conocimientos e intereses de los 
que manejan el recurso. Más impor‑
tante es el fortalecimiento de las 
capacidades de auto‑aprendizaje. En 
ese sentido, las técnicas que ayudan 
a la comunidad a conocer mejor sus 
recursos y a monitorear y controlar 
su aprovechamiento, son las que 
más contribuyen al buen manejo, 
porque permiten que las comunida‑
des analicen los efectos positivos y 
negativos de sus acciones.

El efecto en el sistema social local
Las actuales iniciativas piloto para el 
MFC en América Latina han dado 
inicio a un proceso histórico de rup‑
tura de las relaciones de explotación 
de las comunidades a manos de los 
madereros e intermediarios conven‑
cionales. Sin embargo, es impor‑
tante ser conscientes del hecho de 
que también la implementación del 
MFC, en la forma que actualmente 
está siendo promovida en la región, 
es una intervención con fuertes efec‑
tos en el sistema social local, al 
intentar el acercamiento y adapta‑

ción del actor local a las necesidades 
y oportunidades del mundo moder‑
no, para que pueda aprovechar el 
mercado potencial a fin de mejorar 
su condición de vida.

Aun cuando hay situaciones 
específicas en que la implementa‑
ción del MFC fortalece las capacida‑
des del sistema social, también hay 
ocasiones en que más bien las debi‑
lita. Se tienen estudios, en particular 
los realizados en el ámbito de la cer‑
tificación de iniciativas de MFC, que 
apuntan a los efectos positivos: la 
capacitación para enfrentar desafíos 
y posibilidades del mercado y una 
mejor participación en las políticas 
públicas. La expectativa de lograr 
estos efectos es uno de los motivos 
para la promoción del MFC. Pero, 
por otro lado, hay efectos negativos 
que pudieran no ser atendidos, debi‑
do al sesgo natural de los difusores 
del MFC hacia los efectos positivos 
(Rogers 2003). De ahí la importan‑
cia de reflexionar también sobre 
los peligros del acompañamiento y 
la difusión del MFC en el sistema 
social local. 

Como se explicó anteriormente, 
existe un contraste entre las formas 
tradicionales de uso forestal vivi‑
das por las comunidades y el MFC 
construido bajo criterios legales y 
sobre bases técnicas de la ingeniería 
forestal, establecido con poca par‑
ticipación y sin control efectivo de 
las comunidades. En este sentido, 
las prácticas del MFC demandan de 
las comunidades nuevas capacidades 
organizativas que contrastan con las 
capacidades existentes, principal‑
mente por su exigencia de ciertas 
formas de organización para cum‑
plir con los requerimientos formales 
y las necesidades del mercado. A 
pesar de que se reconoce la impor‑
tancia de la cultura y conocimiento 
local, los proyectos de MFC conti‑
núan siendo conducidos bajo una 
visión que exige capacidades orga‑
nizativas empresariales para imple‑
mentar efectivamente su modelo 
de uso forestal (Medina y Pokorny 



92 Recursos Naturales y Ambiente/no. 54

2008), en gran parte ignorando los 
mecanismos y las capacidades tradi‑
cionales existentes.

Este contraste entre la forma 
tradicional de convivencia y los 
requerimientos del MFC tiene 
efectos graves en la habilidad de 
las familias para protagonizar la 
gestión de sus recursos como un 
colectivo cohesivo y orgánico con 
identidad social propia, en el con‑
texto de negociaciones entre sus 
propios miembros y con otros gru‑
pos de interés fuera de su grupo 
social. En particular, el contras‑
te puede debilitar las estructuras 
sociales y promover la instalación 
de nuevas élites y estructuras loca‑
les no necesariamente respetadas, 
lo cual provocaría nuevos conflictos 
y aumentaría la dependencia y vul‑
nerabilidad. 

La economía tradicional se basa 
en la diversificación de la producción 
para atender el consumo domésti‑
co y los mercados locales median‑
te acuerdos internos generalmente 
informales, y en la capacidad organi‑
zativa de las comunidades. El MFC 
propuesto por actores externos entra 
en esta realidad con una propues‑
ta muy diferente (Wilkie y Godoy 
1996), que requiere de un alto grado 
de profesionalización y una capaci‑
dad de gestión bastante específica. 
Un MFC modificado de tal manera 
puede provocar una tensión con el 
sistema tradicional de uso de la tie‑
rra. A mediano o largo plazo, esta 
situación puede causar un deterioro	
del	 sistema	 tradicional, aún más 
porque las organizaciones de desa‑
rrollo generalmente sobrevalúan el 
potencial del MFC y desvalorizan 
la necesidad de otras actividades 
productivas. Simplemente, la necesi‑
dad de incrementar la mano de obra 
dedicada al MFC puede afectar de 
manera negativa esas otras activida‑
des productivas.

El MFC, como innovación, nece‑
sariamente requiere que ciertos 
miembros de la comunidad ejerzan 
nuevos cargos, trabajos y funciones 

que antes no existían. Esto natural‑
mente provoca cambios no sólo en 
las actividades sino también en las 
relaciones de poder. Al igual que ha 
sucedido con otras innovaciones, en 
algunas de las experiencias del MFC 
se puede observar que los líderes 
u otras élites locales aprovechan 
su posición social para sus propios 
beneficios, mientras que los miem‑
bros pobres quedan todavía más 
rezagados. La otra situación obser‑
vada es que el MFC, por la necesi‑
dad de cumplir con el marco legal, 
contribuye al establecimiento	 de	
nuevas	 estructuras	 de	 poder	 para-
lelas	 a las tradicionales. El hecho 
de elegir jefes, agentes o encargados 
de estas organizaciones formales no 
significa necesariamente que todos 
los segmentos de la comunidad reco‑
nozcan a esas autoridades instituidas 
por reglas externas. Además, estas 
representaciones formales no siem‑
pre están capacitadas para represen‑
tar las aspiraciones de la comunidad 
como un sujeto colectivo de identi‑
dad propia. Este hecho parece ser 
todavía más problemático, porque 
los actores externos muchas veces 
perciben a esas organizaciones for‑
males como las únicas representan‑
tes de los grupos locales. Todavía 
más extremo es el fenómeno fre‑
cuente de que las organizaciones 
difusoras del MFC sean conside‑
radas como representantes de los 
intereses de los actores locales.

El establecimiento de estructu‑
ras paralelas potencialmente genera 
tensiones y conflictos entre las auto‑
ridades tradicionales y las nuevas, así 
como también entre el uso tradicio‑
nal diversificado de los recursos y el 
uso comercial muchas veces orienta‑
do a un solo producto. En este con‑
texto de creciente intrusión de las 
fuerzas del mercado, la cuestión de 
distribución de los costos y eventua‑
les beneficios puede causar fuertes 
conflictos	 internos, desequilibrando 
el sistema social vinculado a los siste‑
mas integrales de producción.

Las exigencias del MFC 

constituyen un desafío para las 
comunidades en cuanto a la difi‑
cultad de adaptarse a los reque‑
rimientos en términos de plazos, 
instrumentos y asesoría, que tien‑
den a ignorar o desplazar en gran 
parte las capacidades y estructuras 
existentes. También, los costos de 
implementación y continuación del 
MFC son altos y normalmente fuera 
de las capacidades locales. En conse‑
cuencia, el MFC depende de aportes 
continuos e intensos de apoyo exter‑
no (gubernamental y no guberna‑
mental). En este sentido, el MFC 
aumenta la dependencia	de	la	ayuda	
externa. Debido a los costos relati‑
vamente altos, no siempre es posible 
mantener la continuidad necesaria 
del apoyo externo, especialmente en 
casos de certificación. De lo contra‑
rio, al terminar el proyecto de apoyo 
externo al MFC, la capacidad orga‑
nizativa muchas veces no es suficien‑
te para mantener la iniciativa y la 
comunidad y su bosque quedan más 
vulnerables que antes. 

El análisis de las experiencias 
muestra que en el MFC hasta ahora 
no se ha conseguido considerar ade‑
cuadamente las capacidades organi‑
zativas existentes de las comunida‑
des, aun cuando existen estrategias 
y metodologías sumamente útiles 
para fortalecer esas capacidades. 
Hay una dualidad entre las capa‑
cidades organizativas desarrolladas 
tradicionalmente y que sustentan 
el manejo forestal vivido por las 
comunidades y las capacidades orga‑
nizativas requeridas para el recono‑
cimiento formal de las comunidades 
y por los proyectos de MFC. Como 
consecuencia, en la mayoría de las 
iniciativas del MFC se encuentran 
estructuras informales tradicionales 
que conviven con las estructuras 
formales introducidas. Esta con‑
vivencia, no exenta de conflictos, 
muchas veces pasa desapercibida 
para quienes lanzan propuestas de 
MFC. Los casos más exitosos del 
MFC muestran que el protagonismo 
de las comunidades es fundamental 
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para su apropiación del concepto y la 
práctica del MFC y que este proceso 
requiere de tiempo para los procesos 
internos y flexibilidad por los que 
promuevan estas iniciativas. Sin 
embargo, el MFC, como es actual‑
mente promovido, no deja espacio 
ni tiempo suficiente para este pro‑
ceso.

Aspectos políticos 
El MFC y los actores que lo practi‑
can son influenciados por una serie 
de políticas forestales y otras polí‑
ticas sectoriales no forestales; en 
particular, las políticas de tierras que 
definen sobre todo los derechos de 
acceso y posesión de la tierra y de 
los recursos forestales, además de 
las políticas de asistencia técnica y 
transferencia tecnológica y las polí‑
ticas financieras (Kaimowitz 2003, 
Agrawal 2001). Asimismo, juegan 
un papel importante las políticas 
económicas (p.e. fiscales y moneta‑
rias), así como las de infraestructura 
vial y de desarrollo agrícola y colo‑
nización (Kaimowitz y Angelsen 
1999). También influyen las políti‑
cas de conservación y de regulación 
del uso del suelo y de bosques, las 
que generalmente tienden a impo‑
nerse a las poblaciones locales para 
condicionar el uso de sus bosques 
(Colchester et ál. 2006).

En general, las políticas que se 
han aplicado en la región han dado 
señales relativamente ambiguas. Por 
una parte, las políticas forestales y 
de tierras han tendido a favorecer 
el desarrollo del MFC al asegurar 
derechos de acceso y uso para los 
pequeños productores y comuni‑
dades, pero también han impuesto 
regulaciones forestales que son difí‑
ciles de cumplir para estos actores. 
Por otro lado, las políticas econó‑
micas y sectoriales han tendido a 
favorecer actividades que compiten 
con el MFC por el uso de bosques y 
no han ayudado a crear un sistema 
de incentivos y servicios favorables 
para el desarrollo del MFC. Por su 
parte, las políticas de conservación 

y de uso del suelo también tienden a 
restringir el desarrollo del MFC. 

Las políticas	 de	 tierras pueden 
ayudar a los usuarios locales del bos‑
que a consolidar el acceso a los recur‑
sos forestales, o bien limitarlo. Entre 
las primeras está el reconocimiento 
de los derechos de propiedad de los 
pueblos y comunidades locales, y 
entre las segundas están las políticas 
que favorecen la concentración de la 
propiedad de la tierra. En la mayo‑
ría de los países de la región estas 
dos políticas no son mutuamente 
excluyentes. Más bien, se nota el 
esfuerzo de los gobiernos naciona‑
les por compatibilizar los derechos 
de propiedad de los grandes terra‑
tenientes con los de los pequeños 
productores y comunidades rurales. 
También se han dado importantes 
reformas para favorecer el recono‑
cimiento de los derechos tradicio‑
nales a través de la implementación 
de diversas modalidades como las 
reservas extractivistas (Brasil), las 
tierras ejidales (México), las con‑
cesiones comunitarias (Guatemala), 
las tierras indígenas (Bolivia, Brasil 
y Nicaragua), comunitarias de ori‑
gen y agrupaciones sociales de lugar 
(Bolivia), las tierras de las comuni‑
dades nativas (Perú) y los resguar‑
dos indígenas (Colombia).

Las	políticas	agrícolas	y	ambien-
tales	pueden tener efectos adversos 
sobre el uso de la tierra. Mientras 
que las primeras buscan fomentar 
la producción agrícola y raras veces 
imponen restricciones sobre el cam‑
bio del uso forestal al uso agrícola, 
las segundas tienden a poner límites 
a la conversión de tierras forestales 
a otros usos y, al mismo tiempo, 
suelen contemplar restricciones para 
el mismo uso forestal; por ejemplo, 
mediante la declaratoria de áreas 
protegidas. Ambas políticas han sido 
aplicadas en los países de la región, 
y ambas tienden a desalentar las 
iniciativas de MFC. Por un lado, las 
políticas agrícolas que estimulan la 
expansión de las fronteras agrícolas 
son bastante activas, algunas incluso 

amenazan las tierras de las comuni‑
dades; por el otro, se intenta estable‑
cer áreas protegidas para evitar los 
usos productivos del bosque.

Las propias políticas	 forestales	
tienen una influencia directa deci‑
siva en el desempeño de la gestión 
comunitaria de bosques. Por ejem‑
plo, los altos impuestos al aprove‑
chamiento forestal pueden desincen‑
tivar las prácticas de manejo por las 
comunidades, alentar la extracción 
ilegal e, incluso, el cambio de uso 
del suelo. Además, las regulaciones 
y normas de aprovechamiento de los 
productos forestales generalmente 
son complicadas, difíciles y costo‑
sas de cumplir y constituyen trabas 
burocráticas para el manejo forestal. 
Tales regulaciones tienden a excluir 
a las comunidades del uso legal 
de sus bosques (Kaimowitz 2002). 
Especialmente crítica es la medida 
implementada por los gobiernos de 
la región de prohibir el uso de la 
motosierra para el “cuartoneo” de 
la madera –como en Bolivia ‑, con la 
justificación de que produce mucho 
desperdicio. Esta es una medida que 
desincentiva la extracción forestal 
en pequeña escala, debido a la falta 
de capital para desarrollar infraes‑
tructura caminera e introducir tec‑
nologías de transporte y aserrío más 
eficientes.

Una política que influye de 
manera importante en la gestión 
forestal es la descentralización, o 
transferencia de responsabilidades 
desde el nivel central hacia niveles 
inferiores de gobierno, como los 
gobiernos municipales. Mientras 
que en algunos casos, la descentra‑
lización permite la construcción de 
espacios de participación social que 
facilitan que las organizaciones indí‑
genas, comunitarias y de pequeños 
productores ganen mayor influencia 
en la toma de decisiones, en otros 
casos, la descentralización tiende a 
reforzar el poder de las élites locales 
(Ribot 2002). Adicionalmente, el 
hecho de que las poblaciones loca‑
les mejoren su influencia política 
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no necesariamente se traduce en 
mejoras en el acceso a los recursos 
forestales y, mucho menos, a otros 
activos financieros y físicos (Larson 
et ál. 2006).

Las	 políticas	 económicas consti‑
tuyen otro grupo decisivo de políticas 
que influyen en las condiciones de 
mercado e inversión. Las políticas 
cambiarias ‑por ejemplo, la devalua‑
ción de la moneda ‑ pueden mejorar 
la competitividad de las exportacio‑
nes de madera y, por lo mismo, los 
ingresos por el aprovechamiento de 
madera. No obstante, usualmente las 
comunidades no están vinculadas con 
los mercados externos y este tipo de 
políticas, que también favorecen la 
exportación de productos agrícolas, 
pueden más bien alentar a otros acto‑
res a entrar al bosque para su conver‑
sión o aprovechamiento sin control. 
Otras políticas económicas que pue‑
den tener impactos en el consumo de 
productos forestales son las políticas 
monetarias que puedan influir en la 
expansión de la capacidad de gasto 
interno. No obstante, en la mayoría 
de los países el consumo nacional de 
madera es todavía bajo. 

Con algunas excepciones, hasta 
hace poco las políticas públicas ten‑
dían a marginar los derechos tradi‑
cionales de las comunidades locales, 
porque privilegiaban la entrega de 
las tierras forestales a medianos y 
grandes productores y a empresa‑
rios forestales. En muchas ocasiones, 
las tierras forestales se destinaron 
a la colonización o se adjudicaron 
a grandes propietarios rurales, con 
lo que se favoreció la conversión 
de los bosques a usos agrícolas y/o 
ganaderos. Esa perspectiva ha ido 
cambiando con el tiempo, en gran 
parte motivada por la emergencia 
de movimientos sociales fuertes con 
demandas vinculadas a la gestión de 
los recursos naturales y el respeto a 
las culturas autóctonas (Hall 2000). 
Como resultado, en la última década 
los gobiernos han comenzado a reco‑
nocer los derechos de comunidades 
indígenas y otras poblaciones locales 

tradicionales sobre los bosques. Así, 
emergen nuevas figuras de tenencia 
que reconocen los derechos de las 
poblaciones indígenas, tradicionales 
y extractivistas, entre las más impor‑
tantes.

Los gobiernos en América Latina 
han comenzado a reconocer que los 
usuarios locales constituyen actores 
importantes para el manejo de los 
bosques y, por consiguiente, en el 
desarrollo y la conservación fores‑
tal. Sin embargo, a excepción de las 
políticas de tierras que reconocen los 
derechos tradicionales de los pueblos 
y comunidades sobre los bosques, 
las normas forestales vigentes han 
creado una serie de procedimientos 
que, en general, dificultan a los usua‑
rios locales el aprovechamiento legal 
de sus bosques (Kaimowitz 2002). 
Algunos países han empezado a revi‑
sar y simplificar los requerimientos 
legales del MFC. Por ejemplo, en 
Brasil se han definido reglas especí‑
ficas para el MFC, y en el Ecuador y 
Perú se ha desarrollado un proceso 
para simplificar las reglas que eran 
más bien homogéneas para todos los 
usuarios. 

Además, todavía existen muchas 
políticas ajenas al sector forestal, 
como las agrícolas, que tienden a pri‑
vilegiar a la gran empresa agrícola y 
ganadera y, con ello, la ampliación de 
las fronteras agrícolas, muchas veces 
en desmedro de las tierras forestales. 
Finalmente, las políticas de desarrollo 
de las cadenas y promoción de expor‑
taciones, en general, han alentado 
también la conversión de los bosques 
a usos más rentables. Es poco lo que 
se ha hecho para alentar la mejora 
de la competitividad del sector fores‑
tal y la integración de los pequeños 
productores a las cadenas de valor 
en el sector forestal, a excepción de 
algunas iniciativas desarrolladas en 
México y Guatemala. En ese sentido, 
existe un margen bastante grande 
de intervención de los estados con 
políticas más activas dirigidas explí‑
citamente a promover el uso forestal 
por las poblaciones locales a través 

de instrumentos fiscales, impositivos 
y comerciales que todavía no han 
sido explorados.

Estrategias de acompañamiento 
del MFC
El objetivo inicial del acompaña‑
miento del MFC, entendido como 
la iniciativa de un grupo dirigida a 
apoyar a comunidades y/o pequeños 
productores, es motivar y apoyar a 
los actores locales a adaptar su apro‑
vechamiento forestal, para así, según 
las expectativas de las intervenciones, 
mejorar directa o indirectamente el 
bienestar de dichos actores y contri‑
buir a la conservación de los bosques. 
Tanto la dimensión ambiental como 
la social del MFC se derivan por lo 
general del concepto de desarrollo 
rural; por lo tanto, el MFC es un 
concepto desarrollista. En este sen‑
tido, las iniciativas de MFC buscan 
modernizar las estructuras agrarias 
de los actores tradicionales ‑percibi‑
das como estáticas y obsoletas ‑ con 
tecnologías y valores modernos a 
través de la aplicación de tres cate‑
gorías principales de herramientas 
y actividades: (1) herramientas que 
apuntan directamente a la imple‑
mentación de tecnologías adecuadas 
de manejo forestal, principalmente 
técnicas de AIR, y herramientas para 
la planificación y el monitoreo; (2) 
herramientas que se relacionan más 
con la mejora de las condiciones para 
la producción y comercialización de 
productos forestales, y (3) activida‑
des que indirectamente contribuyen 
a un uso más efectivo de los recursos 
naturales mediante la potenciación 
de las capacidades de gobernanza.

Existe una gran diversidad de 
actores involucrados en la provisión 
de asesoramiento y asistencia técnica 
para el MFC, cada uno con cier‑
tos objetivos y estrategias específicas 
relacionadas con sus intereses y capa‑
cidades particulares. Formalmente, 
el sector	público	es responsable por 
la provisión de servicios de asistencia 
técnica y extensión rural. Pero, es sólo 
recientemente que una proporción 
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significativa del financiamiento se 
destinó a proyectos de pequeña esca‑
la para las poblaciones locales. A lo 
largo de América Latina, el sector 
público enfrenta grandes problemas; 
sus iniciativas de apoyo a proyectos 
productivos y de desarrollo se carac‑
terizan por dificultades de ejecución 
debido a la burocracia gubernamen‑
tal, la corrupción y la limitada capaci‑
dad de gestión. La mayor parte de los 
profesionales trabajan con enfoques 
convencionales de arriba hacia abajo 
para la transferencia de tecnología. 
Los servicios públicos de asistencia 
técnica y extensión rural se vinculan 
a menudo a la operación y disponi‑
bilidad de líneas de crédito (general‑
mente para actividades agrícolas), a 
las que las comunidades y los peque‑
ños productores tienen dificultades 
para acceder. De esta manera, sólo 
un número limitado de actores recibe 
alguna forma de asistencia técnica 
que, de todas formas, no considera 
asuntos forestales, pues se enfoca en 
el sector agrícola (Miranda 1990).

Con un creciente interés de los 
donantes internacionales por inver‑
tir en el MFC, las ONG	en muchos 
países se han convertido en los pro‑
ponentes más importantes de pro‑
yectos dirigidos al MFC (Farrington 
y Bebbington 1993). Para la provi‑
sión de servicios, las ONG son más 
flexibles a los requerimientos de los 
donantes y a menudo poseen perso‑
nal altamente motivado y bien for‑
mado. Por estas razones, los donan‑
tes prefieren a las ONG como socios 
principales para el establecimiento 
de experiencias piloto de MFC. En 
consecuencia, las ONG están involu‑
cradas en la mayoría de las iniciativas 
de MFC en América Latina, aunque 
no todas cuentan con las capacidades 
técnicas, sociales o económicas para 
una buena implementación.

Virtualmente, cada comunidad 
en América Latina tiene alguna 
forma de presencia de las iglesias. 
Las organizaciones	de	la	iglesia	tie‑
nen un papel indirecto importante 
en el MFC, a través de la promo‑

ción de la organización comunita‑
ria y el desarrollo del capital social, 
incluyendo la formación de recursos 
humanos mediante la educación y 
capacitación de pobladores locales. 
En la práctica, poco de este poten‑
cial se ha aprovechado. Asimismo, el 
compromiso efectivo de las universi-
dades con el MFC ha sido deficiente 
debido a sus graves problemas para 
ajustarse a las cambiantes necesida‑
des de la sociedad y a sus currículos 
muchas veces desactualizados y téc‑
nicos. Pocos estudiantes desarrollan 
las destrezas necesarias para trabajar 
con comunidades y facilitar procesos 
de desarrollo (Santana et ál. 2003). 
Con la creciente presión en el sec‑
tor privado, también las empresas	
están cada vez más preocupadas por 
la identificación de posibilidades de 
aprovechamiento legal de los bos‑
ques de las comunidades con base 
en planes de manejo forestal (Lima 
et ál. 2003). No obstante, la coopera‑
ción entre empresas y comunidades 
es dominada por el interés comercial 
de la empresa.

En algunos casos, los mismos pro‑
ductores han conseguido formar sus 
propias	 organizaciones	 para	 acom-
pañar	a	sus miembros en el desarro‑
llo de los planes de manejo, la nego‑

ciación con autoridades, la ejecución 
de inventarios forestales, la protec‑
ción de los bosques y el suminis‑
tro de información. Organizaciones 
comunitarias como los Productores 
Forestales de los Ejidos en Quintana 
Roo (SPFEQR), la Asociación de 
Comunidades Forestales del Petén 
(ACOFOP) y, a nivel regional, la 
Asociación Coordinadora Indígena 
y Campesina de Agroforestería 
Comunitaria de Centroamérica 
(ACICAFOC) ayudan a resolver 
asuntos sociales y políticos, articu‑
lan las posiciones de sus asociados, 
buscan recursos externos y presentan 
mecanismos importantes para gene‑
rar solidaridad entre los líderes de 
las organizaciones y sus miembros 
(Taylor 2001).

Tanto el sector público como 
el privado aparentemente tienen 
grandes limitaciones para difundir 
el MFC. A fin de superar estas 
dificultades, las organizaciones de 
acompañamiento han desarrollado 
estrategias innovadoras, como el 
ofrecimiento de servicios técnicos 
refinanciados, el pago por servicios 
ambientales y la gerencia guberna‑
mental del MFC. Existen también 
experiencias interesantes donde los 
actores externos desarrollan una 
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En el contexto latinoamericano, las políticas sectoriales no forestales pueden más 
bien alentar la ampliación de la frontera agrícola, muchas veces en desmedro de 
las tierras forestales
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actitud de respeto y valorización de 
las capacidades de los actores locales 
y asumen un papel de aliados y faci‑
litadores de iniciativas propias de las 
comunidades. Estas iniciativas inclu‑
yen la adecuación de los reglamentos 
de acuerdo con los requerimientos 
de los mecanismos desarrollados por 
las comunidades, la facilitación de la 
comunicación y el intercambio entre 
los actores locales, el establecimiento 
de posibilidades de autocalificación 
y de mecanismos de extensión par‑
ticipativa. 

No obstante, la asistencia técnica 
y la extensión en América Latina 
están aún basadas en dos premisas: 
(1) la uniformidad socioambiental 
de la región, y (2) la transferencia de 
arriba hacia abajo del conocimiento 
experto generado ex situ. No cabe 
duda de que el sector público no 
satisface las demandas crecientes y 
dinámicas de la sociedad para estos 
servicios. Los esfuerzos se concen‑
tran en el establecimiento de proyec‑
tos piloto que generalmente ignoran 
las reglas básicas de la difusión de 
innovaciones, tal como fueron descri‑
tas por Rogers (2003). Así, el hecho 
de que la difusión no es simplemente 
un proceso técnico, sino un proceso 
social, no se refleja en la actuación de 
las varias organizaciones promotoras 
del MFC. No existe un concepto 
metodológico de acompañamiento 
que responda adecuadamente a las 
capacidades y demandas locales. Las 
numerosas ONG activas en la región 
corren el riesgo de repetir las fallas y 
errores de iniciativas de moderniza‑
ción del sector agrícola, debido a la 
agenda definida externamente por 
una cultura basada en proyectos; a 
la vez, tienen un potencial muy limi‑
tado para repetir o extender el éxito 
cuando ocurre. Adicionalmente, 
muchas posibilidades de éxito son 
severamente constreñidas por la falta 
de continuidad del financiamiento 
externo.

En general, puede afirmarse que 
en México y América Central hay 
más avances en la promoción del 

MFC. Allí, como también en algu‑
nos pocos casos en la Amazonia, lo 
que las organizaciones de acompa‑
ñamiento buscan es establecer una 
relación de diálogo entre técnicos 
y beneficiarios de sus servicios; por 
ello, la comunicación se convierte en 
la principal herramienta para garan‑
tizar la colaboración entre las partes 
interesadas. Entretanto, los fuertes 
intereses externos en los bosques 
latinoamericanos y sus productos, en 
particular la madera y la biodiver‑
sidad, resultan en una presión muy 
grande que no deja mucho espacio 
para iniciativas que compartan una 
visión de responsabilidad caracteri‑
zada por un alto grado de participa‑
ción en la definición de los objetivos 
y el desarrollo endógeno de modelos 
propios de gestión por los mismos 
actores locales.

Conclusiones
A pesar de avances en los marcos 
político‑legales e institucionales y 
ajustes en las estrategias de acom‑
pañamiento, el análisis de las expe‑
riencias con MFC en América Latina 
reveló grandes retos hacia el futu‑
ro. Casi todos los proyectos piloto 
de MFC, establecidos para mostrar 
su viabilidad, sufren de dificultades 
considerables y se encuentran en un 
estado de dependencia de la conti‑
nuación de los insumos externos. El 
interés de las familias colaboradoras 
en proyectos de acompañamiento al 
MFC depende de la continuación de 
beneficios atractivos y/o en forma de 
insumos significativos por parte de 
organizaciones externas. La disminu‑
ción de estos beneficios compromete‑
ría la motivación de los hogares rura‑
les. Son raras las experiencias –tam‑
bién dirigidas por iniciativas externas 
de movilización y organización social 
– que han logrado establecer organi‑
zaciones de segundo nivel capaces de 
capturar el financiamiento requerido 
para mantenerse. Sin embargo, inclu‑
so estas organizaciones sufren de 
conflictos internos, corrupción, falta 
de profesionalismo y/o competencia 

provocada por la inestabilidad del 
personal. Otro fenómeno preocupan‑
te es el bajo grado de replicabilidad 
de las experiencias piloto. Aun en 
México, ejemplo más promisorio del 
éxito del MFC en América Latina, se 
estima que apenas 15% de las empre‑
sas forestales comunitarias  manejan 
sus bosques y solamente los pocos 
donde hay caoba tiene una perspec‑
tiva comercial a largo plazo (Bray et 
ál. 2007). 

Las organizaciones que actual‑
mente vienen acompañando el MFC 
siguen patrones de modernización 
influenciados por una visión empre‑
sarial que busca solucionar el desafío 
de un desarrollo rural equitativo, a 
partir de la integración de las pobla‑
ciones locales y sus culturas a las 
cadenas productivas de los productos 
forestales maderables y no madera‑
bles siguiendo la lógica del mercado 
global. No se han creado todavía las 
condiciones básicas relativas al marco 
político‑legal e institucional que ase‑
guren la competitividad de las activi‑
dades locales (derechos del uso de la 
tierra, infraestructura para acceder 
a los mercados, protección contra el 
sector comercial y estrategias viables 
que aseguren las capacidades locales 
para responder adecuadamente a los 
desafíos técnicos, gerenciales y finan‑
cieros del MFC).

El concepto de MFC, tal como es 
promovido actualmente en la región 
por agentes de cooperación para el 
desarrollo y funcionarios forestales, 
no es compatible con la realidad 
de las poblaciones locales. Así, la 
“empresarización” de las comunida‑
des en el ámbito del MFC provoca 
un dilema entre, de un lado, lograr 
resultados insatisfactorios porque las 
capacidades, tradiciones y valores de 
los pueblos y comunidades no res‑
ponden a los requerimientos de los 
mercados de una sociedad moderna y 
globalizada y, del otro lado, en caso de 
que se logre una adaptación exitosa, 
una pérdida de valores, tradiciones, 
normas y reglas de la comunidad y 
el reemplazo de la cultura indígena o 
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campesina por la cultura empresarial. 
Este último escenario, además del 
peligro inminente de efectos sociales 
negativos, puede implicar, en última 
instancia, la decisión del “empresario 
campesino” de convertir sus bosques 
a otros usos más rentables.

En este orden de cosas, no existe 
en la región una alternativa para el 
manejo de los bosques en manos de 
las poblaciones locales que garan‑
tice su contribución al desarrollo 
rural y genere beneficios de largo 
plazo. Aparentemente, la promo‑
ción del uso forestal por comuni‑
dades requiere de un cambio fuerte 
de paradigma: de enfoques defini‑
dos externamente y centrados en 
la transferencia de tecnologías, en 
los vínculos con los mercados de 
la madera y el cumplimiento de 
requisitos legales, a estrategias que 
ofrezcan condiciones para que las 
comunidades desarrollen sus pro‑
pias ideas, incluyendo el ajuste de las 
condiciones marco de los aspectos 
legales y económicos a las deman‑
das locales. Los discursos modifica‑
dos de las políticas forestales a favor 

del desarrollo forestal comunitario 
todavía no vienen acompañados por 
acciones suficientemente agresivas 
de los gobiernos que faciliten un 
salto cualitativo en la gestión fores‑
tal comunitaria. Todavía existen 
muchas políticas que tienden a pri‑
vilegiar a la gran empresa agrícola, 
ganadera y forestal. Es necesario 
implementar medidas drásticas para 
abrir el camino a una verdadera 
sociedad entre agentes externos 
y comunidades, como base de un 
desarrollo de las regiones rurales en 
América Latina.

Para esta transición a una re‑
concepción del MFC que apunte a 
fortalecer las capacidades de auto‑
gestión y uso integral de los recursos 
del bosque, es crucial desarrollar una 
nueva actitud de mutuo respeto, de 
valorización y aceptación de las cul‑
turas, las necesidades y las capacida‑
des de las poblaciones locales como 
base para la creación de un ambiente 
de mayor confianza entre los actores. 
En vista del bajo nivel de respeto 
a las formas de organización social 
de las comunidades y familias en la 

región, se requiere un proceso de 
educación política de todas las partes 
involucradas y de movilización social 
para lograr un entendimiento de la 
realidad como base para la acción. 
También es indispensable la cons‑
trucción participativa de una visión 
sobre el futuro de la región, inclu‑
yendo una evaluación más realista 
del papel de los bosques para lograr 
el desarrollo sostenible.

En vez de adaptar los actores 
locales a un MFC que concuerde con 
los criterios técnicos y administrati‑
vos del mundo globalizado, parece 
más bien necesario evaluar las posi‑
bilidades de adaptar el MFC a los 
intereses y capacidades de los usua‑
rios forestales. Aún así, el desafío 
para el desarrollo sostenible de las 
regiones rurales de América Latina 
se centra en cómo incluir efectiva‑
mente a las poblaciones locales en 
la economía global, sin amenazar la 
gran diversidad de culturas indíge‑
nas, campesinas y comunitarias en 
general, y asegurando el manteni‑
miento de los servicios ambientales 
generados por los bosques.
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